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Presentación

El levantamiento de octubre es el punto de partida de un proceso revolucionario de largo alcance y gran profundidad, comparable a los ciclos revolucionarios más agudos que vivió Bolivia durante el siglo XX.

En un proceso así se replantean todos los problemas de la teoría y la praxis marxista. Ya en sus hitos preparatorios, como las Jornadas de febrero, pero fundamentalmente Octubre, que merece ser estudiado en profundidad como un “ensayo revolucionario” de la mayor importancia, presenta de manera condensada muchas de las cuestiones cruciales de estrategia y programa que deberá encarar la vanguardia obrera en este nuevo ciclo de la lucha de clases. 

Con Lenin creemos firmemente que no hay práctica revolucionaria sin teoría revolucionaria, así como que ésta, “a su vez, no es ningún dogma, sino que sólo se forma definitivamente en estrecha relación con la práctica de un movimiento que sea verdaderamente de masas y verdaderamente revolucionario.”  En este sentido, asumimos con Trotsky que “el marxismo es el análisis del proceso histórico viviente” y que sólo reflexionando a través de la unidad entre teoría y práctica al calor del desarrollo de la lucha de clases es posible forjar esa “base de granito” que debe ser la teoría revolucionaria para la construcción de un genuino partido revolucionario. 

Para ayudar a preparar teórica y políticamente esta construcción es necesario contar con un instrumento de elaboración y reflexión adecuado, una revista teórica enfocada en los problemas de la lucha de clases en Bolivia -y en Los Andes-, desde un punto de vista marxista, proletario e internacionalista.

Por un marxismo vivo y creador en Los Andes

Durante años el clima ideológico en Bolivia, Perú y otros países de la región, estuvo marcado por la reacción. Después de dos décadas de ofensiva “neoliberal” y duras derrotas de los trabajadores, de la debacle de la vieja izquierda reformista en sus distintas variantes (desde el stalinismo tradicional al senderismo) y de los procesos de degeneración de las viejas corrientes trotskistas, el marxismo ha perdido mucho terreno, atacado desde los más diversos ángulos.  

Sin embargo, en los últimos años, al calor de las crisis económicas y políticas y la irrupción de las masas explotadas y oprimidas que vienen conmoviendo a varios países del continente, el escenario comienza a ser más favorable para el pensamiento marxista. Puede decirse que después del 2003, los contornos de la realidad social boliviana y la mecánica de la lucha de clases empiezan a transitar por caminos más “clásicos”, pues los problemas centrales de la lucha de clases, del poder y del Estado pasan a un primer plano, llevando a la crisis a las concepciones ideológicas típicas de los 90, como el autonomismo y el indigenismo. Como decía Marx, “no es suficiente que la teoría tienda a la realidad, es preciso también que la realidad tienda a la teoría”, para que las ideas puedan convertirse en fuerza material capaz de transformar el mundo.

Es preciso, pues, luchar por un resurgimiento de la teoría marxista en Bolivia y en Los Andes.

En otro momento histórico -y en un cierto sentido-, el desafío que espera por una nueva generación de marxistas revolucionarios bolivianos y andinos  es similar al que encararon los pioneros de los años 20 y 30, como José Carlos Mariátegui: explicar la compleja realidad económica, social, política y cultural de la región a la luz del marxismo, elaborar los principales problemas estratégicos y programáticos de la revolución obrera y campesina en Los Andes, preparar las bases teórico-políticas, ideológicas, para la construcción de nuevos partidos revolucionarios, asimilando de manera creadora la rica herencia teórica y práctica del marxismo y las lecciones de un siglo preñado de convulsiones revolucionarias que ha convertido a países como Bolivia en un laboratorio concentrado de la lucha de clases, en un virtual “campo de ensayos” de la revolución.

Una revista andina

Es para aportar con nuestro modesto esfuerzo a estas tareas fundamentales que iniciamos la publicación de la Revista de los Andes, de teoría y política marxista, como una publicación teórico-política centrada en el proceso revolucionario de Bolivia, en sus problemas, lecciones y desafíos, así como en los procesos de alcance regional, no sólo por la proximidad geográfica y los problemas e historia común de los países andinos, sino y ante todo, porque entendemos que es imposible en nuestro tiempo pensar los problemas nacionales sino es desde el punto de vista superior de la economía, la lucha de clases y la política mundial. 

Nos proponemos abrir las páginas de la Revista de los Andes a la colaboración con grupos, intelectuales y militantes individuales con los que acordemos en este marco básico. En temas tales como la cuestión nacional, historia revolucionaria, la situación y perspectivas de la clase obrera, etc., hay mucho que profundizar desde el punto de vista teórico, aun cuando es posible que no siempre haya plenas coincidencias políticas. Esperamos que la colaboración en estos y otros temas, incluyendo un debate fraterno de ideas, sea un componente importante de la publicación.

Dada la importancia del levantamiento de Octubre, dedicamos este primer número especialmente a su estudio.

La redacción

Dossier:  

Bolivia después de Octubre

Balance y perspectivas

Dedicamos estos trabajos a los caídos en la lucha de Warisata, de El Alto, de Huanuni y de todo el movimiento obrero, campesino, indígena y popular.

Desde fines de septiembre al 17 de octubre pasado Bolivia fue conmovida por una magnífica y multitudinaria irrupción de masas que, derribando a uno de los gobiernos más proimperialistas y represivos del continente, planteó con agudeza el problema del poder político. 

El levantamiento de características insurreccionales no pudo ir más allá (en lo que cabe una responsabilidad política decisiva a las principales direcciones, que no hicieron nada por preparar política y organizativamente una salida obrera y popular y se alinearon detrás de la “salida constitucional”). 

Sin embargo, Octubre marca claramente un antes y un después en la historia presente de Bolivia. Ese después, es el comienzo de un nuevo proceso comparable en profundidad y potencialidades a los grandes períodos revolucionarios que el país atravesó durante el siglo XX: la etapa que culmina en la revolución del 52, el “trienio revolucionario” de 1969-71 o el ciclo de intensa movilización que va de la derrota de la dictadura militar en 1982 a las Jornadas de marzo de 1985. 

En esta perspectiva, Octubre debe ser estudiado como un “ensayo revolucionario” en el camino hacia enfrentamientos decisivos entre la contrarrevolución encabezada por el imperialismo y la revolución obrera y campesina. 

René Zavaleta Mercado escribió sobre la importancia de “la crisis como escuela, porque sólo la clase que se ha preparado puede conocer en ese momento lo que ocurre”.
 Tanto más ocurre con las crisis revolucionarias...

Como todo gran acontecimiento de la lucha de clases, el levantamiento de Octubre replantea los problemas de la teoría y la praxis marxista de una  manera original y concreta. Anticipa además, de cierta manera condensada, al menos “en embrión”, los problemas que habrá de encarar y resolver el movimiento obrero y de masas en la nueva etapa histórica que se ha abierto.

Estudiar seriamente su desarrollo es más importante aún, porque este nuevo proceso de la revolución boliviana en los albores del siglo XXI, se inicia en condiciones históricas muy distintas a las que predominaron en la segunda mitad del siglo pasado, época en que el movimiento obrero y de masas boliviano forjó sus tradiciones de lucha y organización. Las enseñanzas de Octubre serán vitales en la preparación de los próximos combates y para abrir el camino al triunfo de la Bolivia obrera, campesina, indígena y popular. 

Contribuir a este estudio es el objetivo de los artículos que presentamos en este Dossier.
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Un nuevo proceso revolucionario

Por Eduardo Molina


-I-

La dimensión internacional 

del proceso boliviano
Un continente convulsionado

El Octubre boliviano fue el pico más elevado –hasta hoy- en el proceso ascendente de lucha de clases que en los últimos años, y con particular fuerza desde el 2000, viene conmoviendo a América Latina desde Argentina hasta Haití.

Este proceso ha tenido expresión aguda en la serie de levantamientos que como en Ecuador (con los levantamientos contra Bucaram y luego Mahuad), Bolivia, o Argentina (con la caída de De la Rúa en las Jornadas de diciembre del 2001), se han caracterizado por  enfrentar y derribar mediante la acción directa de masas a gobiernos que gozaban de legitimidad electoral en el marco de regímenes formalmente  democrático-burgueses.

La inestabilidad política y el “clima de revuelta” que recorren el continente, con explosiones de masas como las señaladas e innumerables luchas obreras, campesinas y populares, son alimentadas por la profunda crisis económica tras dos décadas de aplicación de programas “neoliberales” de penetración del capital extranjero y agravamiento del dominio imperialista que han exacerbado al extremo las contradicciones del capitalismo semicolonial latinoamericano, los antagonismos sociales y las crisis políticas que corroen en diverso grado a los regímenes y gobiernos burgueses.

Las relaciones con el imperialismo están fuertemente cuestionadas, lo que se expresa en las fuertes discusiones en torno al ALCA y otras iniciativas norteamericanas, cuyo contenido es imponer un nuevo “pacto semicolonial” aún más gravoso a la región, lo que lejos de hallar “consenso” provocan creciente disputas y una tensa polarización.

Mientras un ala de países (Venezuela, Brasil, Argentina) regatea frente a las pretensiones más brutales de EE.UU., otras burguesías (aunque no sin contradicciones) se alinean más estrechamente con Washington y sus proyectos, simbolizados en el ALCA, tal como México, Colombia, Chile (aunque no sin contradicciones).

Es cierto que desde fines del 2002, las tendencias más revolucionarias se vieron relativamente contenidas. Al mismo tiempo que se hacían sentir en la región los efectos reaccionarios del triunfo imperialista en Irak, la asunción de gobiernos con distintos proyectos de conciliación de clases como el de Lula en Brasil y Kirchner en Argentina, recreando ilusiones democráticas en amplias masas, logró una cierta estabilidad política en los países claves del MERCOSUR.

Sin embargo, las bases de la profunda desestabilización del continente no ha sido revertida y siguen presentes las tendencias a la acción directa de las masas, como lo demostró dramáticamente Bolivia.

Los Andes en erupción

La región andina es en la presente coyuntura el área de mayor inestabilidad política y exasperación de todos los antagonismos sociales. 

Los países de la zona, por un lado gravitan bajo la atracción de la economía y los capitales de EE.UU., que ejerce altos grados de ingerencia política y aún militar, pero por otro lado, arrastran profundas crisis de carácter estructural e importantes procesos de lucha de clases.

Sin contar con los relativos márgenes de maniobra de que gozan las burguesías más fuertes, como las del MERCOSUR, desde Bolivia a Venezuela se expresan distintos procesos de crisis económica, social y política. El intento ultrarreaccionario de Uribe para “estabilizar” Colombia enfrenta crecientes contradicciones. La larga crisis política en Venezuela, atraviesa una nueva fase de aguda tensión con la disputa entre la oposición derechista y el chavismo en torno al “Referéndum revocatorio”.
Los países surandinos en particular aparecen como una “falla” convulsiva en el continente. 
En Ecuador el gobierno de Lucio Gutiérrez (que fue electo con el apoyo de casi toda la izquierda), tras haber girado profundamente a la derecha, pactando con el FMI y ali-neándose con Washington, enfrenta una creciente oposición de masas. 

En Perú un Toledo cada vez más debilitado e impopular enfrenta no sólo una severa crisis política sino crecientes expresiones de descontento social.

Bolivia es hoy no sólo un “eslabón débil” de la cadena semicolonial latinoamericana, sino -en este momento-, el foco más agudo de las tendencias a la revolución.

En Bolivia se da una combinación explosiva entre el carácter de rapiña de la expoliación imperialista, la profundidad de la crisis objetiva –económica, social y política- del capitalismo más débil y paupérrimo de Sudamérica, con el auge revolucionario de un movimiento de masas bolivianas de gran tradición combativa.

Bolivia y las perspectivas de la revolución latinoamericana

Desde un ángulo histórico, el proceso latinoamericano aparece caracterizado por la maduración con distinta intensidad y ritmo de “crisis nacionales” en las que, al calor del ascenso de masas, reemergen las tendencias a la revolución que lo caracterizaron durante la mayor parte del siglo pasado. Como señala Perry Anderson “América Latina, y esto es un hecho que a menudo se olvida, es la única área del mundo con una historia continua de trastornos revolucionarios y luchas políticas radicales desde hace un siglo”
.

A inicios del siglo XXI, que en una nueva fase histórica y tras dos décadas de ofensiva burguesa e imperialista estas tendencias comiencen a tomar cuerpo y renuevan las perspectivas de la revolución latinoamericana, lo cual arroja una luz más intensa sobre la dimensión internacional del nuevo proceso revolucionario iniciado en Bolivia.

En efecto, durante el siglo XX Bolivia fue uno de los países de la región en que más intensamente se expresó la revolución, con hitos como la insurrección de abril de 1952, el “trienio revolucionario” de 1969-71 o el ascenso de 1982-85,

Hoy, en los comienzos del siglo XXI, el Altiplano vuelve a ser un “laboratorio” concentrado de la lucha de clases y un “barómetro” que en cierto modo “anticipa” las perspectivas y  muchos de los problemas de la revolución  continental.

Desde este punto de vista, interesa destacar que los lazos orgánicos entre la revolución boliviana y la revolución latinoamericana se han fortalecido extraordinariamente tras dos décadas de penetración imperialista e internacionalización y “regionalización” de los flujos de capital, de la producción, de las actividades de las transnacionales, las migraciones, etc. Estos lazos estructurales, de carácter económico, social, estatal, etc., que hunden sus raíces en la historia común de los latinoamericanos, aproximan estrechamente a los distintos países de la región entre sí y los hacen aún más sensibles que en el pasado a los fenómenos de la lucha de clases en uno u otro de ellos.

No casualmente el imperialismo y las burguesías vecinas ven con temor el peligro de la profundización del proceso revolucionario boliviano, así como su posible “contagio” a los países andinos, e incluso el impacto que pudiera tener en Perú, Brasil o Argentina la “inestabilidad” boliviana a largo plazo.

Como una expresión de los vínculos e interdependencia, no es casual que al calor de la crisis boliviana estén reemergiendo antiguas tensiones con Chile en torno a la demanda de una salida al mar reactualizada por el gobierno de La Paz.

Los lazos de carácter objetivo, se combinan con lazos de carácter subjetivo, en la experiencia común de las masas latinoamericanas bajo la opresión imperialista, con los planes de privatizaciones y la ofensiva neoliberal de los 80 y 90, con los gobiernos y regímenes democrático burgueses  enfeuda-dos al imperialismo, y con el eco que los procesos de movilización y las experiencias políticas encuentran entre las masas y particularmente en la vanguardia.

De esta manera, el proceso de la revolución boliviana tiende lazos con el proceso iniciado en Argentina en las Jornadas revolucionarias de diciembre del 2001 (lo que es reforzado por la presencia en Argentina de una fuerte comunidad de inmigrantes bolivianos, que hace parte de la clase obrera argentina), con los convulsionados  países vecinos como Perú y Ecuador (con los que comparte la fuerte presencia indígena y campesina), etc.

El desarrollo de la revolución boliviana, está hoy más íntimamente entrelazado que nunca antes con el desarrollo de la revolución continental y no puede considerárselo al margen de la misma ni desde el punto de vista del análisis marxista, ni desde el punto de vista del programa y la política para combatir por su triunfo.


-II-

La crisis del capitalismo boliviano 

y el retorno de la revolución
La curva histórica del capitalismo boliviano está condicionada por el carácter extremadamente atrasado y raquítico, el parasitismo de la clase dominante y el carácter extraordinariamente depredador del predominio del capital extranjero. Sin haber resuelto los problemas más elementales del atraso y la dependencia respecto al sistema capitalista e imperialista mundial, muestra todos los rasgos seniles de la decadencia. Bolivia es una demostración palmaria de la imposibilidad histórica de un desarrollo por vía capitalista para los países atrasados.

La salida burguesa a la revolución del 52 implicó un proyecto de reformas nacionalistas para destrabar el desarrollo del capitalismo autóctono, incorporar a las masas del agro al mercado y utilizar el Estado como impulsor del desarrollo de una burguesía nacional “productiva”. Todo ello sin alterar las bases fundamentales de la subordinación al imperialismo. Naturalmente este esquema o patrón de acumulación mostró pronto sus estrechos límites y la imposibilidad de lograr una expansión consistente de las fuerzas productivas a través de reformas en el capitalismo semicolonial.

El agotamiento del patrón de acumulación pos 52, basado en las grandes empresas estatales como motores del crecimiento económico llevó a la “contrarreforma neoliberal”, tras la aguda crisis de inicios de los 80,  como un intento de destrabar los obstáculos a la acumulación capitalista en el país mediante un salto en la explotación de la fuerza de trabajo y la entrega de las palancas fundamentales y la dirección de la economía nacional al capital extranjero.

La aplicación de los planes “neoliberales” impulsados por el imperialismo significó importantes modificaciones en la estructura socioeconómica. Sin revertir las tendencias al estancamiento y decadencia históricas, la penetración del capital imperialista promovió un nuevo ciclo de desarrollo desigual y combinado de carácter extremadamente limitado y perverso.

Como producto de esta muy relativa y limitada “modernización”, se aceleró la urbanización del país y la concentración de la producción y el excedente en el “eje troncal” (La Paz, Cochabamba, Santa Cruz), consolidándose Santa Cruz como el polo capitalista más dinámico –agroindustrial e hidrocarburífero- mientras se acentuó la decadencia del Occidente, ligado a las viejas actividades mineras en retroceso o estancadas.

La liquidación de las empresas públicas y el conjunto de las políticas neoliberales llevó a una reconcentración y centralización inédita del capital en beneficio de una reducida capa burguesa, estrechamente asociada al capital extranjero, y fundamentalmente, de un grupo de transnacionales norteamericanas y europeas, fundamentalmente petroleras, que han venido a constituir el núcleo de una suerte de “nueva rosca” burguesa de enorme poder e influencia, cuya relación con el Estado es similar al viejo “superestado minero” de los barones del estaño prerrevolucionarios.

Al mismo tiempo la relativa dinamización de la economía nacional durante los 90 alimentó el crecimiento de una nueva clase media urbana en las ciudades del eje.

La clase obrera, tras la derrota histórica de 1985, se vio sujeta a una profunda reestructuración bajo la dictadura de los empresarios (que llegó incluso a la dispersión física de los mineros, vanguardia indiscutida y columna vertebral de la COB durante más de medio siglo) perdiendo la mayoría de las posiciones económico-sociales y políticas que había conquistado desde 1952, y siendo obligada a aceptar un salto regresivo en las condiciones de explotación.

La crisis agraria, particularmente de la pequeña economía campesina, se profundizó mientras adquirió un carácter explosivo la “crisis urbana”: la situación de las masas pobres de la ciudad, proletarias, semiproletarias, artesanos, capas medias bajas y muy bajas, llevando a extremos la polarización social y el desarrollo de los antagonismos de clase.

Este proceso económico-social, exacerbando los males históricos y las contradicciones estructurales del capitalismo boliviano, no podía más que conducir a una nueva crisis, a una agudización del “bloqueo” histórico, que se revelaría en la larga recesión económica desde 1999-2000, como se expresa en todos los índices económicos y sociales, el grado de dependencia de la “ayuda” imperialista, el insalvable déficit fiscal, la dramática pobreza rural y urbana, las penurias intolerables de las masas.

En esta nueva situación de bloqueo, las tendencias a la descomposición de las fuerzas productivas nacionales, empujan, por un lado, a la clase dominante a buscar una salida apostando a un nuevo salto en la sumisión al capital extranjero y al imperialismo, como muestra su estrategia de lograr un punto de apoyo para la recuperación económica mediante la entrega del gas y los acuerdos de libre comercio bajo el dictado norteamericano. Pero por otro lado, la “inviabilidad” de un desarrollo capitalista semicolonial en Bolivia pone en cuestión las relaciones con el imperialismo y entre todas las clases de la sociedad boliviana, poniendo en primer plano las tareas motoras de la revolución obrera y campesina y empujando a las masas a buscar una salida de fondo.

La crisis estatal

Una expresión aguda de la crisis son las tendencias a la descomposición del Estado. La debilidad histórica del Estado burgués y su pobreza material son uno de los rasgos peculiares de la formación social boliviana. El peso asfixiante de la dominación imperialista, el raquitismo parasitario de la burguesía nacional, las tensiones regionales (entre el Altiplano y el Oriente), el alto nivel de lucha de clases y de organización social de masas, junto a rasgos histórico-culturales como la tenaz resistencia de las formas sociales tradicionales en el campo, se combinan para dar a las bases del Estado burgués una extrema fragilidad. 

En la crisis estatal convergen:

· El despliegue de una crisis de carácter histórico, estructural, que a su vez se nutre de: a) el carácter particular del Estado burgués en Bolivia, tal como se formó históricamente sobre la base de la exclusión y opresión sistemática de las mayorías indígenas; b) las condiciones en que la clase dominante debió construir un nuevo tipo de Estado, tras la revolución de 1952, es decir, en relaciones de fuerza desfavorables que marcaron su fragilidad así como el espacio ocupado por las masas; y c) el fracaso del intento de consolidar un nuevo tipo de estado sobre la base de las contrarreformas neoliberales de las dos últimas décadas (un intento de estabilizar un modo de dominar la sociedad y el país que escapara a la “matriz del 52”). Todo ello determina la escasa “eficacia” del alcance estatal, al menos fuera de las áreas urbanas y sus inmediaciones.

· La crisis del régimen de dominio bajo formas democrático burguesas (forma que adoptó este nuevo tipo de Estado “neoliberal”) que la burguesía intentó consolidar después de 1985.

· Las tendencias centrífugas, alimentadas por la presión del capital extranjero y la alteración en la relación de fuerzas, el peso económico y el dinamismo de las distintas regiones del país, con el núcleo histórico –el Occidente- en decadencia, pero reteniendo el control del poder político y los asuntos del Estado desde La Paz;  y un núcleo burgués dinámico en las Tierras Bajas, con eje en Santa Cruz.

· La profundidad de los procesos sociales y de lucha de clases que cuestionan el actual ordenamiento estatal. La insurgencia campesina y de los pueblos originarios, aymara particularmente, golpean en la base de las instituciones estatales, deslegitimándolas, provocando la crisis de los niveles inferiores del Estado (como muchos municipios del Altiplano y Cochabamba) o incluso expulsando a instituciones como la policía y la justicia (como en la región de Achacachi).
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La crisis de la dominación burguesa
Desde inicios de los 80 y bajo formas democráticas, la burguesía boliviana logró el más largo ciclo de estabilidad y continuidad política de toda su historia republicana, más prolongado aún que la época de gobiernos liberales a principios de siglo XX. Este ciclo ha terminado y se ha abierto claramente un nuevo período de crisis orgánica de la dominación política de la burguesía, que está en el núcleo de las tendencias a la descomposición estatal.

Esta relativa estabilidad política se apoyó en el avance de la contrarreforma neoliberal y la afluencia de capital extranjero durante los 90, pero sobre todo, fue posible mientras duraron los efectos de la derrota infligida al proletariado en 1985-86.

Es al calor de estas condiciones excepcionales que la burguesía intentó  no sólo para relanzar la acumulación capitalista bajo moldes “neoliberales”, sino también reestructurar las relaciones entre las clases, consolidar su Estado y estabilizar un régimen de dominio burgués bajo formas democráticas.
Las formas de la dominación política burguesa en Bolivia durante las dos últimas décadas se asentaron en “la dominación, donde la sociedad política se adelanta a la sociedad civil y utiliza el bloque ideológico para neutralizar al resto de las clases, absteniéndose de todo compromiso con ellas.”
  La clave de la “democracia pactada” se apoyó en un sistema de partidos –MNR, ADN, MIR, UCS- firmemente disciplinados al programa “neoliberal” y en los “pactos de gobernabilidad”  en torno a un un Ejecutivo fuerte y el Parlamento como instancia de legitimación y negociación, mientras que las FF.AA., que ya no actuarían como “partido militar” (la “institución tutelar de la patria”) se ubicaban como un pilar fundamental del régimen institucionalizado. La ingerencia y “supervisión” imperialista de las políticas estatales a través de la Embajada yanqui, las agencias imperialistas como el FMI o la DEA y el papel de las ONGs apuntalaban el esquema de dominación.

Sin embargo, como continúa escribiendo Gramsci: “En este caso, la dominación de la clase fundamental es más difícil, puesto que no se apoya sobre una base social extensa sino sobre una coerción ‘inteligente’, exponiéndose así a la formación de una eventual coalición hostil”. Efectivamente, es un esquema de dominación frágil e inestable, pues la raquítica y parasitaria burguesía boliviana no ha logrado construir formas de hegemonía, de consenso social –limitado esencialmente a las reducidas clases medias urbanas- más que muy precariamente.

El muy relativo consenso o aceptación de la propuesta neoliberal a principios de los 90 se diluyó paulatinamente para ceder paso a una amplia deslegitimación del programa neoliberal, de las “capitalizaciones” y de la entrega de los recursos naturales al capital extranjero, al mismo tiempo que crecía el desprestigio de las instituciones y partidos políticos más identificados a ojos de la población con ese programa.

El curso divergente entre el sistema político –atado a los intereses de la fracción hegemónica estrechamente ligada al imperialismo, y el conjunto de la sociedad (incluso franjas burguesas) condujo a una creciente pérdida de legitimidad social, a la “fractura” entre “gobernantes y gobernados” (o entre “Estado y sociedad civil” como gustan decir los politólogos y las ONGs)  y a la pérdida de la “gobernabilidad”, en el que también e incluso, la paulatina disgregación de la unidad burguesa bajo el comando de la fracción más concentrada (el bloque del gran capital local, los intereses de las transnacionales y las “capitalizadas” y la banca) que predominara hasta ahora, todo ello bajo la presión de la crisis económica, el malestar social y la “pugna de camarillas” que traba la “gestión de los negocios comunes” por el gobierno de turno.

Desde mediados de los 90, los intentos de paliar esta “fractura” mediante nuevas reformas políticas dentro del espíritu neoliberal, tal como ensayó Sánchez de Losada en su primer gobierno a través de las leyes de Participación Popular, Municipal, etc., se mostraron impotentes para contener este proceso de deslegitimación.

El desmoronamiento de la “democracia pactada”

La definición de crisis orgánica implica que se trata de una crisis de largo plazo que involucra a la totalidad de la estructura estatal y las instituciones de dominio de la burguesía, a la unidad del bloque dominante y a sus bases sociales.

En este sentido, la caída del gonismo bajo el embate revolucionario de masas representa la crisis definitiva del régimen de la democracia pactada montado desde 1985-86.

Por una parte, la democracia burguesa en su forma actual ha sido rebasada en su capacidad de mediación por las explosiones de la lucha de clases y abiertamente cuestionada por la irrupción revolucionaria de las masas. Ya no puede contener duraderamente los antagonismos sociales, al menos sin consolidar una estrategia de reacción democrática que permita readecuar sus mecanismos a las nuevas relaciones de fuerza sociales y políticas.

Por otra parte, la clase dominante ya no puede seguir gobernando como hasta ahora, bajo las mismas formas y métodos y a través de los mismos partidos. Las contradicciones insuperables que se han revelado en la estructura ya no pueden ser duraderamente contenidas al interior del funcionamiento “normal” del sistema político por “las fuerzas políticas que actúan positivamente para la conservación y defensa” del orden.
 De hecho, la supervivencia del sistema político, con su parlamento, etc., después de octubre, expresa una contradicción insalvable que es fuente de nuevas crisis políticas.

La importancia de la crisis orgánica de la dominación política de la burguesía boliviana reside en que  “la sola opresión por grande que sea no siempre origina una situación revolucionaria en un país. En la mayoría de los casos para que estalle la revolución no basta con que los de abajo no quieran seguir viviendo como antes. Hace falta, además, que los de arriba no puedan seguir administrando y gobernando como antes.”
 Esta situación puede ser definida como una “crisis política nacional, una crisis que afecta los cimientos mismos del sistema estatal, y en modo alguno sólo partes de él”.
 En fin, “una crisis en la política de la clase dominante  que abre una hendidura por la que irrumpen el descontento y la indignación de las clases oprimidas” 
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El comienzo de un nuevo auge revolucionario
Una crisis orgánica es siempre, desde el punto de vista de las oportunidades que abre a los explotados, potencialmente una situación prerrevolucionaria o revolucionaria.  En la misma se expresan la tendencia a la escisión de la sociedad en campos enfrentados, y el proceso de diferenciación política de las clases explotadas y oprimidas.

Pero la “crisis nacional general” y la “crisis orgánica de la dominación burguesa” que pueden durar años y aún décadas, no conducen por sí solas a la revolución. La definición misma de crisis orgánica indica que la actividad de las clases dominadas aun no ha alcanzado el nivel suficiente para irrumpir en las “hendiduras” de manera decisiva y no ocupan todavía el centro de la escena a través de su acción independiente.

Por ello, lejos de toda percepción objetivista o catastrofista del marxismo, es necesario utilizar un método integrador, que incluya en la dinámica y desarrollo del proceso la importancia del factor subjetivo: el grado de maduración de la clase obrera y sus aliados para las tareas de la revolución.

En términos de Lenin: “... resulta indudable que la revolución es imposible si no se da una situación revolucionaria, pero no toda situación revolucionaria conduce a la revolución. ¿Cuáles son, en términos generales, los signos distintivos de una situación revolucionaria? Estamos seguros de no equivocarnos al señalar estos tres signos principales: 1) La imposibilidad para las clases dominantes de mantener su dominio en forma inmutable; tal o cual crisis en las “alturas”, una crisis de la política de la clase dominante, abre una grieta por la que irrumpen el descontento y la indignación de las clases oprimidas. Para que estalle la revolución, no basta con que “los de abajo no quieran vivir” como antes, sino que hace falta también que “los de arriba no puedan vivir” como hasta entonces; 2) Una agravación, superior a la habitual, de la miseria y las penurias de las clases oprimidas; 3) Una intensificación considerable, por las razones antes indicadas, de la actividad de las masas, que en tiempos “pacíficos” se dejan expoliar tranquilamente, pero que en épocas turbulentas son empujadas tanto por la situación de crisis como por las “alturas” mismas, a una acción históricamente independiente. Sin estos cambios objetivos, independientes no sólo de la voluntad de tales o cuales grupos y partidos, sino también de la voluntad de estas o aquellas clases, la revolución es, por regla general, imposible. El conjunto de estos cambios objetivos es precisamente lo que se llama situación revolucionaria... la revolución no surge de toda situación revolucionaria, sino sólo de una situación en la que a los cambios objetivos antes enumerados viene a sumarse un cambio subjetivo”. 
 Es evidente que las tres premisas que enumera Lenin están ampliamente desarrolladas en la realidad boliviana. 
Un elemento clave del actual proceso es que el ascenso se constituyó en un factor decisivo en el desarrollo de la situación. Desde el año 2000 las masas golpearon una y otra vez como un ariete en las brechas abiertas en la dominación política burguesa, hasta llevar al desmoronamiento del régimen de la “democracia pactada” y la quiebra del viejo sistema de partidos que durante casi dos décadas administró la ofensiva burguesa-imperialista “neoliberal”. 

La “intensificación considerable de la actividad de las masas” se ha elevado a “acciones históricamente independientes” como demostró magníficamente el levantamiento de Octubre.
La definición leninista de “acciones de masas históricamente independientes” registra la existencia de una desigualdad o mejor dicho, contradicción, entre el “contenido” de las acciones de masas, objetivamente revolucionarias, que cuestionan, enfrentan y comienzan incluso a demoler al conjunto del orden establecido, y la “forma” subjetiva atrasada de las mismas, es decir, que entrelaza prejuicios, ilusiones, con aspiraciones legítimas y elementos de conciencia superior en un todo aún confuso. Para superar esta desigualdad entre las acciones y la conciencia, hace falta dar pasos decisivos en la maduración de ese “cambio subjetivo” al que tanto Lenin como Trotsky atribuyen importancia decisiva en el desarrollo y triunfo de la revolución. 

Primeras fases de “cambio subjetivo”

Después de Octubre, es claro que Bolivia experimenta un profundo auge de masas, no sólo comparable a los ascensos más agudos que vivió el país durante el siglo XX, sino posiblemente superior a lo que éstos dieron en sus inicios.

La dinámica de este nuevo ascenso está determinada, desde el punto de vista objetivo, por el acicate que para la actividad de masas significan la decadencia del país y la agudización de las tareas democrático-estructurales bajo el asfixiante dominio imperialista, y desde el punto de vista subjetivo, por la tendencia a retomar las mejores tradiciones de lucha de masas que caracterizaron durante la mayor parte del siglo XX a Bolivia, dando los pasos iniciales en la recomposición de una subjetividad obrera y campesina tendiente a la revolución.

En este sentido, deben señalarse los avances en la subjetividad general de las masas, al menos en sus capas más avanzadas, a partir del enorme despliegue de espontaneidad  y energía en la movilización, la experiencia de lucha acumulada en los últimos años y el paso a métodos de acción cada vez más radicalizados, incluida la insurrección; la tendencia a la alianza obrera, campesina, indígena y popular y el carácter político que toman rápidamente las luchas, el fortalecimiento organizativo del movimiento de masas (que para la COB es ante todo una recuperación de fuerzas en el plano político).

El avance en la conciencia es visible particularmente en progresivos aspectos democrático-estructurales y nacionales: alto grado de rechazo a las políticas neoliberales y creciente sentimiento antiimperialista (sintetizado en la defensa del gas y los recursos naturales), el despertar nacional del movimiento aymara y de los pueblos originarios, demandas agrarias (lucha por la tierra), y creciente sentimiento democrático en la experiencia con la “democracia pactada” (desprestigio del Parlamento y las instituciones del régimen y por abrir paso a las legítimas aspiraciones democráticas de las masas).

La amplitud y profundidad del ascenso y la crisis del capitalismo y el Estado bolivianos hacen que sea más difícil que frente a ascensos anteriores la tarea de los reformistas y la burocracia sindical de contener –al menos a largo plazo- estas legítimas demandas democráticas en los marcos del reformismo, el populismo y el indigenismo. Por el contrario, después de largos años de reacción ideológica
 se crea un terreno más favorable para el desarrollo en dinámica revolucionaria de los métodos de lucha, la organización y la conciencia, para que el movimiento obrero pueda convertirse efectivamente en vanguardia y caudillo de la nación oprimida, para que en la conciencia de la vanguardia se abra paso la perspectiva de una salida revolucionaria para reconstruir sobre nuevas bases la sociedad, y se cree un terreno más favorable para avanzar hacia la construcción de una nueva dirección obrera revolucionaria.

“Con la rebelión en las venas”

El nuevo ciclo ascendente de la lucha de clases se ha gestado en más de quince años de resistencia en las más difíciles condiciones frente a la ofensiva burguesa-imperialista. En este tumultuoso proceso se combinan un combativo movimiento campesino, el despertar nacional aymara y de otros pueblos originarios, la creciente recuperación de un movimiento obrero dueño de grandes tradiciones de lucha.

Esto, en una dinámica que avanza paulatinamente de la resistencia de los “movimientos sociales” más o menos aislados a la unificación de las clases en acción; del campo como principal escenario de lucha a la ciudad como epicentro de la lucha de masas (sin que el campo deje de ser parte activa de la lucha); del “adiós al proletariado” que entonó en años pasados la mayor parte de la izquierda al retorno de la clase obrera como un sujeto de lucha diferenciado, con sus propios métodos y recuperando sus tradiciones combativas.

Después de la profunda derrota de 1985-86, que llegó a la dispersión física de los sectores fundamentales del proletariado: mineros y fabriles, masivamente “relocalizados”, se pasó por una larga fase de retroceso y duras batallas de resistencia (cocaleros, magisterio, campesinos, luchas contra la primer reforma educativa, etc.). Desde mediados de los 90 se hace evidente el proceso de recuperación del movimiento de masas, con varios episodios de dramática intensidad como la dura lucha de los cocaleros, las huelgas del magisterio o la resistencia armada protagonizados por los mineros y campesinos de Amayapampa y Capacirca a fines de 1996.
La “guerra del agua” en abril del 2000 en Cochabamba, una semiinsurrección espontánea que tuvo en la Coordinadora del Agua y los masivos cabildos abiertos las expresiones más avanzadas de la tendencia a la autoorganización de las masas, fue un hito que marcó por un lado el salto de la recuperación a un nuevo auge de masas, y por otro, señaló la apertura de una situación prerrevolucionaria en el país, marcando un vuelco de la relación de fuerzas a favor de las masas, evidenciado también en el impacto de los bloqueos en el Altiplano de septiembre del mismo año.

El desvío electoral del 2002 aunque amortiguó temporalmente esta tendencia de las masas, no pudo cerrarla y finalmente, con las conmociones de Febrero, y fundamentalmente de Octubre del 2003, el ascenso ingresa en una etapa superior. 
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Octubre
El gobierno emergente de las elecciones del 2002, encabezado por Sánchez de Losada, con Carlos Mesa como “vice” y basado en la alianza entre el MNR y el MIR, si bien era un confiable agente del gran capital y el imperialismo, iba a “contra ruta” de la situación que se había abierto en el 2000, después de la “guerra del agua”.

El “gonismo”, como representación política, expresaba a la fracción burguesa hegemónica estrechamente ligada al capital financiero internacional (un bloque del gran capital local, los bancos y los intereses de las “capitalizadas” y las petroleras) era un gobierno débil por su origen (22% de los votos) y su base social limitada a los sectores más acomodados. Enfrentado a la tarea de profundizar el plan “neoliberal” y la entrega al imperialismo en medio de una profunda recesión económica, perdiendo consenso entre la clase dominante, en medio del deterioro del viejo sistema de partidos, el gobierno quedó en un impasse del que trataría de salir inclinándose por un rumbo cada vez más bonapartista y represivo, que llevaba inevitablemente a una colisión con las masas, como tempranamente anticiparon los bloqueos y movilizaciones de Enero.

Febrero

Las Jornadas de Febrero hicieron emerger dramáticamente la crisis estatal y las grietas en la en el régimen de dominio burgués que el proceso electoral del 2002 había velado. El anuncio de un nuevo impuesto a los salarios que afectaba a las clases medias y los trabajadores mejor pagos, desencadenó las Jornadas del 12 y 13. El elemento más espectacular fue el amotinamiento policial y los choques armados entre policías y militares en torno a la Plaza Murillo, con varias bajas de ambos lados. En La Paz fundamentalmente y aprovechando la parálisis de las fuerzas represivas enfrentadas entre sí, miles de personas se reunieron espontáneamente y comenzaron a atacar algunos edificios públicos y las sedes de los partidos neoliberales. Hacia la noche del 12, comenzaron a extenderse los saqueos a comercios e industrias en El Alto y zonas comerciales de La Paz. 

La rápida anulación del anunciado “impuestazo” evitó que masas más amplias se volcaran a la acción y el paro y concentración del día 13 fueron utilizados por las direcciones (MAS, COB, MIP) para descomprimir y cerrar el proceso de movilización, cerrando la posibilidad de que las masas se colaran por las brechas abiertas en las instituciones del Estado.

El impacto nacional fue enorme y reabrió la situación prerrevolucionaria. En las Jornadas de febrero se combinaron una aguda crisis estatal, expresada en la rebelión policial y el enfrentamiento entre policías y militares, con la tendencia a que irrumpieran las masas, aunque ésta no alcanzó a desarrollarse. El gobierno sufrió un golpe mortal del que no alcanzaría a reponerse pese a la tregua de hecho concedida en los meses siguientes por las principales direcciones que, como el MAS, reafirmaron su “compromiso con la democracia”. 

De febrero a octubre

Durante los meses siguientes, las masas no pudieron aprovechar las favorables condiciones debido a esa política de conciliación de las direcciones. Sin embargo, numerosa luchas por reivindicaciones sectoriales se abrieron paso (rentistas, maestros, etc.) y se mantuvo la alta polarización social y política dejada por las jornadas de febrero, sin que prosperaran los distintos intentos de “pacto social” alentados por la Iglesia y la Asamblea Permanente de Derechos Humanos.

Al mismo tiempo, el proceso de recomposición del movimiento obrero dio un nuevo paso adelante, con la caída de viejas direcciones sindicales muy desprestigiadas, como en la FSTMB y finalmente en la COB, surgiendo Solares como nueva figura al frente de la misma. Al mismo tiempo, el MIP, visto como “conciliador” con el Gobierno, terminaría fracturándose y la CSUTCB se dividiría, con el liderazgo del “Mallku” Quispe cuestionado por varias centrales departamentales influidas por el MAS. 

A principios de agosto el gobierno, que necesitaba desesperadamente salir del impasse, logró ampliar su coalición incorporando a la hasta entonces opositora NFR. Creyó llegado el momento de retomar la ofensiva, relanzando sus planes económicos, particularmente la exportación de gas en manos de las transnacionales a través de un puerto chileno, y de afirmarse en un proyecto cada vez más bonapartista (simbolizado por el retorno de Sánchez Berzaín, que había caído en Febrero, al gabinete). 

Pero en medio de las severas dificultades económicas y ante una relación de fuerzas completamente desfavorable, sin cerrarse la crisis política, y con la cuestión del gas convirtiéndose en una causa nacional altamente sensible, significaba una declaración de guerra a las masas que éstas comprendieron así. Los elementos de Octubre, más que maduros, comenzaban combinarse en el escenario político boliviano.
El levantamiento

La nueva prueba de fuerzas planteada entre el gobierno y las masas, detonada con la brutal represión en Warisata del 20 de septiembre, culminó, tras semanas de crecientes movilizaciones, en un levantamiento general, con epicentro en La Paz y con la insurrección alteña como foco más avanzado, derribando a un gobierno elegido un año antes y considerado por la clase dominante y el imperialismo como su carta más confiable.  

En el artículo siguiente examinamos en detalle este gran acontecimiento. Pero es importante señalar aquí los alcances y límites del levantamiento insurreccional.

El régimen y el conjunto del andamiaje estatal sufrieron un duro golpe ante el empuje de la insurgencia de las masas obreras, campesinas, indígenas y populares. El episodio de guerra civil entre el pueblo sublevado y las fuerzas estatales se zanjó con el retroceso de éstas en medio de una crisis revolucionaria de proporciones. La huida de Sánchez de Losada y sus ministros, fue experimentada como un importante triunfo por los sectores movilizados. Octubre abrió un nuevo proceso revolucionario.

Sin embargo, Octubre abrió el proceso de la revolución boliviana, pero no la revolución misma (como la revolución de abril de 1952) pues el movimiento de masas, a pesar de sus logros simbolizados en la huida de Goni y sus ministros, no logró derribar el régimen, desarticular a sus fuerzas armadas ni abrir una fase de dualidad de poderes y lucha directa por el poder.
La clase dominante sufrió una enorme conmoción, pero recuperó la iniciativa política a través del recambio con Mesa (en ello cabe una enorme responsabilidad política a la dirección de la COB, el MAS y el MIP, que se negaron a preparar organizativa y políticamente esta perspectiva y se sumaron a la salida política constitucional de la burguesía). 

Quedó abierta así una “paradoja” o contradicción, entre el vuelco revolucionario de la relación de fuerzas en el país y la supervivencia de la vieja superestructura política, con el Parlamento elegido en el 2002 y dominado por los aliados del odiado gonismo, con las instituciones del régimen de la “democracia pactada”, etc. Esta situación deja planteada la posibilidad de nuevas conmociones revolucionarias para comenzar a completar la “limpieza” en el campo político que Octubre no pudo terminar. Pero al mismo tiempo, concede a la burguesía un cierto margen de maniobra que ésta tratará de aprovechar para ganar tiempo, desviar, abortar o derrotar a las masas en movimiento recurriendo a toda su astucia y experiencia contrarrevolucionaria con ayuda del imperialismo y las “democracias” latinoamericanas. 
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El gobierno Mesa 

y la reacción “democrática”
La asunción de Carlos Mesa el 17 de octubre cierra la breve pero intensa fase de crisis revolucionaria y abre un nuevo período donde la preocupación política central de la clase dominante es impedir un ulterior  desarrollo revolucionario y recomponer algún grado de estabilidad política.

Esta es la tarea central que asume el nuevo presidente, delineando un plan de reacción democrática basado en algunas propuestas de reformas políticas parciales para alimentar ilusiones en las masas, como el próximo referéndum sobre el tema del gas (preparado para hacer “digerible” la exportación de gas en manos de las transnacionales), la promesa de una nueva Ley de Hidrocarburos y una Asamblea Constituyente completamente condicionada probablemente en el 2005, viabilizada por la Ley que incorpora este mecanismo a la actual Constitución.

Otro aspecto importante es la política de “reivindicación marítima” lanzada por Mesa buscando una negociación con Chile para obtener una “salida soberana al mar”, con el doble objetivo por un lado de crear un cierto clima de “unidad nacional” que le de base a sus planes, y por otro, esperando que un gesto de buena voluntad del gobierno chileno permitiera hacer más aceptables los planes de exportación del gas en manos de las transnacionales a través de puertos chilenos. (política que hasta ahora viene fracasando).

El nuevo gobierno puede ser definido como el “ala moderada” o “conciliadora” del bloque conservador, y como tal, es un gobierno continuista, proimperialista y defensor de los intereses de los latifundistas y las transnacionales, aunque no sea su representación política directa, en el sentido que lo era Goni). Más bien, tiene un carácter pequeñoburgués “ilustrado” (integrado por intelectuales y profesionales ligados a las ONG’s, de origen centroizquierdista y reformista algunos de ellos, y que vienen de haberse sumado por distintas vías a los programas “neoliberales” de los últimos años.

El conjunto de la clase dominante y el imperialismo así como los gobiernos vecinos  sostienen a Mesa, aun cuando desconfían o cuestionan aspectos importantes de sus planes económicos y políticos, presionándolo para girar cada vez más a la derecha hasta reducir al mínimo sus márgenes de maniobra “democráticos”.

Por otra parte, Mesa se apoya en las capas medias urbanas, que lo consideran casi como “uno de los suyos” y que  juegan en la nueva fase un rol conservador, bajo las ilusiones de mantener “la paz” y la estabilidad “democráticas”, todo lo cual le ha permitido mantener hasta ahora elevados índices de aceptación y popularidad en las encuestas.

Sin embargo, por su origen, por sus limitados recursos políticos, y ante todo por la enorme crisis económica, social y política que debe encarar, es un gobierno extremadamente débil, que difícilmente pueda asentarse hasta el 2007 (como es su intención) y que muy posiblemente vaya agotándose de crisis en crisis y entre zigzags a la derecha y a la centroizquierda, sin poder conciliar las enormes fuerzas sociales desatadas en Octubre –de hecho está atravesando la primer crisis importante de su mandato, que señala el fin de la “luna de miel” de que disfrutó los primeros meses-.

La tregua y el papel de las direcciones

Para llevar adelante sus planes, el gobierno cuenta a su favor con la tregua social y política que desde el 17 de octubre le concedieron las direcciones mayoritarias del movimiento de masas.

En efecto, el punto de apoyo fundamental del cual el gobierno obtiene un respiro y cierto “aire”, es la tregua social y política que le han otorgado la mayoría de las direcciones del movimiento de masas, comenzando por el MAS, pero continuando con Felipe Quispe y el MIP e incluso Solares, pese a su discurso más “rojo”, no ha roto todavía la tregua y apuesta al diálogo y a la búsqueda de un “pacto social” con el gobierno. Todos ellos defienden variantes de colaboración de clases con sectores de la burguesía “democrática” o “patriótica”.

El MAS, comprometido hasta la médula en la defensa de la democracia burguesa se ha integrado cada vez más profundamente al régimen, y se ubica como “pata izquierda” a través de sus posiciones en el Parlamento, otorgando un apoyo decisivo a Carlos Mesa, poniendo a su disposición ministros como Seoane o Donato Ayma en Educación, y buscando sostener la tregua por todos los medios, mientras trata de “lulizarse”, esto es, mostrarse lo más moderado posible para convencer a la burguesía de  que puede gobernar. El MAS busca ganar las próximas municipales (a fin de este año) concertando alianzas con figurones de clase media y suavizando lo más posible cualquier perfil “combativo”.

La política del “Mallku” Felipe Quispe y del MIP (que ha perdido peso y se ha fracturado desde antes de octubre) a pesar de sus discursos ocasionalmente más belicosos se ha mantenido en los marcos de una política de presión sobre el gobierno.

También sostuvo la tregua la dirección de la COB, aunque manteniendo una ubicación más crítica y un discurso más combativo y desplazándose paulatinamente hacia la oposición, impulsando un curso de movilizaciones de protesta, para ubicarse como cabeza de la “oposición sindical y social”. Este giro de la COB (aun en el marco de una estrategia de presionar al gobierno para imponer algunas reformas, y no desde una política de independencia política de clase) es una de las muestras de que la verdadera oposición al gobierno radica en los sectores avanzados del movimiento obrero y de masas.

El desgaste de la tregua y la polarización social y política

La “tregua” con que contó Mesa durante el primer medio año de gobierno y su línea de reacción democrática –que por otra parte no consigue consolidarse todavía-, no han logrado frenar las tendencias profundas a la polarización social y política. 

El intento de reagrupar un “centro” burgués en torno a Mesa y su plan, basado, por una parte, en un acuerdo con el MIR y sectores del MNR, así como en el apoyo de algunos alcaldes como Del Granado, de la ciudad de La Paz y Paredes, de El Alto, y por otra, en el MAS como “pata izquierda”, cuenta con una cierta base social en las capas medias pero aparece cuestionado por el impasse de los planes económicos y políticos del gobierno y por la profundidad de la polarización social y política.

Ésta se expresa por derecha en el bloque de la oposición empresarial con eje en Santa Cruz, los “comités cívicos”, las cúpulas parlamentarias y fracciones del aparato estatal, un ala burguesa enemiga de hacer la menor concesión a las masas, ni siquiera en el plano formal, pues teme con razón que cualquier paso atrás exponga las posiciones económicas y políticas que logró en dos décadas de aplicación de los planes neoliberales. Estos sectores, aunque sostengan a Mesa a falta de otra alternativa viable, buscan recomponer las filas de un bloque conservador o “partido del orden” y se preparan para recuperar terreno.

Por izquierda, la polarización se expresa en los sectores avanzados del movimiento obrero y popular que comienzan a impacientarse, buscando ejercer mayor presión incluso con medidas activas, lo cual puede acelerar la experiencia con los discursos y promesas vacías de Mesa.

¿Hacia una nueva crisis?

El país sigue en un cuadro de profunda inestabilidad y fluidez de todos los elementos de la situación económica, social y política. El gobierno Mesa ha entrado en una pendiente descendente y la tregua y los intentos de poner en marcha un “pacto social” crujen bajo el peso de las enormes tensiones de la crisis nacional. 

Bajo la delgada superficie de una tregua cada vez más desgastada y cuestionada, late la fuerza y la impaciencia del movimiento obrero y popular, mientras que el gobierno Mesa trata de prolongar el respiro y ganar base social para ir revirtiendo paso a paso su extrema debilidad. Se transita así por una coyuntura altamente inestable. Aún cuando el Gobierno supere la actual crisis política, nada excluye que a corto o mediano plazo tropiece con nuevos obstáculos que vuelvan a reabrir una crisis revolucionaria.

Por ejemplo, nuevas conmociones podrían ser detonadas por un crack financiero derivado de la imposibilidad de aplicar un plan coherente para enfrentar la virtual bancarrota fiscal; de una nueva crisis política (con el Parlamento, por ejemplo), de un intento bonapartista (desde fuera o desde adentro del gobierno) por fuera de la relación de fuerzas, o por el impacto de una nueva ofensiva de masas. 

En general, y muy esquemáticamente, podríamos plantear tres hipótesis de desarrollo a corto y mediano plazo:

a) Avance del plan de reacción democrática. Lo cual, especialmente si se combina con una mejoría de la situación económica (alentada por el alza de los ingresos por exportaciones y la subida de los precios internacionales del petróleo, los minerales y otros), podría sostener por más tiempo la tregua social y política, dar un mayor respiro al gobierno y alargar los tiempos del proceso, lo cual no excluye por supuesto, importantes oleadas de luchas ni un mayor desarrollo de sectores de vanguardia. Sin embargo, parece poco probable que el gobierno pueda asentar duraderamente esta política y reabsorber o contener el proceso. Su programa económico y político no puede conformar ni conciliar duraderamente las fuerzas sociales que han entrado en escena.

b) Ofensiva contrarrevolucionaria para imponer una solución conservadora. Sea a través del propio gobierno de Mesa, sea por un reagrupamiento de las fuerzas políticas conservadoras, o incluso una intentona militar si el gobierno se muestra impotente para controlar la situación. Para nada puede descartarse que este fuera el detonante de una nueva respuesta revolucionaria de masas (cuyas fuerzas están intactas), sin excluir la posibilidad de nuevos estallidos de guerra civil (incluso sobre base territorial, con la reacción concentrándose en Santa Cruz, si ninguno de los dos contendientes se impusiera claramente en una prueba de fuerzas así).

c) Nueva ofensiva revolucionaria de masas. Esta perspectiva podría tomar fuerza si el Gobierno Mesa lanza un ataque a las masas en su conjunto, si no logra asentar su plan de reacción democrática, o bien, como producto de que una nueva oleada del ascenso se eleve al plano político del enfrentamiento abierto con el gobierno y obligue a los dirigentes que hoy sostienen la tregua a ir más allá de lo que quisieran. (Hay en la actual coyuntura elementos que abonan esta posibilidad).
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¿Adónde va Bolivia?
Parece poco probable que la burguesía y el imperialismo logren una “contención” o estabilización duradera. El proceso revolucionario se apoya en una extraordinaria madurez de las condiciones objetivas, y están en movimiento masas que ha protagonizado grandes acciones históricamente independientes. La tradición nacional nos muestra impetuosos ascensos que en corto tiempo se elevan a enfrentamientos abiertos entre revolución y contrarrevolución.

Por debajo de la política de recomposición del régimen bajo la democracia burguesa y de los intentos de conciliación entre las fuerzas sociales enfrentadas, la polarización social y política sigue avanzando y las contradicciones que estallaron en Octubre tienden a reemerger. 

Las tendencias a enfrentamientos superiores entre la revolución y la contrarrevolución laten bajo la delgada superficie de la democracia burguesa. En el horizonte político boliviano se dibuja las tendencias al frente popular, como obstáculo para el desarrollo revolucionario del proceso, pero también  los elementos embrionarios de la contrarrevolución bonapartista y fascista así como los del “partido de la revolución” en las capas avanzadas.

El carácter social del proceso abierto en octubre es el de una revolución obrera y campesina que choca contra las bases mismas del capitalismo semicolonial y la dominación imperialista. Por supuesto, el desarrollo del proceso no será lineal y aún puede abortarse o ser derrotado. Dependerá en todo caso de la lucha viva de las clases enfrentadas. Pero las masas buscan una salida de fondo a la intolerable situación y a los problemas nacionales. En la crisis nacional, las demandas democráticas estructurales actúan como motores de la movilización de amplias masas: el problema del gas y de los recursos naturales (síntesis de la opresión por el capital extranjero y de la memoria histórica de las masas bolivianas con el saqueo secular que ha sufrido el país), la crisis agraria y la cuestión de la tierra, el peso de la humillante dominación imperialista, la intolerable opresión y racismo hacia los  pueblos indígenas, las aspiraciones democráticas populares, que no pueden encontrar solución en los marcos del capitalismo y la sumisión al imperialismo. Por ello, la dinámica político social abre la perspectiva de la revolución y de la toma del poder por obreros y campesinos.

El período de preparación revolucionaria

Para triunfar en esta perspectiva, el problema clave de la revolución boliviana es la maduración plena de ese “cambio subjetivo”, prerrequisito de toda revolución. Como mostraron los logros de las masas en octubre, este camino ya ha comenzado a ser transitado, sobre todo en los métodos de lucha, en la tendencia a la alianza entre los explotados y oprimidos, en el grado creciente conciencia antiimperialista, etc. Sin embargo, esto no se logra automáticamente ni de un solo golpe. Precisamente en la nueva etapa pasarán cada vez más a primer plano todos los problemas de la preparación subjetiva del proletariado y de su capacidad de acaudillar las masas oprimidas y quebrar las trampas de la reacción burguesa y del reformismo.

No es suficiente por sí misma la madurez de las condiciones objetivas, pero es sólo en las grandes convulsiones revolucionarias, al quedar “al desnudo la necesidad aguda, profunda e impostergable de efectuar un cambio en la estructura social” cuando el factor subjetivo puede revolucionarse y ponerse a tono con las necesidades históricas. “Es necesario que esta clase –y aquí pasamos a las precondiciones subjetivas- posea una clara comprensión de la situación y que conscientemente desee el cambio,” 
 que alcance plena independencia política respecto del orden existente (lo que se materializa en órganos de poder de tipo soviético, hegemonía obrera en la alianza de los oprimidos y explotados y un partido revolucionario con influencia de masas). 

Es por ello que el actual período debe ser comprendido como un período de preparación revolucionaria, a través de la lucha de clases en sus formas más elevadas –incluyendo la guerra civil- durante las fases y subetapas que precedan a los combates decisivos entre revolución y contrarrevolución, el período de la preparación subjetiva de la clase obrera y sus aliados para las tareas de la toma del poder y la construcción del socialismo. 

Los ritmos del proceso

En el desarrollo y ritmos del proceso pesarán indudablemente las desigualdades y carencias que se evidenciaron en Octubre: de organización, programa, y fundamentalmente, el relativo retraso en la participación del proletariado y la ausencia de una alternativa de dirección obrera revolucionaria. La desigualdad entre la madurez de las condiciones objetivamente revolucionarias y la inmadurez relativa del factor subjetivo, abre un cierto margen de maniobra para las maniobras de la burguesía y de sus agentes reformistas y populistas, cierto que un margen mucho más estrecho y acotado que, por ejemplo, el que pudo utilizar la burguesía argentina para contener y amortiguar el proceso después del 2001.

Por ello, es muy posible que el proceso de la revolución boliviana deba pasar por una fase de experiencias con las trampas de la reacción democrática –referéndum, Asamblea Constituyente pactada, etc.- así como de colaboración de clases, como el frente popular vía electoral que se prepara en torno al MAS (o con frentes populares a “la ecuatoriana” por fuera de la democracia burguesa).

Efectivamente, como “dique de contención” a  la evolución a izquierda de las masas se están conformando los elementos de un ala reformista, a través de los representantes políticos de izquierda de la burguesía, con uniforme, sotana o corbata, como el Mayor Vargas y otros, que se preparan a jugar el papel de “sombra política” de la burguesía en los proyectos frentepopulistas de colaboración de clases.
Pero si bien, la clase dominante y a los reformistas cuentan con ciertos márgenes de maniobra para enfrentar el ascenso revolucionario, la  nueva etapa, sobre la base de la nueva relación de fuerzas que las mismas acciones de masas han creado y pese a todas sus contradicciones, constituye el único terreno en el cual puede ser resuelta históricamente el problema de la constitución de una subjetividad revolucionaria y de su elemento clave, crucial: la construcción de un partido revolucionario. 

Una analogía histórica

Es posible que por las razones expuestas el nuevo proceso de la revolución boliviana se parezca al que desembocó en el 52, en un dramático duelo entre la revolución y la contrarrevolución que se arrastró, por así decirlo, por varios años de dramáticos enfrentamientos y estallidos de guerra civil donde se fue forjando las condiciones y los sujetos de la insurrección de abril
.
Es interesante constatar que sobre este otro momento histórico, que guarda varias analogías con la fase presente, un pensador como Zavaleta Mercado podía escribir: “El carácter de tal fenómeno, la crisis nacional general o situación revolucionaria, exige la caducidad de la capacidad de dominación por parte de la clase a la que sirve el Estado y a la vez cierta incapacidad coetánea por parte de los oprimidos en cuanto a la construcción de su propio poder, incapacidad siquiera momentánea”

En ese momento, el detonante de la crisis final del viejo régimen de la oligarquía fue la combinación entre el impacto sobre el país de “la gran depresión” y la derrota en la Guerra del Chaco, abriendo paso a un proceso caracterizado por la formación de un nuevo movimiento obrero en la escuela de la lucha de clases más rica y explosiva, en la escuela de la guerra civil.

La huelga general que en 1936 derribó a Tejada Zorzano muestra que muy pronto las masas comenzaron a pugnar, con su intervención directa, por resolver esa contradicción entre las condiciones objetivamente revolucionarias y la “construcción de su propio poder”. La dramática historia del período que culmina en el 52 es, desde este punto de vista, la historia de cómo, a través de la experiencia con gobiernos militares nacionalistas (Toro, Busch, Villarroel), regímenes represivos “rosqueros”, explosiones de guerra civil (como las masacres mineras, la caída de Villarroel en 1946, la insurrección de Potosí de 1947, la guerra civil de 1949, el levantamiento de Villa Victoria de 1950, etc.) tumultuosos procesos de organización sindical y política (como la formación de la FSTMB, la adopción de la Tesis de Pulacayo en 1946, etc). Es al calor de estos dramáticos acontecimientos que se forjaron nuevas ideologías y partidos que pugnaban por dirigir el proceso de masas (MNR, PIR, POR). 

Es sólo por estas vías que el joven proletariado boliviano y en particular los mineros, fueron avanzando, forjándose en la marcha hacia la revolución del 52, aunque finalmente, y por razones que no podemos examinar aquí, los obreros que habían derrotado a la rosca y a su ejército, que ejercían un doble poder a través de la COB, los sindicatos y las milicias –por un período fueron el único poder armado en el país-, carecieron de una dirección revolucionaria en el momento decisivo, el poder quedó en manos del MNR y el estado burgués fue reconstruido. 

Hoy, en otras condiciones históricas, enfrentando nuevos problemas, será a través de grandes embates de masas y nuevas crisis políticas, aprendiendo a enfrentar las trampas “democráticas” y templándose en los choques de guerra civil, como el movimiento obrero y de masas tendrá planteado el desafío y la posibilidad de completar su “preparación subjetiva” para las tareas de la revolución. Por otra parte, no se trata de un fenómeno encerrado en los marcos nacionales. La dinámica de la lucha de clases mundial y latinoamericana, procesos de radicalización en la juventud, la intelectualidad y los trabajadores de los países imperialistas, triunfos revolucionarios en otros países, etc. pueden facilitar y acelerar la evolución política en Bolivia.
Ubicarse en esta perspectiva de preparación revolucionaria es entonces fundamental para comprender mejor los problemas que enfrenta el proletariado y las tareas que deben encarar los marxistas en la lucha por sentar las bases de un partido revolucionario de los trabajadores que se postule a dirigir a las masas hacia la toma del poder.

Octubre como “ensayo revolucionario”
 Por Eduardo Molina
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De las protestas a la huelga general  

y la insurrección
Desde los primeros días de agosto el intento del gobierno de Sánchez de Losada de avanzar pese a la desfavorable relación de fuerzas en que había quedado desde Febrero planteó una nueva prueba de fuerzas con las masas. La nueva ofensiva bonapartista, proimperialista, y fuertemente represiva hacia las movilizaciones de masas, tensiona al extremo la polarización social y política del país y es percibida por el movimiento de masas como una verdadera “declaración de guerra”. La insistencia en imponer la venta del gas en manos de las transnacionales y en condiciones leoninas, toca puntos muy sensibles en la conciencia popular (defensa de los recursos naturales contra el saqueo del capital extranjero). Que esta exportación sea por puertos chilenos agregará un componente irritativo para sectores nacionalistas. El camino hacia la “guerra del gas” quedaba abierto.
El proceso que conduce al levantamiento de octubre se inicia con la convergencia de dos fenómenos: 

El primero, las manifestaciones urbanas de carácter obrero y popular para oponerse a la política de venta del gas del gobierno. Impulsadas por el MAS, los sindicatos y la COB, las manifestaciones del 19 de septiembre reunieron en La Paz y a nivel nacional a decenas de miles, paralizando a esta ciudad, Cochabamba, Oruro y Potosí. Varios sectores, como el magisterio y los transportistas realizaron paros pese al amenazante dispositivo represivo desplegado por el gobierno. La represión policial contra activistas se hizo sentir en la Paz en medio de una tensa atmósfera política.

El segundo, es un nuevo proceso de movilización campesina en el Altiplano norte (en julio habían fracasado los llamados a bloqueo de caminos del Mallku). Desde principios de septiembre se habían iniciado bloqueos focalizados en Omasuyos, Los Andes y otras provincias paceñas, que combinaban reivindicaciones campesinas sectoriales, con el rechazo aymara a la opresión estatal (simbolizada en el caso del dirigente Wilmer Wampo
); y también demandas de carácter nacional y antiimperialista como la oposición a la venta del gas. Además, Felipe Quispe y numerosos dirigentes campesino habían instalado una huelga de hambre en una iglesia de El Alto.

La oposición a la venta del gas y la lucha contra la represión estatal, junto a una multitud de demandas sectoriales y el odio común al gobierno, serán los ejes unificadores iniciales del movimiento que las direcciones, particularmente el MAS se planteaban como una “guerra por el gas” de presión sobre el gobierno (y no para desplazar a Goni).

El 20 de septiembre, el gobierno lanza un operativo policial y militar, con apoyo aéreo, sobre Sorata, para traer a La Paz a cientos de turistas sitiados en esa localidad por el bloqueo de los campesinos de la región (área de influencia de Achacachi, centro del pujante movimiento aymara). 

El regreso de la columna termina con fuertes enfrentamientos con los comunarios en Warisata, Ilabaya y otros puntos de la zona. El ejército y utiliza gases y munición de guerra. Los campesinos responden a la represión con piedras y las pocas y viejas armas de fuego de que disponen, trabándose desiguales combates que concluyen con una masacre. El saldo es de al menos 6 muertos –entre ellos un soldado- y más de 20 heridos.
 Entre tanto, en Sorata tras la retirada de los uniformados, los campesinos entran al pueblo y destruyen las oficinas de la Alcaldía, la Subprefectura, el Hotel Copacabana, es decir, los símbolos locales del poder político y económico.
La brutal represión detonó la indignación entre las masas, que a través de múltiples lazos sociales, culturales y políticos se transmitió del campo a la ciudad, bajo las consignas de solidaridad con los hermanos masacrados en Warisata y la oposición común al gobierno y la venta del gas, tendiendo a masificarse, extenderse nacionalmente (aunque con lentitud) y radicalizarse las protestas.

En los días posteriores los bloqueos se extendieron al menos a 14 provincias paceñas, incluyendo los Yungas, con el campesinado entrando paulatinamente en un virtual “pie de guerra”. En las ciudades de La Paz y El Alto (y en otras, como Oruro) se inicia un torrente de protestas, con decenas de sectores sumándose con paros, marchas y diversas iniciativas: maestros urbanos, gremiales, matarifes y carniceros, panificadores, estudiantes de la UPEA, rentistas, trabajadores de la Caja de salud, y una larga lista (CEDLA identifica a 75 sectores). Algunos sectores combativos, como los cocaleros del Chapare, tienen una menor participación, contenidos por la política del MAS que en todo el proceso intenta frenar y evitar que la dinámica revolucionaria de la movilización se desarrolle.

En este marco, la convocatoria a la huelga general indefinida lanzada por la COB en el Ampliado de Huanuni del 3 de octubre actuó como referente político y unificador del torrente de movilizaciones, planteando un curso más claro de lucha contra el gobierno. Es cierto que la huelga como tal era muy débil: prácticamente sólo la cumplieron –y en forma parcial- algunos distritos del magisterio (aunque finalmente debieron levantarla), los mineros de Huanuni y algunos pocos sectores más que hicieron paros de protesta. 

Sin embargo, los golpes de la represión, despertando oleadas de indignación, provocaron respuestas superiores de las masas. Como expresa el semanario Pulso “la masacre activa la insurrección en 9 días”.  El papel provocador de los golpes represivos –puesto que no pudieron imponerse ni derrotar a los sectores movilizados- facilitó la extensión, combinación y convergencia de las más diversas medidas de acción, que encontraron un canal para liberar su enorme energía y espontaneidad en torno al llamado a la huelga general. Ésta se hizo realidad ¡y cómo! de la única manera posible: desarrollándose como levantamiento insurreccional, confirmando así que “independientemente de nuestra voluntad y cualesquiera que sean las ‘directivas’ que se tracen, la situación cada vez más aguda transforma las manifestaciones en huelgas, las protestas en lucha y la huelga en insurrección”

Para la primer semana de octubre y pese a los aprestos represivos y las reiteradas amenazas de declarar el estado de sitio, el estado de movilización se va extendiendo, aunque con menos radicalidad al resto del Altiplano (Oruro, Potosí) y a los valles (Cochabamba y Sucre), mientras que en Santa Cruz y Tarija pesaba el conservadurismo tradicional y la orientación “pro-venta del gas” de las burguesías regionales. Sin embargo, los bloqueos llegaran el 9/10 hasta San Julián, en Santa Cruz. Al mismo tiempo, se radicaliza en los métodos de acción, a través del enfrentamiento con las fuerzas represivas, y las demandas, generalizándose el reclamo de que se vaya el presidente.

La insurrección alteña

La insurrección social espontánea de El Alto es el punto más alto del proceso y la vanguardia del levantamiento. Esta ciudad ya había protagonizado, poco antes, un exitoso paro cívico contra la reforma en los impuestos municipales que intentó implementar el alcalde Paredes (del MIR) obligándolo a retroceder. El pueblo alteño venía participando activamente de las diversas protestas y movilizaciones. 

El 8 de octubre la Central Obrera Regional (COR) y la Federación de Juntas vecinales (Fejuve) convocan un “paro cívico movilizado indefinido”. 

El día 9, en un esfuerzo por reabrir la carretera a Oruro, el ejército y la policía atacan en Ventilla a los mineros llegados de Huanuni y a vecinos de la zona que sostenían el bloqueo. “El sector entre Senkata y el cruce de Ventilla era un verdadero campo de batalla, con mineros de Huanuni lanzando cachorros de dinamita, residentes que tiraban piedras y policías y militares que disparaban balines, balas y agentes químicos”.
 En el enfrentamiento cayeron dos muertos, uno de ellos el trabajador minero José Luis Atahuichi. Ventilla señala el comienzo de la escalada militar contra el pueblo alteño.

Esto provoca la radicalización del ánimo y las acciones, se multiplican las barricadas. El 10, El Alto queda en manos de los vecinos movilizados. De hecho, la insurrección social está en marcha.

Para hacer efectiva la paralización, decenas de miles de vecinos comienzan a volcarse a las calles y avenidas, levantando barricadas, haciendo marchas y cientos de iniciativas espontáneas, con lo que no sólo interrumpen todo movimiento en El Alto, sino que prácticamente aíslan físicamente a la ciudad de La Paz e interrumpen el abastecimiento de combustible. Al mismo tiempo, sectores avanzados se preparan a marchar sobre La Paz para definir la situación: comunarios aymaras del Altiplano, gremiales de Oruro, trabajadores mineros de Huanuni, cooperativistas mineros de varios distritos.
El 11 el gobierno lanza una nueva ofensiva, tratando de retomar el control de la situación. El operativo militar montado para romper el aislamiento de La Paz y reabrir el abastecimiento de gasolina desde la planta de Senkhata, al chocar con la resistencia generalizada de los vecinos, derivó en nuevos choques, entre la insurrección espontánea y prácticamente desarmada del pueblo alteño, y las fuerzas militares y policiales. Nuevamente, el resultado de los desiguales enfrentamientos fue una brutal masacre.

El 12/10 el intento de toma militar de El Alto generaliza los enfrentamientos en Villa Ingenio, Río Seco, Senkata, la avenida Juan Pablo II, la zona Ballivián.  Al menos 26 muertos y cerca de 90 heridos se registran en la jornada. Uno de los muertos es el soldado Cimar García, ejecutado por el oficial al mando al negarse a disparar contra los civiles. 

Sin embargo, la bárbara represión -que totalizaría finalmente unos 80 muertos y cientos de heridos-, lejos de doblegarla, dio un nuevo impulso a la movilización. “Ahora queremos que renuncie el Presidente. No vamos a negociar sobre la sangre de nuestros hermanos” es la consigna que se generaliza entre los vecinos.
 Otra consigna que se populariza es “¡guerra civil, ahora!”. La prensa muestra como símbolos de la determinación popular de combatir a las tres enormes pasarelas de hormigón derribadas a pulso por los vecinos para cortar la estratégica avenida Juan Pablo II, los viejos vagones ferroviarios arrojados sobre la Autopista para cortar el paso al convoy de cisternas custodiado por tanquetas y efectivos armados, en un esfuerzo “técnicamente” fracasado pero políticamente impresionante.

El sangriento operativo militar se estrelló contra el heroísmo de las masas. No pudo retomar efectivamente el control militar de El Alto y más bien, provocó de contragolpe, la extensión del levantamiento a los barrios populares de La Paz. 

El lunes 13 las juntas vecinales de las populosas laderas de la Hoyada y de los nuevos barrios humildes surgidos en la Zona Sur, se movilizan multiplicando las hogueras y barricadas en miles de esquinas, convergiendo en multitudinarias marchas con sus hermanos alteños sobre San Francisco para sitiar la Plaza Murillo, al grito de fuera el gobierno asesino. En la mañana el gobierno utilizó todavía francotiradores contra la multitud que se volcaba con el centro, asesinando e hiriendo a varias personas en un intento por sembrar el terror, pero luego, ante el evidente fracaso de estas “tácticas”, las fuerzas represivas ya no se atrevieron a disparar y procuraban más bien evitar los choques con los manifestantes, ante el riesgo de verse rebasados o de sufrir un colapso interno. Incluso sectores policiales comenzaron a hacer algunos gestos “amistosos” tratando de diferenciarse del Ejército. El frente burgués comenzó a dividirse, con el vicepresidente Mesa tomando distancia del gobierno, que queda virtualmente paralizado.

En los días siguientes las movilizaciones son constantes, y mientras la Plaza Murillo, la Residencia de San Jorge, áreas de la Zona Sur y otros puntos estratégicos permanecen custodiados por un fuerte dispositivo represivo, casi toda la extensión urbana queda prácticamente en poder de la población movilizada. Varios sectores –campesinos de Yungas, de Río Abajo, del Altiplano, presionan sobre La Paz. El 15 y 16 logran bajar a La Paz los trabajadores mineros de Huanuni, burlando el cerco como pueden, y más tarde arriban decenas de camiones cargados de cooperativistas mineros. El final del segundo gobierno de Sánchez de Losada, tras 40 días de lucha, se aproxima.
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Alineamiento y dinámica 

de las fuerzas sociales
El levantamiento alcanza así una amplitud y profundidad inéditas en largas décadas, llevando a un nivel superior la “escisión” y enfrentamiento entre las “dos Bolivias”, con el embate de la nación obrera, campesina, indígena y popular arrinconando prácticamente a la Bolivia oficial en un brusco realineamiento de las fuerzas sociales en lucha. El pueblo sublevado en las calles y caminos enfrentando a las fuerzas estatales, que operan virtualmente como un “ejército de ocupación” en todo el occidente del país, mientras que el gobierno queda prácticamente suspendido en el aire, incapaz de ejercer el “principio de autoridad” y los puntos de apoyo de la reacción en el Oriente (los comités cívicos y la base social conservadora en Santa Cruz y Tarija) son impotentes para contrapesar en la crisis.

Como todo movimiento realmente de masas, incorporó a los más diversos estratos sociales, lo cual le da el carácter popular, “plebeyo”. Por otro lado, es un hecho que el elemento nacional originario, particularmente aymara, jugó un papel importante y progresivo en el inicio del proceso de movilización, facilitando la unidad de las masas, como una “argamasa” que a través de los múltiples lazos económicos, sociales y culturales entre el campo y la ciudad, facilitó la extensión del levantamiento después de Warisata y el desarrollo desde el campo a la ciudad.  

Confluyen así el movimiento campesino, con epicentro en La Paz pero incorporando en mayor o menor grado a otros sectores en casi todo el país; el despertar aymara y de los pueblos originarios, de base campesina, pero cuyos contornos exceden en mucho al agro, incorporando a amplios sectores populares, de trabajadores e incluso de capas medias urbanas, como muestra El Alto, ciudad obrera y aymara.

Las capas pobres urbanas, de artesanos, “gremiales”,  pequeños comerciantes, vendedores callejeros, “comideras”, trabajadores eventuales, etc., conformadas por las capas inferiores de la pequeña burguesía y por una masa de semiproletarios, constituyen la amplia mayoría de la población de El Alto, de las laderas paceñas y también de las nuevas barriadas populares del Sur, como Chasquipampa u Ovejuyo, y como tal, son la base social de las juntas vecinales.

Finalmente, es preciso señalar que las mujeres del pueblo jugaron un gran papel en la masificación de la lucha, y que la juventud plebeya se destacó en la vanguardia de los enfrentamientos, con sectores como los estudiantes de la UPEA jugando un papel importante.

La concurrencia de estas amplias capas de la población oprimida, volcándose masivamente a las calles, actuando con las juntas vecinales como principal forma organizativa, contribuyó a darle el tono predominantemente popular-plebeyo e indígena del movimiento, elemento que absolutizan algunos autores para caracterizar el proceso como “revolución india” (García Linera
) o “rebelión indígena” (Félix Patzi
) disolviendo así la dinámica social y el papel de las diversas clases y grupos sociales.

Sin embargo, con la radicalización del enfrentamiento, comenzaban a diferenciarse más los componentes de clase (diferenciación que indudablemente se hubiera hecho mucho más nítida de prolongarse la lucha). Esto se hacía visible en el papel que comenzaba a jugar el movimiento obrero así como en el vuelco a la oposición de las clases medias urbanas, capitalizado por la política de recambio burgués.

La irrupción del proletariado

El movimiento obrero hace en Octubre su primer gran irrupción nacional, en lo que es un importante salto adelante en el prolongado y difícil proceso de recuperación tras las derrotas de los 80 (que incluyó la dispersión física de la que había sido su vanguardia indiscutida durante medio siglo: los mineros). Lo hace a través de tres vías: 

En primer lugar, con el importante rol político jugado por la COB (con el papel opositor a Goni asumido por la nueva dirección y ante todo, gracias al llamado a la huelga general política). La COB es empujada a jugar un rol político como referente del levantamiento y comienza a recobrar autoridad ante masas en movimiento que exceden en muy amplio grado los marcos organizativos efectivos de los sindicatos. También juegan un papel destacado algunas instancias intermedias, como la COD de Oruro y la COR de El Alto.

En segundo lugar, por el papel de sectores de vanguardia como los trabajadores mineros de Huanuni –que actuaron como una “guardia obrera” en su desplazamiento a La Paz y en sus choques con el Ejército-, herederos de la legendaria tradición minera que tan fuertemente impacta en el “imaginario colectivo”. 

Y finalmente, por la importante participación en El Alto y en las laderas paceñas de amplios contingentes de trabajadores muchas veces no sindicalizados, precarizados, desocupados o de empleo eventual, parte de una nueva clase obrera moldeada bajo la ofensiva “neoliberal” de las dos últimas décadas y que aún no encuentra expresión organizativa ni política. Estas franjas de un nuevo movimiento obrero hacen que hoy El Alto pueda ser comparado con la combativa barriada de Villa Victoria de fines de los 40.

Es cierto que la huelga como tal y el papel de los sectores sindicalmente organizados fue débil. Sin embargo, el comienzo de irrupción del proletariado como un sujeto diferenciado dentro del movimiento popular comienza a producirse no a través de luchas económicas ni por fenómenos de  recomposición sindical –difíciles dada la profundidad de la crisis económica- sino por la vía de la lucha política de masas, en donde sus tradiciones, su organización, su papel en la producción, su dinámica a actuar como el destacamento más decidido y radical de la movilización popular, lo predispone a pasar a la primeras líneas de la lucha de masas. Todo ello comienza a crear condiciones más favorables para la recuperación de la “centralidad obrera”, como vanguardia efectiva de la alianza de las clases explotadas y oprimidas.

El papel de las clases medias urbanas

Si el movimiento obrero no impone claramente su “impronta de clase” al movimiento en marcha, entonces es más fácil para la burguesía el maniobrar para desviar la movilización y expropiar políticamente lo logrado por la acción de masas.  

En Octubre jugó un papel fundamental para ello la política de las direcciones reformistas, que se negaron a plantear ninguna salida por fuera del régimen de la democracia burguesa, pero también fue clave el rol social y político de las clases medias urbanas. 

Las mismas habían comenzado a distanciarse del gobierno de Sánchez de Losada desde febrero, sin embargo, mantenían una actitud conservadora, de desconfianza hacia la movilización obrera y popular aunque repudiando las acciones represivas y el giro bonapartista del gobierno. Componente fundamental de la base social de la democracia burguesa, su evolución dejaba cada vez más aislado social y políticamente al gobierno, hasta que se vuelca a la oposición activa al gobierno en los últimos días, con marchas pacíficas y piquetes de huelga de hambre alentados por la Iglesia y la intelectualidad ligada a las ONG’s con un programa pacifista (contra el gobierno, pero también contra “la violencia” en general, y por la “preservación de la democracia”) lo que permite manipularlas como base de apoyo para la sucesión constitucional y para las maniobras de expropiación social y política del triunfo a las masas explotadas y oprimidas. 

Al mismo tiempo, una minoría de las capas medias (socialmente muy débil pero no desdeñable como síntoma político) giró violentamente a la derecha, comenzando a organizarse en forma protofascista (inicios de “autodefensa” de los vecinos de los barrios ricos de la zona sur paceña, movilización de la “Nación Camba” en Santa Cruz, etc.).
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Un estallido de guerra civil
Desde el mismo 21de septiembre, cuando la Televisión mostró a decenas de indignados campesinos y campesinas de Warisata con sus viejos fusiles y carabinas, coreando “¡Guerra civil ahora!” mientras velaban a sus muertos de la jornada anterior, esta consigna comenzó a difundirse entre sectores de vanguardia, mostrando la instintiva comprensión de la dinámica del enfrentamiento entre las masas y el Estado burgués. Efectivamente, los acontecimientos de octubre incluyen en su naturaleza misma y como uno de sus aspectos más avanzados la guerra civil. La misma es detonada por la propia política bonapartizante y represiva del gobierno, detonando la escalada en la respuesta de las masas, en una dinámica que desborda rápidamente los mecanismos de mediación y negociación “normales”, desgarrando la envoltura de las instituciones burguesas-democráticas y del “Estado de derecho” y conduciendo al enfrentamiento abierto, generalizado y físico entre los dos campos enfrentados.

Hay que recordar que en Bolivia se vivía ya desde antes un estado de “guerra civil larvada”  particularmente en el campo que reconocía periódicas explosiones en el Chapare (choques entre cocaleros y fuerzas estatales en torno a la resistencia a la erradicación forzosa de la coca), en el Altiplano norte (entre campesinos y fuerzas estatales en ocasión de los bloqueos de caminos) y en las Tierras Bajas (la lucha por la tierra llevó a enfrentamientos armados entre latifundistas y campesinos sin tierra). Warisata fue un episodio más de ésta.

Febrero mostró un dramático episodio de guerra civil tanto en los tiroteos entre la policía y el Ejército en Plaza Murillo, en la quema de edificios públicos y sedes partidarias por los manifestantes y en el uso de francotiradores militares durante los días 12 y 13.

Octubre significa un salto, tanto por la extensión de este proceso a las ciudades, como por la magnitud nacional y la radicalidad del enfrentamiento en El Alto y la Paz.

En Octubre convergen los tres “momentos” de la correlación de fuerzas
: el “momento de la escisión”, que se revela como pugna entre las “dos Bolivias”, asumido así explícitamente en el discurso de sectores de derecha como oposición entre la “Bolivia que produce” y la “Bolivia que para y bloquea”; el “momento político”, como tendencia a la unificación de las masas obreras, campesinas y populares en lucha contra el Gobierno en torno a reivindicaciones eminentemente políticas, comenzando por el reclamo del gas y elevándose hasta que se vaya el propio Goni; y el “momento militar”, como enfrentamiento físico entre el pueblo movilizado y las fuerzas represivas del Estado.

La fase decisiva alcanzó niveles de enfrentamiento “político-militar”, caracterizado porque la fuerza de las masas actuó para comprometer la eficacia de las operaciones militares del Estado e incluso amenazar la cohesión misma de sus fuerzas represivas, que en estas condiciones no pudieron emplear eficazmente todo su poder de fuego. Es necesario subrayar que las acciones más avanzadas mostraron elementos de carácter militar en sentido estricto.

Medios y formas de lucha

En el marco de la movilización general, articulada entre los bloqueos campesinos y la huelga general política –que se apoya en el paro cívico alteño y luego de toda La Paz-, hasta elevarse a la insurrección, las tácticas de lucha predominantes fueron: 

a) el bloqueo de caminos (esencialmente campesino) tendiendo el “cerco” sobre la ciudad
; 

b) el paro activo obrero y popular, con la movilización de masas convergiendo y presionando sobre los centros neurálgicos del poder estatal;

c) la insurrección de las barricadas, como “lucha de todo el pueblo” en la disputa por el territorio y buscando impedir las operaciones de las fuerzas estatales; y

d) las acciones militares avanzadas, expresión de la insurrección en su aspecto más ofensivo.

Las masas dieron una magnífica demostración del “espíritu militar” espontáneo en la disputa por el control del territorio. Esta lucha se expresó tanto a escala regional –control del hinterland rural y bloqueo de caminos por los campesinos sublevados, como a escala urbana, en la disputa por el espacio de la ciudad, de los ejes viales y de los nudos claves. Entre estos, aquellos importantes desde el punto de vista material –nodos y arterias cuyo dominio permite paralizar la vida urbana y hacer plenamente efectiva la huelga general indefinida, “asfixiando” y dejando en el aire al poder gubernamental-; como social –espacios arraigados en el imaginario y la práctica colectivas como centros de la expresión de masas, tal como la Plaza San Francisco; así como  aquellos de importancia política y simbólica desde el punto de vista estatal, como la Plaza Murillo, los principales edificios públicos, etc. La movilización siguió de hecho una lógica instintiva, que es la de la insurrección social contra los poderes establecidos, estrechando el asedio sobre el poder gubernamental. La dinámica que se abría así apuntaría a desarrollarse como asalto –es decir, a la “insurrección como arte”, concientemente planificada- si las direcciones hubieran estado dispuestas a prepararse para ello.

La masividad de las barricadas alteñas las convirtió en una poderosa arma. Después de la ofensiva militar del 11 y 12, las mismas se multiplicaron: “piedras, tierra, escombros y hasta una malla olímpica cubrió un sector de la carretera a Viacha”. “Hasta caminar se hace muy difícil en Río Seco. Los vecinos se dieron modos para colocar una barricada cada 30 metros.” 
 Altavoces y radios comunitarias forman una red de comunicación. Vigilias organizadas por turnos, zanjas y fogatas se multiplican. Algunos vehículos arden. Quienes se atreven a desafiar el bloqueo sufren el castigo del chicote. El Alto está en pie de guerra y luego se suman las laderas paceñas con miles de fogatas y barricadas. Hasta muros de piedra y ladrillo aparecen cortando algunas calles.

Sin embargo, es cierto que “la barricada tiene más fuerza moral que material. Es un medio para quebrantar la firmeza de las tropas.”
  Las barricadas por sí mismas no permitirían vencer sin dos requisitos fundamentales: quebrar el Ejército; y pasar a la ofensiva mediante la organización consciente de la insurrección.

La debilidad de las barricadas (por otra parte prácticamente desarmadas) intentaba ser “compensada” por las acciones militares más ofensivas que asumían sectores de vanguardia: la destrucción de varios puestos policiales, las “contraoperaciones” populares en Senkhata (para sitiar la planta de combustibles), la Avda. Juan Pablo II (para frenar el avance de las tropas del regimiento de Chua) y la Autopista (para impedir, aunque infructuosamente el descenso del convoy de camiones cisterna a La Paz). Los mineros de Huanuni actuando como una “guardia obrera” avanzada, resistiendo la represión militar y burlando el cerco represivo para arribar a La Paz en pequeños grupos. Los cooperativistas mineros que arribaron más tarde desde Huanuni, debieron sortear el cerco militar en Viluyo abriéndose paso con sus camiones literalmente entre los cerros, hasta retomar la carretera a Oruro y desde ahí confluir hacia La Paz con otros sectores, y finalmente forzaron el paso en Patacamaya.

Como tendencia al armamento popular en la insurrección alteña hay que destacar los elementos de constitución de una autodefensa de masas en las barricadas, en los grupos espontáneos donde jugó un importante papel la juventud, en los Comités de Vigilancia. Por diversos medios estos grupos se organizaban y proveían de elementos de lucha (el amplio uso de la dinamita, gasolina, algunas armas de fuego).

En el campo, se organizan concentraciones campesinas en el “cuartel general” de Calachaca, en Rojorojoni y otros puntos, declarando la “guerra civil” y el “estado de sitio” en las comunidades contra los militares y policías. También se producen algunas acciones en el Chapare y la ruta a Santa Cruz. El 15, centenares de comunarios provenientes de Omasuyos, Los Andes e Inquisivi arriban a El Alto, algunos de ellos, “portan fusiles Mauser, pero también armas automáticas”. Uno de ellos decía “Lo que no va a repetirse es una masacre, sino una verdadera guerra”.

Además, ante el terror estatal, se comenzaban a discutir medidas de represalia popular, embriones de “terror rojo”: atacar las viviendas de policías en El Alto, bajar a los barrios ricos de la Zona Sur o cortarles el agua y la electricidad, síntomas que dan cuenta de que la guerra civil es, ante todo, una guerra social, de clases.

La táctica de las fuerzas estatales

El despliegue y las operaciones de las fuerzas armadas y la policía son organizadas metódica y fríamente, con métodos de guerra civil desde el propio Gobierno, con Sánchez Berzaín y Kukoc como responsables políticos y el Alto Mando militar y policial como brazo ejecutor.

Se comienza por un amplio despliegue represivo de control territorial con operaciones ofensivas puntuales para golpear a los sectores avanzados en una escalada de terror: la “expedición a Sorata”, el despliegue militar en las rutas del Altiplano, el virtual cerco a Huanuni, la retoma militar de El Alto, obedecen a este “plan de operaciones” de una fuerza armada que actúa como ejército de ocupación en territorio hostil. Pero estas accions no podrán vencer de manera decisiva y desembocarán en la represión a la masa, incluso con el recurso de los francotiradores (como en febrero) para sembrar el terror en la movilización, mientras que los intentos de persecución a  dirigentes (represión selectiva) fracasan y el paso a la represión generalizada (estado de sitio) no encuentra condiciones para ser “legalizado”.

A cada zarpazo represivo las masas contestaron con un paso más audaz en la lucha, con una determinación mayor en el enfrentamiento, con un mayor despliegue de energía, creatividad y astucia en la disputa por el territorio y por aquellos hitos considerados estratégicos o simbólicos, obligando al gobierno y a las fuerzas estatales a pasar a una política más cuidadosa, ante el fracaso del método de las masacres y el riesgo de lanzarse a una guerra civil  de resultados imprevisibles. Finalmente, tras el fracaso en la retoma militar de El Alto, las fuerzas estatales se concentran en la custodia del “perímetro defensivo” tendido en torno a la Plaza Murillo, los barrios ricos de la zona Sur y otros puntos considerados estratégicos, mientras aparecen síntomas de división entre las FF.AA. y la policía que comienza a ser más cautelosa y hasta ensaya algunos gestos de buena voluntad hacia los manifestantes (debe recordarse que las grietas que ha dejado Febrero entre ambas fuerzas no están cerradas).

La fuerza de masas en el marco de la relación de fuerzas político-sociales cada vez más desfavorable para el Gobierno impide a las FF.AA. utilizar libre y efectivamente su “poder de fuego” ante las imprevisibles consecuencias que una masacre mayor podría traer. Las madres de soldados acudían al Estado Mayor para reclamar por sus hijos. Son numerosos los informes de llamados populares a la tropa para que no disparara. Una serie de hechos e informaciones registrados por la propia prensa burguesa ilustra los incipientes síntomas de desmoralización y crisis en las FF.AA., llegándose al asesinato de un soldado que se negó a disparar por el oficial al mando, y versiones sobre la deserción de efectivos (este habría sido uno de los desencadenantes del asalto a Río Seco). Surgieron también síntomas de descontento entre los oficiales que identifican como “prochilena” la política de venta del gas del gobierno. 

El 16 el Coronel a cargo del operativo en Patacamaya, tras haber reprimido violentamente el día antes a una columna de unos 58 camiones cargados de mineros, cooperativistas y gremiales provenientes de Oruro (causando 2 muertos y unos 15 heridos de bala y decomisándoles unos 2460 cartuchos de dinamita
) firmó un acuerdo con los dirigentes sindicales, sin consultar con el gobierno, y dejó pasar a la columna hacia La Paz. Este fue, según la prensa, el elemento que convenció a Goni de renunciar.

Sin embargo, los elementos de crisis en las fuerzas represivas no alcanzan a desarrollarse. Como decía Lenin, “todo movimiento verdaderamente popular” produce “inevita-blemente... la vacilación de las tropas”, pero “el cambio de frente” de éstas no es “un acto simple, único, resultante del convencimiento”, sino el fruto de una “verdadera lucha por ganarse el Ejército”.
 Esa lucha precisa, según Trotsky, de “la milicia obrera” que “con el apoyo de toda la clase... deberá derrotar, desarmar y aterrorizar a las pandillas de bandidos de la reacción y franquear el camino hacia la fraternización revolucionaria con el Ejército.”
 A pesar de las condiciones favorables, el armamento popular no se desarrolló ni se institucionalizó en milicias. No hubo por parte de las direcciones una política sistemática para ahondar las fisuras en la Policía y las FF.AA.. y la burguesía consiguió preservarlas en una política que continúa hoy con la defensa cerrada de la impunidad para los militares y policías que masacraron al pueblo en febrero y Octubre.

El fantasma de la guerra civil

Desde el 17 de octubre, en la superficie de las cosas pareciera haberse vuelto a una época de “lucha pacífica”. Sin embargo, el fantasma de la guerra civil está latente. Los acontecimientos de octubre encierran una sombría advertencia que bajo ningún concepto debe ser descuidada. 

En un gesto agónico Goni barajó la posibilidad de “mantenerse en el gobierno, pero cambiando de sede, posiblemente a Santa Cruz”
. Ésta hubiera podido ser, probablemente, el detonante de un salto en la guerra civil, ahora sobre bases territoriales, con la reacción atrincherándose en el Oriente, sin excluir una posible intervención de los países vecinos.
La burguesía boliviana apelará a todo para sobrevivir, incluso a la guerra civil y el fascismo. Lamentablemente ninguna de las direcciones ha hecho nada por conservar los elementos de organización y armamento conquistados y asimilar las lecciones adquirida en la lucha. Sin embargo, estas siguen vivas en la experiencia reciente de las masas. El 6 de marzo, aniversario cívico de El Alto, grupos de vecinos de  Ventilla, sintiéndose orgullosos “combatientes de la guerra del gas” desfilaron ante el Presidente formados en escuadras, uniformados con boinas rojas y la cara pintada, portando “fusiles” de madera y cartuchos de dinamita.
 Lo mismo hicieron grupos de ex mineros. Ni a Mesa ni a ninguno de los funcionarios que poblaban el Palco les debe haber agradado esta “revista militar”...


-IV-

Un poder dual naciente
Estrechamente ligado a la dinámica de guerra civil, a la lucha por el control del territorio y a las necesidades del enfrentamiento militar, comenzó a emerger un poder dual embrionario, espontáneo, de carácter territorial, atomizado, popular
 y no institucionalizado. 

De hecho dos poderes comenzaban a enfrentarse: el poder estatal en crisis, que por varios días perdió el control sobre la mayor parte del principal conglomerado urbano y centro político del país, y el embrionario poder de la movilización obrera y popular, que le enfrenta en todos los terrenos, disputando el control del territorio, aunque no logra materializarse en instituciones permanentes, desarrollarse ni centralizarse, y es rápidamente “reabsorbido” después del 17.  

Este proceso es tanto rural como urbano. En el Altiplano se expresa en el bloqueo de caminos, el “cerco” de Sorata, la expulsión de la policía e instituciones estatales de varias zonas, y simbólicamente, en la declaración del “estado de sitio” contra cualquier presencia policial y militar por las organizaciones campesinas.
En El Alto, se manifiesta de manera elocuente con el desafío abierto a la autoridad de los poderes establecidos, asumiendo el control de la ciudad, las decisiones tomadas e impuestas luego, por las innumerables asambleas y reuniones para decidir los pasos en la lucha, tomar medidas de autodefensa, garantizar las necesidades de la población, etc., en una urbe de más de 800.000 habitantes donde todas las instituciones y autoridades estatales se han eclipsado por varios días, en un proceso que luego se extendió de hecho aunque de manera más diluida y fugaz a las barriadas populares paceñas. 

El papel de las juntas vecinales y las organizaciones campesinas de base

En el desarrollo de este fenómeno convergen tres elementos: el nivel de guerra civil alcanzado por el enfrentamiento, la debilidad estructural del Estado; y las características y tradiciones de las organizaciones de base de carácter territorial que les permitieron jugar el papel de canal de este incipiente poder dual.  

En el campo, el sindicato y las autoridades tradicionales de la comunidad, ejercen un sinnúmero de funciones (gestión de los recursos comunes, negociación con el Estado, resolución de diferencias entre vecinos, aplicación de la “justicia comunitaria”, etc.) que va mucho más allá de lo que se entiende generalmente por actividad sindical. Es de hecho un “gobierno local” con un alto grado de independencia respecto al Estado.

El rol de las juntas vecinales, organizaciones que agrupan a todos los vecinos de un barrio en cuanto tales,  es explicado porque:

”Son juntas vecinales que no tienen mucho en común con las que operan en otras ciudades, porque no solamente se ocupan de tramitar las demandas barriales ante las autoridades, sino que ejercen una suerte de “gobierno zonal” encargado de construir y mantener servicios (como el alcantarillado), alejar y en algunos casos castigar (linchar) a los delincuentes, permitir o impedir el asentamiento de comerciantes, etc.” (...) “Su existencia es lo que explica por qué el paro y el cerco a La Paz son tan contundentes, con hechos como los turnos nocturnos para mantener el bloqueo, la excavación de profundas zanjas para impedir el desplazamiento de camiones cisterna a La Paz, el control secante del comercio y el transporte de la ciudad”
 Hay que precisar que este embrionario poder dual, estrechamente ligado a la lucha callejera, debía ser buscado no tanto en la forma institucional como en las innumerables barricadas, en los incipientes comités de autodefensa, en la masa volcada a la calle tomando en sus propias manos todas las tareas de la defensa y el combate contra el Ejército y la policía.

En tiempos normales, esta potencialidad de las organizaciones de base rurales y urbanas, que se nutre de las tradiciones culturales y organizativas indígena, sindical y plebeya, está mediada por su rol de articulación y gestión ante el Estado. En momentos de auge revolucionario, tiende a desplegarse, pudiendo constituirse las organizaciones sindicales y populares en órganos de democracia directa de masas y elementos del naciente poder dual, aunque sin centralización, como un poder difuso, atomizado y al mismo tiempo coordinado a través de múltiples lazos horizontales, de las demandas comunes y de la lógica objetiva (y subjetiva) de la lucha que lleva a converger contra el poder estatal y sus fuerzas represivas. 

Aunque la COR y sobre todo la FEJUVE alteñas reflejaron en la amplia autoridad conquistada estas tendencias que surgían desde la base, fue más bien a través del rol de los Distritos y las juntas vecinales de cada villa como se expresaba el desafío a los poderes establecidos. 

Durante octubre, los sindicatos obreros de base no participaron de esta dinámica, en parte por la forma que asumió la huelga general -sin que los centros de producción se convirtieran en focos activos de la misma-, en parte porque las direcciones sindicales no tuvieron ninguna política para ello. Otras hubieran sido la dinámica y las manifestaciones de poder dual, por ejemplo, si se hubiera desatado una ola de ocupaciones de minas y fábricas como parte de la huelga general.

La ausencia de órganos superiores de poder

Pese a que la situación y la disposición combativa de las masas eran favorables, no surgieron ni nacional ni localmente formas superiores de organización que permitieran el desarrollo y centralización del naciente poder dual. No se formaron “coordinadoras” –como en la “guerra del agua” del 2000 en Cochabamba, “asambleas populares”, “comités de huelga y movilización” (pese a que el Ampliado de la COB en Huanuni había votado su creación) u otras, que pudieran desarrollarse hasta convertirse en “organos de la insurrección”.

Las principales direcciones –sobre todo de Evo Morales y Felipe Quispe- mantuvieron una política frontalmente contraria a formalizar de alguna forma el frente único que las masas imponían en las calles y caminos, y sobre todo, a que surgieran formas superiores de frente único de masas democráticamente organizadas que pudieran erigirse en órganos de poder obrero y popular. 

Por otra parte, la velocidad de los acontecimientos, dificultando que las masas pudieran encarar y resolver el problema de la necesaria centralización y coordinación de una lucha de largo aliento y también pesó el carácter predominantemente plebeyo, popular del levantamiento, sin que la clase obrera, desde sus centros de trabajo, pudiera jugar un rol dirigente en la movilización.

Finalmente, la burguesía, ayudada por la política de las direcciones, logró cerrar la crisis revolucionaria manteniendo la continuidad formal del régimen democrático y sin que se abriera una etapa de doble poder abierto.

La COB, pese a la autoridad ganada, por no organizar efectivamente a la mayoría de las masas movilizadas, por su organización burocrática y por su dirección, no podía jugar ni jugó un papel de órgano de poder y difícilmente podría hoy –siendo además la sombra de lo que fuera en el 52- reemplazar a formas de organización de carácter soviético, dadas las modificaciones en la estructura social y de una clase obrera que sólo está sindicalizada en una reducida proporción. 

Así, la naciente dualidad de poderes esbozada en Octubre en los epicentros del levantamiento, particularmente en el Alto, no se desarrolló ni se centralizó, no concluyó en la organización de un nuevo poder. Sin embargo, aunque desde el día 17 desaparece rápidamente de la superficie, sin cristalizar en organización ni ser aquilatado en la conciencia de las masas como el nacimiento de su propio poder, queda una amplia experiencia que resurgirá en futuros procesos de movilización.
Espontaneidad, organización, dirección

Un elemento distintivo del levantamiento de Octubre es su carácter esencialmente espontáneo, desbordando no sólo los marcos organizativos de los sindicatos y las organizaciones de masas existentes, sino también los planes previos de la mayoría de los dirigentes. 

Sin embargo, espontaneidad no significa ausencia de organización. Lo espontáneo es la forma embrionaria de lo consciente, o bien, dicho de otra manera “en el movimiento más espontáneo los elementos de "dirección consciente" son simplemente incontrolables.” Existe una “una multiplicidad de elementos de dirección consciente en esos movimientos, pero ninguno de ellos es predominante”. 
   La tradición de lucha de las masas bolivianas combina la fuerza explosiva de la espontaneidad, con un denso tramado social y organizativo, conformado por los sindicatos obreros y campesinos, las asociación de los mercados y artesanos (los “gremiales”) y otros sectores, como los transportistas, las juntas vecinales, las organizaciones de inmigrantes en ciudades como El Alto o las autoridades tradicionales en las comunidades rurales. Esta trama organizativa jugó un papel en la transmisión de las consignas, en la organización de las acciones, en la armazón sobre la cual se montó el levantamiento de masas.
De hecho quedó planteada una amplia desproporción entre la espontaneidad que significaba que cientos de miles salían a luchar a las calles con una enorme determinación e iniciativa, y las instituciones existentes del movimiento de masas, que sólo agrupan efectivamente a una minoría –la COB- o que por su carácter no son los canales más adecuados para el levantamiento insurreccional en marcha –las juntas vecinales-.

El elemento débil fue la dirección. Estaba planteada la necesidad y la posibilidad de que surgieran ligados o en torno a la COB y las organizaciones sindicales y de masas existentes nuevas formas de frente único de masas para la lucha. Pero ninguno de los dirigentes de algún peso lanzó la menor iniciativa para impulsar su creación. Y mucho menos, para dotar a la extraordinaria espontaneidad de masas de una voluntad política independiente y de una organización centralizada. Puede decirse que el empuje de masas empujó la situación lo más a la izquierda que pudo, pese al freno que representaban direcciones que no querían preparar política y organizativamente la batalla entablada. 

-V- 

La crisis revolucionaria 

y el problema del poder
No obstante, la dinámica de la huelga indefinida y del levantamiento confirma en lo esencial que “toda huelga general, cualesquiera que sean las consignas bajo las cuales haya aparecido, tiene una tendencia interna a transformarse en conflicto revolucionario declarado, en lucha directa por el poder... Paralizando las fábricas, los transportes, todos los medios de comunicación en general, las usinas eléctricas, etc., el proletariado paraliza así no sólo la producción sino también el gobierno. El poder del Estado queda suspendido en el aire... La huelga general plantea inevitablemente ante todas las clases de la nación la pregunta ¿quién va a ser el dueño de la casa?”.

Efectivamente, el problema del poder, de quién ha de gobernar, se planteó con agudeza. La semana decisiva, que se inicia con la insurrección espontánea de El Alto y culmina en la asunción de Mesa el día 17, está signada por la crisis revolucionaria: ante la insurgencia de masas, se asiste a un virtual vacío de gobierno y al desmoronamiento del “principio de autoridad” con los esbozos de una dualidad de poderes. Sánchez de Losada y el gobierno debieron recluirse a la Residencia oficial de San Jorge, en lo que era casi una confesión de hecho de su impotencia ante el levantamiento.

Durante esa semana estaban dadas las condiciones para darle un golpe decisivo al régimen. Como mínimo se podía haber desbaratado al Estado burgués y sus instituciones fundamentales –dislocando y quebrando la solidez de las FF.AA. y la policía-, desbandando al odiado Parlamento, y aunque la burguesía hubiera logrado imponer un recambio gubernamental hubiera sido cualitativamente más débil. Se hubiera abierto así un periodo de lucha abierta, directa e inmediata, por el poder, que hubiera creado condiciones mucho más favorables para el desarrollo del doble poder, con órganos soviéticos de las masas y milicias, junto a la cristalización de un nuevo “estado mayor” revolucionario para preparar una nueva insurrección conscientemente organizada.  Sin embargo, “la huelga general no resuelve el problema del poder, no hace más que plantearlo. Para apoderarse del poder es preciso, apoyándose en la huelga general, organizar la insurrección.”
 Y para consumar esa preparación, hacía falta una dirección dispuesta a ello.
La política de las direcciones

Sin embargo, las masas, prácticamente dueñas de la calle, chocaron con el obstáculo de las direcciones reformistas, indigenistas y burocráticas. Si no lograron avanzar más, fue ante todo por la política de las direcciones que defendieron en todo momento diversas variantes de salida dentro del régimen democrático burgués y apoyaron la “solución” del recambio institucional del 17, contribuyendo decisivamente a desmontar el embate revolucionario. 

El MAS hizo cuanto le fue posible para frenar la movilización, sosteniendo que “había que defender la democracia”, negándose hasta último momento a plantear la caída de Goni y luego apoyando con todas sus fuerzas la asunción de Mesa. 

La política del “Mallku” Quispe y del MIP no se distinguió en lo esencial, pues buscó permanentemente cómo abrir una negociación con el Gobierno –incluso después de Warisata- y terminó completamente sobrepasado por los acontecimientos. 

Solares y la dirección de la COB, aunque se ubicó a la izquierda convocando a la huelga general indefinida, se negaron a preparar organizativa y políticamente la movilización y a dotarla de una perspectiva independiente. Pese a los discursos “rojos”, la dirección de lo que podemos llamar el “partido sindical” se mantuvo en el terreno de las salidas dentro del régimen democrático, para terminar avalando el recambio constitucional con Carlos Mesa. 

Todos se negaron a dar una respuesta de clase e independiente ante la agudísima la crisis política, comprometidos con distintas variantes del programa reformista de colaboración de clases con la burguesía.

La “salida constitucional” y los límites de Octubre

Mientras las masas chocaban con el freno impuesto por los dirigentes, el vuelco de las clases medias a la oposición con las huelgas de hambre  (teñidas por el rechazo pacifista a la “violencia”), comenzó a crear el clima político para que la burguesía, con la ayuda de la Iglesia, la intervención de los gobiernos de Brasil y Argentina a través de sus “enviados especiales”, etc. pudiera retomar la iniciativa política. Para entonces, el “paso al costado” dado el lunes 13 del vicepresidente Mesa, tomando distancia de la masacre en El Alto, comenzó a ubicarlo para el recambio. Finalmente hasta la Embajada norteamericana, que hasta último momento sostuvo a Goni y recriminó violentamente a Mesa por su giro, se resignó a la caída de aquél y aceptó la solución del recambio constitucional. Tras la huida a Miami de “Goni” y sus ministros, se despejó el terreno para la apresurada reunión del Parlamento para que asuma Mesa y, desde el mismo día 17, abortar el desarrollo de la crisis revolucionaria. Se abría así una fase distinta del proceso revolucionario, signada por el intento de la burguesía de impedir su desarrollo a través de una política de reacción democrática implementada desde el nuevo gobierno. En el anterior artículo examinamos esta nueva coyuntura así como las perspectivas del proceso revolucionario abierto por Octubre.

Es un problema muy importante definir en consecuencia tanto lo que fue Octubre como lo que no alcanzó a ser, pese al heroísmo y combatividad de las masas. El régimen y el conjunto del andamiaje estatal sufrieron un duro golpe. El episodio de guerra civil entre el pueblo sublevado y las fuerzas estatales se zanjó con el retroceso de éstas en medio de una crisis revolucionaria de proporciones. La huida de Sánchez de Losada fue experimentada como un importante triunfo por los sectores movilizados.

Sin embargo, las masas no pudieron ir más allá (en lo que cabe la responsabilidad política a la dirección de la COB, el MAS y el MIP). No se quebró la continuidad estatal e institucional. Las fuerzas armadas y la policía debieron retroceder, pero no se desmoronaron internamente. La clase dominante sufrió una enorme conmoción, pero recuperó la iniciativa política a través del recambio con Mesa. No se abrió una fase de poder dual entre las masas y sus organizaciones y el Estado burgués, ni cristalizaron milicias obreras y campesinas. El gobierno de Mesa, surgido de esta convulsión revolucionaria, no puede ser catalogado como “kerenskista”, es decir, no depende del apoyo de las masas y sus organizaciones a través de las direcciones reformistas, sino que funda su legitimidad en la continuidad constitucional.
En síntesis, no alcanzó a transformarse en una “revolución de febrero” como la que en 1917 inauguró la etapa decisiva de la revolución rusa, que se distingue por el colapso del Estado y del poder de las clases poseedoras, una situación de poder dual desarrollado e institucionalizado y el paso a la preparación práctica para la toma del poder.

Por todo esto, contra el impresionismo común a muchos análisis de la izquierda, es preciso decir que Octubre abrió el proceso de la revolución boliviana, pero no la revolución misma, en el sentido de la fase decisiva de lucha directa por el poder, lo que siguiendo la analogía con la revolución rusa, hubiera significado una “revolución de febrero”.

Quedó abierta así una “paradoja” o contradicción, entre el vuelco revolucionario de la relación de fuerzas en el país y la supervivencia de la superestructura política, con el Parlamento elegido en el 2002 y dominado por los aliados del odiado gonismo, con las instituciones del régimen de la “democracia pactada”, etc. Esta situación deja planteada la posibilidad de nuevas conmociones revolucionarias para comenzar a completar la “limpieza” en el campo político que Octubre no pudo terminar. Pero al mismo tiempo, concede a la burguesía un cierto margen de maniobra que ésta tratará de aprovechar para ganar tiempo, desviar, abortar o derrotar a las masas en movimiento recurriendo a toda su astucia y experiencia contrarrevolucionaria con ayuda del imperialismo y las “democracias” latinoamericanas. 

Polémica con la izquierda 

El proceso revolucionario en Bolivia y el centrismo
 de origen trotskista
Por Javo Ferreira

El levantamiento de Octubre ha abierto una interesante discusión sobre las características del proceso abierto y de las tareas de los revolucionarios no solo en esos agitados días sino en los meses y años venideros, así como sobre varios problemas programáticos y políticos de primer orden. Esta discusión en varias corrientes revela una profunda incomprensión de las tareas y desafíos así como su adaptación a la burocracia sindical y las formas de organización sindical existentes. Nos referimos al Partido Obrero Revolucionario de Guillermo Lora, a la Liga Internacional de los Trabajadores (LIT-CI) y su pequeño grupo en Bolivia, el Movimiento Socialista de los Trabajadores, el Partido Obrero de Argentina y otras organizaciones que a través de Internet desarrollaron sus puntos de vista como El Militante. 

Primera parte

Octubre y el centrismo
1. ¿Qué fue octubre?

El primer elemento que aparece en la polémica esta dado por el análisis y la apreciación que se tiene de los acontecimientos de octubre. Una definición precisa y lo más científica posible de qué fue octubre, y por tanto de qué tareas se plantean durante y luego de los acontecimientos no es un ensayo académico sino un problema de primera magnitud para elaborar una política correcta. La precisión y la comprensión profunda que buscamos de los acontecimientos tampoco esta guiada por un espíritu de diferenciación sectaria, propia de pequeños cenáculos satisfechos de una practica meramente “testimonial”, sino que para los revolucionarios que apasionadamente buscamos un canal para soldar el marxismo revolucionario a las nuevas generaciones de obreros, comprender los ritmos, limites y potencialidades del proceso abierto tienen una importancia excepcional sino se quieren cometer errores que aborten la posibilidad de construcción de una genuina dirección revolucionaria en Bolivia e internacionalmente.

Como explicamos en los artículos anteriores, hemos definido a los acontecimientos de octubre como un gran levantamiento nacional en cuyo epicentro se produjo una insurrección espontánea, que golpeó profundamente al estado burgués, pero que no logró quebrar el núcleo de la institucionalidad burguesa como fue el ejército e incluso desbaratar el actual régimen de “democracia pactada” que ha caracterizado las dos ultimas décadas. 

El régimen y el conjunto del andamiaje estatal sufrieron un duro golpe ante el empuje de la insurgencia de las masas obreras, campesinas, indígenas y populares. La huida de Sánchez de Losada y sus ministros, fue experimentada como un importante triunfo por los sectores movilizados. Octubre abrió un nuevo proceso revolucionario.

Sin embargo, Octubre abrió el proceso de la revolución boliviana, pero no la revolución misma (como la revolución de abril de 1952) pues el movimiento de masas, a pesar de sus logros simbolizados en la huida de Goni y sus ministros, no logró derribar el régimen, desarticular a sus fuerzas armadas ni abrir una fase de dualidad de poderes y lucha directa por el poder (como la que abrió la revolución de febrero de 1917 en Rusia, resuelta con el triunfo de la insurrección en Octubre).
La clase dominante sufrió una enorme conmoción, pero recuperó la iniciativa política a través del recambio con Mesa e intenta desplegar una política de reacción democrática para contener y desviar el desarrollo del proceso revolucionario. Las corrientes con las que polemizamos han caído en un completo impresionismo, que les impide evaluar adecuadamente los ritmos y contradicciones del proceso, y plantear correctamente ante la vanguardia obrera las tareas, peligros y desafíos que hay que enfrentar. 

El POR

En el caso del Partido Obrero Revolucionario de Guillermo Lora, es realmente difícil encontrar aunque más no sea una aproximación seria a la caracterización de los acontecimientos de octubre. Desde el año 1986 Lora y sus amigos han evaluado la situación boliviana, durante década y media, como revolucionaria. No es de extrañar que los cambios cualitativos que significaron primero la “guerra del agua” en 2000 y la crisis nacional de septiembre del mismo año, así como las jornadas de febrero y octubre del año pasado, sean “irrelevantes”, tan sólo son episodios de esa “permanente” situación revolucionaria. Quien no puede distinguir entre los momentos de asenso y retroceso del movimiento de masas, quien no puede reconocer la diferencia entre victorias y derrotas, situaciones distintas que reclaman tareas y orientaciones evidentemente distintas, en realidad no se prepara para cumplir ningún papel en los destinos de la clase obrera. La ausencia de definiciones precisas y de caracterizaciones que permitan orientar a la vanguardia en situaciones tan cambiantes como las que estamos viviendo en los últimos tres años obedece en realidad a que el POR tiempo ya que se ha convertido en una secta estéril desde el punto de vista político y explica también el horrible papel desempeñado durante las ultimas crisis nacionales como veremos en las líneas siguientes.

LA LIT-CI y el “marxismo de manual”

La LIT-CI y su grupo en Bolivia, coherentes con la visión de Octubre como revolución en el sentido más específico del término, en su última publicación, de diciembre del 2003, escriben “El gobierno de Carlos Mesa, es un gobierno producto de una insurrección victoriosa y por eso más débil que el anterior. Un gobierno kerenskista”
. Esto, para justificar una adaptación de manual de de la consigna de ¡paz, pan y tierra! de los bolcheviques, afirmando ¡por gas, trabajo y tierra!.

En esta comparación mecánica y por tanto reducida a una abstracción, entre el octubre boliviano con el febrero ruso del 17, se han olvidado de un “detalle” de suma importancia y es el que se refiere a que luego de la revolución de febrero en Rusia, si bien la clase obrera aun no había tomado el poder, había logrado desarticular y quebrar el ejército y toda la institucionalidad estatal, que la clase obrera y el movimiento campesino con los soviets estaban poniendo en pie los órganos de poder, y que el enfrentamiento decisivo entre revolución y contrarrevolución era una cuestión de meses, como finalmente sucedió.

Es indudable que el gobierno de Carlos Mesa es profundamente mas débil que su predecesor, sin embargo afirmar que se trata de un gobierno kerenskista no solo que no tiene ningún asidero sino que impide comprender, por ejemplo, la fortaleza relativa que gracias a la tregua en curso, cuenta el gobierno de Mesa. Una visión sensata de la situación, no habría llevado a El Militante
, la LIT-CI, y otros grupos a anunciar por todos los medios disponibles la “inminencia” de un tercer levantamiento durante enero y febrero, cuestión que evidentemente no sucedió, e incluso estarían mejor preparados para explicar porque fracasó el llamado a la Huelga General de la COB durante el miércoles 11 de febrero, y cómo preparar la lucha efectivamente hoy contra el gobierno de Mesa y sus planes.
El PO de Argentina

Seguidamente, el Partido Obrero de Argentina
, despliega una lógica bastante particular ya que mientras habla de “la revolución boliviana” complementa esto con la versión de que el asenso de Mesa fue producto de un golpe de “contrarrevolución democrática” y por lo tanto este gobierno es... “más fuerte que el anterior”, Afirman que “Para abortar esta perspectiva - la de una victoria histórica de los explotados bolivianos - se puso en marcha un golpe de Estado de características democratizantes que, desprendiéndose del lastre de Sánchez de Losada, diera una "salida constitucional" al régimen político y social. La cabeza ideológica del golpe democratizante, y su principal organizador, fue la Iglesia. La curia boliviana fue la primera "institución" del poder establecido en pedir la "salida" de Sánchez de Lozada. Le siguió la prensa: "El presidente debe renunciar", decía, "dentro de la legalidad constitucional y en respeto al orden sucesorio". Luego se sumaron los empresarios, defensores de Goñi hasta último momento, y miembros de las organizaciones de derechos humanos. Los militares asintieron con su silencio. El operativo golpista fue apoyado por los enviados de Lula y Kirchner y por la propia embajada norteamericana, convencida por la fuerza de los hechos de la inviabilidad de la permanencia de Sánchez de Lozada en el poder”  y más adelante “No es cierto que el gobierno de Mesa sea un gobierno débil, incluso más débil que el de Sánchez de Lozada. La demostración obvia es que logró desarmar la rebelión popular y puso a todo el mundo detrás suyo, incluidos los antiguos opositores”. Es decir que un gran levantamiento insurreccional tiene como resultado un gobierno burgués más fuerte. En estas contradicciones se diluye la relación de fuerzas establecida entre las clases, asumen una importancia desproporcionada las combinaciones superestructurales que puedan llevar a cabo la burguesía y las direcciones burocráticas. 

Pero, ¿cuál es el motivo de semejantes equivocaciones? La raíz metodológica de estos errores hay que buscarla en el optimismo “alegre”, muchas veces irresponsable, que alienta a diversas organizaciones del centrismo y que tiene como base de análisis un vulgar objetivismo, que solo ve luchas, luchas y más luchas, pero es incapaz de comprender cuales son los limites objetivos y subjetivos de esas luchas, que se niega a ver el conjunto de contingencias opuestas al desarrollo del proceso y que llevan a intentar hacer encajar una realidad nueva, rica en nuevos y complejos fenómenos políticos y sociales en “recetas de manual” –mal aprendidas por cierto- de la revolución rusa. 
2. El problema de los órganos de poder

Antes, durante y después de octubre nuestra pequeña organización propagandizó y agitó la necesidad de desarrollar órganos de poder obrero y popular. Presentamos distintas formulaciones tácticas de esta necesidad vital del levantamiento revolucionario. Primero, como Coordinadora nacional, retomando la experiencia de la Coordinadora de la Guerra del Agua en Cochabamba durante el 2000. Luego, cuando el Ampliado de la COB en Huanuni votó la conformación de Comités de Huelga y Movilización en los departamentos, insistimos en la necesidad de efectivizarlo. Finalmente, planteamos la necesidad de impulsar una Asamblea Popular, basada en delegados de base con mandato de asamblea de todos los sectores, sindicalizados y no sindicalizados, del campo y la ciudad, apoyándonos en que la cuestión de la Asamblea Popular (tomando el antecedente de 1971) comenzaba a ser discutida en los ámbitos sindicales y en la COB. Ninguna otra organización de las que se reclama trotskista en Bolivia ha mantenido una política seria y sistemática de desarrollo de órganos de poder obrero y popular. Tratamos así de expresar y combatir por una estrategia de poder obrero y popular, vale decir, soviética, sin la cual no hay política trotskista.

El abstencionismo sindicalista del POR

El Partido Obrero Revolucionario dirigido por Guillermo Lora, repartió miles de pequeños panfletos en la ciudad de La Paz que tenía como eje central que “el gas será nuestro solo cuando impongamos el gobierno obrero y campesino”. Cualquier marxista mas o menos serio no puede negar la veracidad de semejante afirmación en un sentido histórico y general, pero en un sentido político, inmediato, esta era la peor forma de abstenerse de intervenir con una orientación independiente en una de las mayores crisis de las ultimas décadas. ¿La COB tenia que tomar el poder? ¿Había que coordinar las Juntas Vecinales? ¿Los comités de huelga votados en el ampliado de Huanuni no deberían haber sido impulsados? ¿Qué instituciones, en síntesis, había que crear, que fueran el equivalente en Bolivia de los soviets, es decir, consejos de obreros y campesinos democráticamente organizados?

Es inútil buscar respuesta concreta a estos problemas en los materiales y la agitación del POR durante y después de Octubre. Loss organismos dirigidos por el POR no hicieron nada por impulsar la conformación de Comités de Huelga y movilización votados en Huanuni ante la inacción de los dirigentes de la COB, esterilizando así, políticamente, la acción que podría haber desplegado desde la Federación de Trabajadores del Magisterio Urbano de La Paz, la Federación Universitaria de Cochabamba y algunos centros de estudiantes y sindicatos de menor importancia.

El POR afirma una y otra vez que los órganos de poder serán creación de las masas. Con este latiguillo prohíbe tomar cualquier iniciativa para impulsar ningún tipo de organización superior a los sindicatos existentes.

El POR publica un “balance” en Masas nº 1876 donde afirma que “los cabildos son formas elementales de los soviets, que son las formas organizativas y de acción durante la lucha hacia el gobierno futuro...” Pero decir que los cabildos vendrían a cumplir el papel de los soviets en forma elemental es la mejor manera de no pelear por los mismos. Todo aquel que conozca aunque mas no sea parcialmente el funcionamiento de los cabildos, sabe que incluso sus resoluciones mas progresivas pueden ser pisoteadas al no existir una forma de organización y representación estable de las masas en lucha. Al disolverse el cabildo, nuevamente el control de las decisiones vuelven a manos de los cuerpos dirigentes de las organizaciones sindicales que en la mayoría de los casos no reflejan fielmente el estrado de animo y la voluntad de lucha de las masas movilizadas. 

Finalmente, luego de varios meses desde octubre esta organización continua con un abstencionismo vergonzoso. Por ejemplo, se oponen a la lucha por imponer una Asamblea Popular que se convierta en el instrumento de la clase obrera y el movimiento de masas para organizarse y discutir que salida necesita el país bajo el argumento que sectores burocráticos levantan esta consigna, para refugiarse únicamente en llevar adelante la practica sindical que ha caracterizado a esta corriente durante décadas y que se traduce en el intento de organizar pequeñas luchas sectoriales y estudiantiles sin darles una perspectiva concreta, es decir, sindicalismo y no política revolucionaria desde los sindicatos.

El POR opina que la inmolación de Picahuri “prueba que los oprimidos y explotados se lanzan a consumar la revolución social y a instaurar la dictadura proletaria”
. Sin embargo, pese a esta apreciación, los militantes del POR oponen una cerrada resistencia a la consigna de Asamblea Popular y a cualquier formulación de carácter táctico que de pasos reales hacia la creación de un organismo de tales características. Plantean que los órganos de poder son creación exclusiva del movimiento de masas y que no pueden surgir “de la cabeza de nadie”. Que hay que limitarse a esperar y descubrir cuales son los organismos que las masas van creando en el transcurso de su lucha y movilización, lo que será el momento previo a la insurrección y a la toma del poder. Todo para justificar el abstencionismo y espontaneísmo más burdos.

Finalmente sobre esa afirmación que no corresponde a los revolucionarios proponer formas concretas de organización ya que esto dependería exclusivamente de las masas, Trotsky en líneas siguientes afirmaba: “bajo la presión de las masas, las cuestiones practicas de la construcción de soviets, del modo de representación, de fechas y modalidades de elección, etc., pueden y deben convertirse en objeto de un acuerdo, no solo de todas las fracciones comunistas entre ellas, sino también con los sindicalistas y socialistas que acepten colaborar en la creación de las juntas (soviets N de R). Los comunistas ni que decir tiene, se presentaran en todas las etapas de la lucha con la bandera desplegada.”
 ¿puede haber una diferencia mas clara y tajante entre lorismo-centriismo y el trotskismo?

El respeto desplegado por el POR a las formas de organización establecidas, su negativa a luchar por la sovietización de la COB en décadas pasadas y finalmente su negativa a pelear por el desarrollo de formas de organización democrática de masas en la actualidad, implica una renuncia a combatir seriamente a las distintas variantes de reformismo sindical y por lo tanto, a combatir por una verdadera dirección revolucionaria para la COB y los sindicatos.

Vemos pues que el embellecimiento por parte de los morenistas
, El Militante y otros de la dirección de la COB y su negativa objetiva a pelear por órganos soviéticos se complementa simétricamente con la visión del POR: los mismos ya existen y es en última instancia los dirigentes los que impiden el gobierno obrero y campesino, quedando de esta manera la vanguardia impotente para enfrentar este fatídico destino, o condenada a esperar que nuestros amigos del POR crezcan, como vienen afirmando en seminarios y publicaciones hasta convertirse en la “dirección física” del movimiento de masas y consumen la revolución, eso si, hay que esperar que crezcan respetando los mecanismos electorales de los sindicatos actuales.

A 5 meses de octubre: el ampliado de Huanuni de abril y la bancarrota del “centrismo”

Luego de casi seis meses de los acontecimientos de octubre y de desgaste de la tregua que las direcciones sindicales y políticas del movimiento de masas le dieron al gobierno de Carlos Mesa, la polarización política esta en aumento. Contribuyen a esta situación la subordinación abierta y descarada del gobierno a los intereses de las capitalizadas y en particular al de las petroleras. La eventual suscripción del contrato de venta de gas con Argentina, que dejaría 20 millones de dólares para el país mientras las petroleras en concepto de explotación y exportación se llevarían la suma de 600 millones de dólares amenaza reabrir nuevos y violentos procesos de lucha.

Es en este marco que se llevó a cabo el ampliado de la COB en el distrito minero de Huanuni. La importancia del mismo no es necesario subrayar, no solo por la precaria situación política sino por el escenario en que el mismo se desenvolvió. El ampliado estuvo teñido de retórica “revolucionaria”: “preparar el levantamiento”, “hacia el segundo octubre”, “preparar la insurrección y la toma del poder por parte de la COB” y otras del mismo o mayor calibre. El marco en el que se desenvolvían las propuestas de los distintos sectores era la preparación de jornadas de protestas desde mediados de abril hasta la iniciación de un verdadero plan de lucha que debería iniciarse el 1 de mayo.  ¿Cuál fue el papel del POR? Esta corriente intervino en varias oportunidades a través de miembros reconocidos de la misma. A diferencia del conjunto de la burocracia y de sectores reformistas, el POR planteó correctamente, severas criticas a las declaraciones de Solares de exigir el adelantamiento de las elecciones y posteriormente realizó una magistral cátedra, por parte de la profesora Vilma Plata sobre la crisis de las fuerzas productivas que afectaba al país. Acto seguido se “estrelló” contra la propuesta formulada por nuestra organización
 de llamar a un encuentro de delegados obreros y campesinos para discutir todas las medidas para poner en pie una Asamblea Popular, con el argumento que “los órganos de poder son creación espontánea de las masas” y por lo tanto no se puede plantear ninguna tentativa en este sentido. Ante la exigencia del ampliado de cuál era la moción concreta que planteaba, nuestros amigos del POR afirmaron que lo que correspondía era la lucha por el “gobierno obrero y campesino” mediante el inicio de movilizaciones unitarias sobre la base de las “reivindicaciones inmediatas” mediante un pliego único y que el Comité Ejecutivo de la COB debería abstenerse de negociar sectorialmente las diversas demandas. Si los reformistas planteaban que había que iniciar medidas de lucha a mediados de abril, aunque esto se llevara a cabo sin preparación y organización de las bases, los centristas del POR coincidían plenamente con estos señores. ¿Cuál era la diferencia entre el reformismo y los loristas? Que estos últimos afirmaban el gobierno obrero y campesino. La intención es evidente: convencer de que esta es la única salida. Su objetivo no es superar la lógica de presión de sectores de la burocracia y el reformismo sindical apoyándose en las bases movilizadas y organizadas sino llevara hasta el máximo posible. Vemos pues como el reformismo y el centrismo
 mas allá de las diferencias retóricas, terminan coincidiendo, oponiéndose ambos a permitir el desarrollo de instancias democráticas de los trabajadores de base y preservando las estructuras sindicales existentes tal cual son.

Los honestos militantes del POR deberán ajustar cuentas con la estrategia, programa y política con la organización que durante mas de 60 años uso y abuso de las banderas de trotskismo. Consideramos que ha llegado la hora de poner en pie una representación más decorosa del marxismo revolucionario, es decir del trotskismo, en Bolivia.

¿La COB órgano de poder? O adaptación a las direcciones existentes

Luego de las Jornadas de Febrero, se aceleró un proceso de renovación sindical que ya se había manifestado en las elecciones al SMTMH
 y en los anteriores congresos de la FSTMB
. Esta renovación sindical, que luego se expresaría al interior de la COB con un inconfundible giro a izquierda, estaba expresando que luego de dos años de importantes combates que se iniciaron con la guerra del agua en Cochabamba en el 2000, las viejas direcciones abiertamente colaboracionistas ya no eran funcionales al nuevo estado de animo que imperaba en las bases obreras y populares. Era evidente que este giro implicaría un fortalecimiento relativo de la COB que se manifestaría durante las jornadas de octubre. La pregunta que surge, es si durante estos acontecimientos la COB había llegado a convertirse un verdadero órgano de poder de los trabajadores y por consiguiente de hacerse cargo del poder y de la construcción de un nuevo tipo de Estado, un Estado de los trabajadores.. 

La LIT-CI afirma de hecho que sí. Califica a la COB como órgano de poder, y agita la consigna ¡todo el poder a la COB!  olvidando de esta manera la lucha concreta para que surgieran verdaderos órganos de poder. El MST boliviano afirma lo siguiente: “ (...) Y cuando los trabajadores con gran esfuerzo, han avanzado en la tarea de recuperar su COB, vuelven a surgir nuevamente los Lechines del pasado, que con uno y otro argumento niegan que la COB, pueda ser un órgano para la toma del poder. Cuando fue ésta la que convocó a la Huelga General por la caída de Goni, y por su convocatoria se movilizaron incluso sectores que no están afiliados, como las juntas vecinales, pero que en el último ampliado nacional pidieron ser parte de la COB.” 

Distintas organizaciones se obstinan en señalar que la revolución boliviana de octubre no dio órganos de poder, porque no surgieron los Soviets. Creemos que es un grave error ya que no comprenden que en Bolivia a diferencia de otras revoluciones el órgano de poder es una Central Obrera que unifica a todos los sectores en lucha.

Es cierto que la COB necesita seguir fortaleciéndose, pero eso no niega que hoy es el organismo de doble poder que se dotó la revolución boliviana”
 

Es cierto que la COB actuó como un referente político indiscutible durante los acontecimientos de octubre. Este rol de referente cumplió un valioso papel en unificar mediante el método de la huelga general indefinida y el bloqueo de caminos y en dotar de un norte político -¡abajo Goni!- a la bronca que explotaba por doquier producto de las reiteradas matanzas del gonismo y que tenían como resultado la generalización y profundización del movimiento.

Pero una cosa bastante distinta era ser la expresión orgánica del movimiento de masas. Nos referimos a que en el seno de la COB, no estaban contenidos ni expresados orgánicamente los distintos sectores en lucha, quienes se vieron obligados a usar y convertir otro tipo de instituciones como fueron las juntas vecinales alteñas en instrumentos de organización y lucha. Así por ejemplo podemos ver que luego de la insurrección alteña del 12 y 13 de octubre la COB convocó en esa semana a dos ampliados de emergencia. En el primero no se encontraban mas de treinta o cuarenta organizaciones sindicales, y el segundo tuvo que ser transformado en una apresurada conferencia de prensa ante la inexistencia de delegados. ¿A que se debe esto? Si prescindimos un poco del marxismo de manual al que nos tienen acostumbrados nuestros interlocutores y tratamos de ver cuales han sido las transformaciones de la clase obrera boliviana podremos ver que existen decenas de miles de trabajadores que, producto de la libre contratación, de la precarización del empleo, no se encuentran representados ni expresados en el seno de la central y de los sindicatos
. Pero estos trabajadores encontraron un puesto en la organización de las barricadas y de sus respectivas juntas vecinales. Así mismo, existen varias organizaciones sindicales que a diferencia de las décadas previas a los 80’ se encuentran por fuera de la central, y que durante octubre se vieron obligadas a salir a las calles sin significar esto que reconocieran la autoridad de la COB y aceptaran la disciplina necesaria para poder hablar de un verdadero órgano de poder.

El doble poder embrionario que objetivamente emergió tuvo esencialmente una carácter territorial y se nucleaba alrededor de las asambleas de los barrios y de las juntas vecinales. Este doble poder por ende no gozaba de ningún elemento centralizador, estaba diseminado en las casi 560 juntas vecinales alteñas y esta va a ser la causa que luego de octubre, estas instituciones volvieran fácilmente a sus labores de administración y ejecución de obras de carácter municipal.

¿Podía la COB haberse convertido en un verdadero órgano de poder? Si, pero para eso era necesario sostener una política que como mínimo efectivizara los comités de huelga locales, regionales y departamentales que había votado el ampliado de Huanuni, que buscara la coordinación y centralización democrática de las juntas vecinales
, que pusiera manos a la obra en formalizar los comités de autodefensa y las milicias que espontáneamente apuntaban a surgir al calor de las barricadas, que incorporara a los miles y decenas de miles no sindicalizados que se volcaban a la lucha, que asumiera formas de democracia directa. Los dirigentes de las distintas federaciones y de la central sindical no movieron un dedo en este sentido durante todo el desarrollo de la crisis. Era necesaria una política que lejos de embellecer las debilidades de la central las combatiera buscando dar una expresión orgánica y democrática al amplio movimiento de masas en lucha. De haberse formalizado nuevas instituciones de frente único de las masas para la lucha sobre el principio de la democracia obrera, naturalmente la COB y los sindicatos hubieran jugado un papel central en su constitución. La COB no se constituyó en tal órgano de poder durante octubre y es insostenible afirmar que lo sea hoy. .

No negamos que al calor del combate y del desarrollo de nuevos y más agudos acontecimientos revolucionarios, viejos organismos puedan convertirse en expresiones del poder obrero como fueron la COB y los sindicatos mineros en la revolución del 52’ y en los subsiguientes procesos revolucionarios de nuestro país. Sin embargo la lucha por la sovietización de los mismos es clave para poder derrotar a las direcciones conciliadoras del movimiento de masas. 

Cuando hoy, a varios meses de octubre, el MST formula como política la necesidad de un congreso de la COB, y rechaza cualquier otra formulación que rompa los estrechos marcos organziativos de la central (como puiede ser una Asamblea Popular) no quiere ver que aunque un Congreso podría cumplir un papel progresivo de organización, continuaría sin expresar y representar a los miles de asalariados que hoy se encuentran fuera de la central y que cumplieron un papel destacado en los bloqueos, las barricadas, y finalmente en la insurrección de octubre, para no hablar de los cientos de miles de campesinos e integrantes de los sectores populares que no están efectivamente organizados en la COB.

 Así mismo, olvidan que de darse este congreso por el cual pelean, los mismos se rigen por los mecanismos de representación y elección sindical actualmente vigentes, es decir, el voto secreto e individual que diluye a la vanguardia de la clase obrera en sus sectores mas atrasados y que de ninguna manera se acerca a los mecanismos de democracia obrera –vale decir soviéticos- de representación basados en la revocabilidad y el mandato de las asambleas de base, único funcionamiento que permitiría hacer pesar la experiencia y autoridad conquistada por la vanguardia y desplazar a los sectores conciliadores de los sindicatos, federaciones, confederaciones y finalmente de la misma entidad matriz.

3. La política hacia la policía y las FF.AA
Los acontecimientos de octubre pusieron al orden del día la cuestión militar y el armamento de los trabajadores y el pueblo frente a la brutal represión gonista. Estamos orgullosos de las masas que con los pocos elementos que contaban, y pese a sus direcciones, hicieron maravillas durante estas jornadas desplegando su espontaneidad y creatividad. 

Una de las lecciones fundamentales de Octubre es la necesidad de una política militar revolucionaria sistemática. Sin ella no se podrá preparar a la vanguardia obrera y popular para nuevos estallidos de guerra civil como los que muy probablemente teñirán el proceso revolucionario en los próximos años. Nuestra organización agitó la necesidad de poner en pie organismos de autodefensa –comités de vigilancia, piquetes, etc.- en el camino de desarrollar las milicias obreras y campesinas. Planteamos también la necesidad de una política hacia la base del ejército y la policía para quebrara la disciplina y romper su cohesión interna y contra las posiciones de la COB y casi toda la izquierda, denunciamos el rol que se les concedía a los “patriotas” Mayores Vargas, Tte. Cnel. Ugarte, etc, para que hablaran al movimiento de masas en Ampliados y movilizaciones. 

Sin embargo las corrientes que se reclaman revolucionarias no estuvieron a la altura de los problemas y tareas planteadas.
La ausencia de una política militar independiente

En Bolivia, la adaptación a las institucions más reaccionarias del estado burgués: el Ejército y la policía, ha sido convertida en norma programática por el POR boliviano. 

Como subproducto de su adaptación al MNR en el 52’ y el mito creado de que la acción conspirativa de los carabineros durante la revolución demostrarían que el ejercito y la policía boliviana obedece a leyes “excepcionales” que las hacen permeables a la propaganda marxista revolucionaria. Sobre este presupuesto
, Lora erigió la “teoría”, de que a las instituciones armadas bolivianas se las puede quebrar verticalmente, es decir, ganando todo un sector de la oficialidad joven sobre la base de la propaganda sistemática. Con este armazón desplegó la política de “Vivo Rojo”, tratando de “convencer” a un sector de la oficialidad “joven y patriota” de las ventajas del socialismo. Durante el levantamiento de Octubre, esta concepción llegó al extremo que en la ciudad de La Paz luego de la masacre y posterior insurrección alteña, los militantes poristas en los cabildos llamaban a las instituciones armadas –léase bien a las instituciones y no a la tropa- a dar vuelta sus fusiles. 

En un volante repartido por el Comité Regional de Oruro de esta organización durante el 13 de octubre y abordando la cuestión militar, en el punto 3 se puede leer: “el éxito de la actual lucha depende de que las masas movilizadas logren armarse de inmediato con sus propios medios e iniciativas y mediante la conquista política de los jóvenes oficiales, sub oficiales, y clases del ejercito y la policía para que vuelquen sus fusiles contra la burguesía vende patria, armen al pueblo y se integren a la revolución social para implantar el gobierno de obreros, campesinos,  soldados y pueblo.”
 Pero, lo que olvidan estos compañeros, es que el movimiento de masas intentó armarse como pudo, que no existieron instructivas ni recomendaciones especiales de ningún organismo sindical y que lamentablemente las organizaciones sindicales que dirige el POR, como el magisterio paceño, o donde podrían tener influencia como en el Alto,  tampoco se pusieron a la cabeza de esta primordial tarea. La apelación a las FF.AA. en cuanto tales suele combinarse con el espontaneísmo abstracto del “¡Bolivianos, armarse!”. ¿Cómo, en qué organismos, etc.? no interesa al POR. 

En Masas del 2 de mayo del presente, esta organización reproduce una carta de agradecimiento dirigida a Guillermo Lora de julio de 1984 de nada menos que del comando en jefe de las FFAA de la Nación, firmada por el general de brigada Raúl Ramallo Velarde, por un seminario dado a la institución militar
. La reproducción no es casual en momentos en que la perspectiva de nuevos levantamientos populares y contragolpes militares esta flotando en el ambiente y por lo tanto la cuestión del armamento y que política tener hacia las FFAA y la policía volverá a ocupar espacios destacados para las corrientes de izquierda. Es un guiño a las instituciones represivas y otro guiño a los sectores populares para sembrar confianza en estas instituciones represivas. 

Obedece a una concepción que considera a las instituciones represivas del estado como una universidad o una fuente de trabajo más. Particularmente a nosotros, los marxistas revolucionarios, nos daría vergüenza recibir halagos de la institución responsable de tantos asesinatos y masacres vertidas a los trabajadores y al pueblo boliviano a lo largo de su historia.

Esto, sin embargo se agrava, ya que deposita confianza en que las instituciones armadas pueden quebrarse solo sobre la base de la propaganda. 

Las lecciones que tenemos de Lenin, Trotsky y de todas las experiencias revolucionarias que conocemos del siglo XX, se basan en las acciones independientes del movimiento obrero y de masas. Es decir, que tanto el ejército y en casos excepcionales la policía, pueden quebrarse solo por la acción violenta, organizada y revolucionaria del movimiento de masas. Depositar confianza simplemente en la propaganda hacia la oficialidad o en la acción espontánea de las masas, liquida al partido como vanguardia comunista, como organizador del movimiento de masas y finalmente como artífice ultimo de la revolución proletaria. Lenin afirmaba que “todo movimiento verdaderamente popular” produce “inevitablemente... la vacilación de las tropas”, pero que “el cambio de frente” de éstas no es “un acto simple, único, resultante del convencimiento”, sino el fruto de una “verdadera lucha por ganarse el Ejército”.
 Esa lucha es imposible, según Trotsky, sin “la milicia obrera” que “con el apoyo de toda la clase... deberá derrotar, desarmar y aterrorizar a las pandillas de bandidos de la reacción y franquear el camino hacia la fraternización revolucionaria con el Ejército.”
 

El Militante: de la adaptación política frente a la burocracia sindical, al semipacifismo

En el segundo caso, es decir en la adaptación política a las instituciones armadas, el resultado es similar y en casos como en El Militante, afirmar que Dada la situación actual, existe la posibilidad de transferir pacíficamente el poder, o con una violencia mínima. Pero las vacilaciones sólo sirven para dar tiempo a la reacción para que se reagrupe y reorganice, haciendo inevitable un futuro más sangriento.”
 (El Militante en Octubre) es caer en un vulgar semipacifismo. ¡En octubre, tras el violento estallido de guerra civil que precedió la caída de Goni, decir esto! Estas afirmaciones de Alan Woods y su corriente lindan con el vulgar reformismo, y sólo pueden contribuir a desarmar a los trabajadores y el pueblo frente a las amenazas de guerra civil, golpes militares, nuevas masacres, que la burguesía estará dispuesta a llevar a cabo. Por otra parte, encubre el papel de las direcciones sindicales en su negativa a organizar la autodefensa de masas ni centralizarla, y mucho menos, a darle permanencia a los elementos de autoarmamento logrados por las masas.

Naturalmente, esta posición no es “inocente”. Le hace el juego a la política de las direcciones que no quieren enfrentar ni quebrar a las FF.AA. y la policía, sino ganarlas para su política de colaboración de clases. Luego de los acontecimientos de febrero, el desarrollo de una estrategia frente populista, que deposita confianza en sectores de la oficialidad militar y policial adquirió considerable fuerza. Importantes sectores de la COB y de diversos organismos sindicales y sociales durante los acontecimientos de octubre daban un especial énfasis a “convencer” a las instituciones armadas que la lucha emprendida no era contra ellos, e incluso esperaban que se produjera un levantamiento de estos sectores que pudiera preparar una salida de fuerza de “izquierda” y “popular”, similar a la intentona llevada adelante en Ecuador por Gutiérrez en enero del 2000. La devaluación por parte del POR, de El Militante y otros que se reclaman trotskistas en la formulación de una política militar independiente, así como la negativa a combatir la política de los dirigentes sindicales que llaman a depositar confianza en sectores de la institucionalidad, se convierte no solo en una capitulación política sino en una adaptación estratégica a una de las variantes frente populistas que la burguesía utilizará para evitar el camino de la revolución socialista y del poder obrero.

Segunda parte

La cuestión de la Asamblea Constituyente 

y la lucha por el Gobierno obrero y campesino
“Las cuestiones de las consignas democráticas, la utilización de las elecciones y luego de las Cortes, son cuestiones de táctica revolucionaria, que están subordinadas a la cuestión general de la estrategia. Pero las formulaciones estratégicas más acabadas no valen para nada, si no se encuentra en cada momento una solución táctica para ellas.”
Por un manifiesto de la Oposición 

sobre la Revolución Española 

(Trotsky, Carta al S.I., 18 de junio de 1931)
Nuestra organización ha venido sosteniendo la necesidad de luchar por imponer una Asamblea Constituyente revolucionaria durante los últimos meses (en otro artículo exponemos nuestra posición con detalle). Esta consigna ha sido profusamente criticada tanto por corrientes que hacen gala de un inveterado oportunismo como El MIlitante, la LIT-CI, las corrientes sectarias tipo POR de Lora y otras como el Grupo Internacionalista de EUA
. Han afirmado en reiteradas oportunidades que quienes pelean por esta consigna le hacen el juego a la burguesía y por lo tanto la misma cumple un papel contrarrevolucionario. 

Nuestra organización, octubre y la lucha por el poder obrero

Durante el levantamiento de octubre, nuestra organización, la LOR-CI, sostuvo durante estos agitados días, distintas consignas que intentaban dotar a la clase obrera y al movimiento de masas de una orientación que permitiera ir desarrollando la movilización y organización del movimiento de masas en un sentido independiente. Así en los tres suplementos de Lucha Obrera que editamos en esas semanas, en los 7 volantes repartidos durante el desarrollo de la crisis y en todas nuestras intervenciones publicas como asambleas de algunas juntas vecinales, cabildos y ampliados de la COB, se pueden encontrar distintas formulaciones que permitieran avanzar en este sentido, como a fines de septiembre y luego de la masacre de Warisata la demanda de una coordinadora nacional de las organizaciones obreras, campesinas y populares para definir un plan de lucha unificado, luego del ampliado de Huanuni los primeros días de octubre, donde se define la convocatoria a la Huelga General Indefinida y a la conformación de comités de huelga en los distintos niveles, tanto locales como regionales, optamos por dar el mayor impulso a esta formulación que la realidad colocaba en el orden del día. Los problemas de abastecimiento que ya empezaban a hacerse sentir en las zonas mas empobrecidas, así como las cuestiones referidas a la autodefensa y el armamento de masas, la protección de las movilizaciones y el control sobre provocadores merecían formas de organización más amplias que los sindicatos. Este papel lo empezó a cumplir las juntas vecinales, sin embargo por su carácter eminentemente territorial-vecinal, así como por su inevitable composición multiclasista eran insuficientes para elevarse mas allá de terreno local. Esto se pudo evidenciar luego de la insurrección alteña del 12 y 13 de octubre donde el control de la ciudad estaba en manos de los manifestantes por una semana y sin embargo no se logró centralizar ni siquiera en el ámbito local. En este momento desde la LOR-CI intentamos articular el conjunto de las demandas nacionales con las que específicamente permitieran dar saltos en la consolidación y organización de la ciudad insurrecta. La consigna de comuna alteña sobre la base de las juntas vecinales, los sindicatos y la Central Obrera Regional que se hiciera cargo, formalmente, de la dirección y del gobierno municipal habría sido un valioso ejemplo, sobre el gobierno obrero y campesino y la necesidad de extenderlo e implantarlo en forma nacional y generalizada para el conjunto del país y habría debilitado enormemente cualquier salida de carácter constitucional burgués, como la de Mesa.

Este conjunto de consignas de carácter organizacional se coronaba con la consigna, de inevitable carácter propagandístico, de gobierno provisional de las organizaciones obreras, campesinas y populares en lucha que, sobre la base de las ruinas del régimen actual, es decir el de Goni y el de Mesa, convocara a una Asamblea Constituyente Revolucionaria, para discutir el conjunto de las demandas del movimiento de masas como es el problema de los hidrocarburos, la reversión al estado de las capitalizadas, la tierra, el territorio de los pueblos originarios, la coca etc. Este carácter subordinado de la consigna de Constituyente a un gobierno provisional de las organizaciones obreras y populares es el que resulta incomprensible para nuestros críticos, pero que tiene una importancia de primer orden a la hora de forjar una real alianza obrera y campesina, una real alianza de la clase obrera con la legitima aspiración de carácter nacional de aymaras, quechuas y guaraníes y una importancia de primer orden si no se quiere capitular a las trampas constitucionalistas que la burguesía ha puesto en movimiento. Desarrollamos en las líneas siguientes, los aspectos esenciales a los que da respuesta la consigna de Constituyente Revolucionaria, así como lejos de un dogma forzado, permite intervenir en forma activa en el actual proceso revolucionario, proceso que, como todos en la historia, tiene características particulares determinadas por los cambios estructurales y subjetivos sufridos por la clase obrera y el movimiento de masas en los últimos años.

Nuevamente sobre el marxismo de manual y la realidad objetiva

Todos los críticos de la consigna de Asamblea Constituyente Revolucionaria, parten de su sobreexcitada interpretación que “ahora podríamos tomar el poder”. Se tiende a despreciar los determinantes estructurales y de la lucha de clases, tanto internacionales como nacionales, que en las ultimas dos décadas han moldeado a este nuevo movimiento obrero y de masas y por lo tanto cuales son las características subjetivas con que empieza a intervenir en la historia. El objetivismo del centrismo de origen trotskista es tal que son incapaces de comprender las aspiraciones de amplios sectores del movimiento de masas, cuales eran los motivos que los impulsaban a luchar y a movilizarse, y en definitiva cual era la relación que establecía esa masa multiforme entre sus necesidades estructúrales y el régimen democrático burgués
.

Nuestros críticos se niegan a ver que las masas bolivianas irrumpen a la vida política con fuertes ilusiones de carácter democrático, de hacer pesar la voz y la voluntad de la mayoría. Esto que se repite en todo proceso revolucionario que se inicia, como lo vio Trotsky no sólo en China del 20’, o España de los 30’ sino en la India, Indochina, etc. ha sido agudizado por la experiencia que el movimiento de masas ha realizado en las ultimas dos décadas, donde la forma en que cayó el estalinismo, que para el movimiento de masas era la expresión del socialismo realmente existente, y la campaña ideológica desplegada por el imperialismo, y las diversas variantes reformistas, de que el único régimen realmente posible es el de la “democracia”, ha calado profundamente en el seno de la subjetividad obrera, campesina y popular. 

No ver esta realidad lleva a no comprender como por ejemplo la política de reacción democrática desplegada por el imperialismo y las burguesías nativas en el continente americano pudo sostenerse durante mas de 20 años, pese a la aplicación de salvajes reformas estructurales que fueron pagadas por la clase obrera y los sectores populares de nuestro continente. Este fenómeno por cierto bastante excepcional para los países semicoloniales pero de innegable realidad actual y ante el agotamiento del llamado modelo “neoliberal” es el que ha dado bases materiales a una nueva estafa como es el programa de la democracia participativa, programa impulsado por los partidos y organizaciones reformistas en el continente, y el MAS  de Evo Morales aquí en Bolivia, pero que se apoya en la visión que tiene el movimiento de masas de que “otra democracia” es posible. ¿Cómo tendrían los revolucionarios que enfrentar esta nueva estafa? ¿Cómo ayudar a la clase obrera y al movimiento de masas a elevarse desde este nivel de subjetividad hasta la lucha por su propio poder? ¿Solo con propaganda sobre las ventajas de la dictadura del proletariado, es decir, de manera pedagógica y profesoral?

El segundo aspecto que olvidan nuestros interlocutores, es el hecho de que un importante componente de los procesos de lucha y de resistencia en nuestro continente durante los últimos años ha sido y continuara siendo por un tiempo, el movimiento campesino y los pueblos indígenas, quienes tienen como motores de su movilización demandas de carácter democrático económico, como es tierra, libre producción de coca, créditos, etc., cultural y político, es decir hacer pesar su innegable mayoría numérica en los asuntos públicos frente al control monopólico de las palancas del estado de una minoría “blancoide” como gustan llamar. La burguesía luego de la revolución del 52’ se vio obligada a realizar importantes concesiones democrático formales con relación a los pueblos originarios, sin embargo todas esas concesiones democráticas, de carácter liberal, lo que hicieron no fue resolver el problema de la discriminación racial, sino que la hicieron más sutil y por ello más brutal e irritante. La gran mayoría de esta población oprimida es probable que no porte una ideología socialista, y es probable que no este dispuesta a movilizarse por “nuestra dictadura proletaria”, pero lo que si estamos seguros es que es capaz de realizar grandes movimientos de carácter objetivamente revolucionarios para satisfacer sus aspiraciones de igualdad, apoyándose en su enorme peso numérico en el país. 

Al despertar a la vida política en el 2000 luego de años de reflujo y resistencia contra la ofensiva burguesa e imperialista, el movimiento de masas lo hace con fuertes aspiraciones democráticas. 

El criterio de democracia, basado esencialmente en el concepto de “mayoría” es un concepto estrictamente formal y es el que pone sobre la mesa el problema de las tareas democrático formales, cuya máxima expresión es el de la Asamblea Constituyente “realmente democrática”, valga la redundancia. La clase obrera no podrá ganar la confianza de las amplias masas campesinas e indígenas rurales y urbanos, para soldar la alianza obrera y campesina sino es sobre la lucha decidida y hasta el final por las demandas campesinas, no solo económicas sino además y esencialmente, políticas.

La Constituyente y la alianza obrera, campesina y popular

Los acontecimientos de octubre evidenciaron en forma objetiva una unidad grandiosa entre la ciudad y el campo, entre los obreros de Huanuni y los decenas de miles de precarizados de la ciudad alteña con las columnas campesinas que ingresaban a la ciudad de El Alto y La Paz luego de la insurrección. Una unidad que se manifestaba en la voluntad común de no ceder en los bloqueos y movilizaciones, que se manifestó en las innumerables muestras de solidaridad en las ollas comunes y en la organización del abastecimiento, hospedaje e infinidad de tareas que demandaba el levantamiento. Sin embargo, el punto político que dotaba de unidad a estas clases y sectores de clases distintos, era la exigencia de que “el gringo se vaya”; era una unidad lograda por las brutalidades y la represión salvaje del mismo régimen, por eso mismo no era suficiente para garantizar su cristalización en organizaciones permanentes e incluso en una salida política común. Los revolucionarios no nos contentamos con la acción mancomunada y espontánea de obreros y campesinos, sino que buscamos que esta cristalice en organizaciones permanentes, capaces de organizar al movimiento de masas para la victoria y para que esos organismos sean la base para la constitución de un nuevo estado, un Estado socialista, y es aquí donde la utilización táctica de las consignas democráticas, como la de una Constituyente verdaeramente libre y soberana, s decir, impuesta mediante la movilización sobre las ruinas del régimen actual ( o sea, Revolucionaria) adquiere un papel central.

La alianza obrera y campesina

La demanda de Asamblea Constituyente empezó a tomar cuerpo en los cabildos y asambleas posteriores a la guerra del agua en Cochabamba, en abril del 2000. Las organizaciones que nuclean a los pueblos originarios y a las organizaciones campesinas junto con el MAS, fueron las que con mas fuerza la exigieron durante los últimos años, especialmente desde las marchas por tierra y territorio durante los 90’, e instalaron la discusión al interior del conjunto de la sociedad boliviana. El 28  de marzo la coordinadora de organizaciones indígenas de Bolivia convocó a un seminario que tuvo como participantes a prácticamente todo el arco iris político y social del país para discutir como se incorporaba a los pueblos indígenas y sus demandas en la Constituyente que prepara Mesa. Se objetara que estos eventos son parte de la política de la burocracia sindical e indígena –burocracia a la que por otra parte se le ruega que tome el poder- de colaborar en la trampa que prepara la burguesía. Sin embargo, es del todo evidente, que las masas campesinas e indígenas del país tienen sus ojos puestos en la concreta y próxima Constituyente y no en la abstracta, por ahora, Republica Socialista. La clase obrera necesita ganar la confianza de este amplio movimiento indígena y campesino si quiere realmente acaudillar al conjunto del movimiento de masas en la lucha por su propio poder. Pero ganar la confianza significa convertirse en la vanguardia de la lucha de las reivindicaciones de todo el pueblo, no solo en los estatutos del la COB como algunos vulgarizadores creen sino en las acciones políticas que sea capaz de llevar contra la burguesía no solo en el terreno de las reivindicaciones inmediatas sino y esencialmente en el terreno político. 

Trotsky vio con claridad este problema en las tareas que se le planteaban a los comunistas españoles: “Si la crisis revolucionaria se transforma en revolución, superará fatalmente los límites burgueses y, en caso de victoria, deberá entregar el poder al proletariado; pero el proletariado no puede dirigir la revolución en dicha época, es decir reunir alrededor suyo las más amplias masas de trabajadores y de oprimidos y convertirse en su guía, más que a condición de desarrollar actualmente, con sus reivindicaciones de clase y en relación con ellas, todas las reivindicaciones democráticas, íntegramente y hasta el fin. 

Esto tendría ante todo una importancia decisiva en lo que concierne al campesinado. Este no puede conceder al proletariado su confianza a priori, aceptando como prenda verbal la dictadura del proletariado. El campesinado, como clase numerosa y oprimida, ve inevitablemente en una cierta etapa, en la consigna de democracia, la posibilidad de dar la preponderancia a los oprimidos sobre los opresores. El campesinado relacionará, inevitablemente, la consigna de la democracia política con reparto radical de las tierras. El proletariado asume abiertamente el apoyo de estas dos reivindicaciones. En el momento oportuno, los comunistas explicarán a la vanguardia proletaria por qué camino estas reivindicaciones pueden ser realizadas, sembrando de esta manera la semilla del sistema soviético futuro”.
   
La alianza obrera y campesina, como lo evidenció la revolución rusa, solo puede realizarse sobre la lucha irreconciliable contra las direcciones del movimiento campesino que se arrastran detrás de la burguesía. Es necesario oponer las legitimas aspiraciones y reivindicaciones democráticas del movimiento campesino y de los sectores empobrecidos y no proletarios de las ciudades a sus direcciones que con sus actos terminan liquidando las aspiraciones de las bases que dicen representar. En Bolivia, nos guste o no, es la dirección pequeño burguesa del MAS y del MIP la que hoy concentra las aspiraciones del movimiento agrario. Frente a la constituyente “concertada” que solo discutirá aspectos estrictamente jurídico formales como es lo que se refiere a autonomías regionales, e infinidad de banalidades mas, ¿qué debemos oponer los revolucionarios para desenmascarar este fraude? Al inicio del proceso revolucionario Trotsky planteaba  que: “Este camino supone, por parte de los comunistas, un lucha resuelta, audaz y enérgica, por las consignas democráticas. No comprenderlo sería cometer la mayor falta sectaria. En la etapa actual de la revolución, en el terreno de las consignas políticas, el proletariado se distingue de todos los otros grupos "izquierdistas" de la pequeña burguesía, no por el hecho de que niega la democracia, como lo hacen los anarquistas y sindicalistas, sino por el hecho de lucha resuelta y abierta por esta consigna, al mismo tiempo que denuncia implacablemente las vacilaciones de la pequeña burguesía.”

La negativa de sostener enérgicamente la consigna de Constituyente Revolucionaria por parte del MST de la LIT-CI y el POR para desenmascarar la actual constituyente en marcha, atenta contra la posibilidad de que la clase obrera pueda erigirse en caudillo de la nación oprimida en lucha por la satisfacción plena de todas las demandas democráticas, los reduce a un doctrinarismo estéril en el caso del morenismo y en el caso del POR al abstencionismo mas abyecto. Analicemos en las líneas siguientes a estas dos expresiones de adaptación al actual régimen y de capitulación a las distintas formas de la burocracia y de las organizaciones reformistas.

El POR,  la alianza obrera y campesina y el FRA

Para el POR, según sus normas programáticas, la tan mentada alianza obrera y campesina solo se lograra mediante un Frente Revolucionario Antiimperialista, (FRA) es decir, no como lo hizo el bolchevismo y lo plantea Trotsky en reiteradas oportunidades en lucha tenaz y sistemática labor de desenmascaramiento contra las direcciones pequeño burguesas, sino en alianza con ellas. Si durante octubre el POR no se atrevió a agitar esta consigna es por la forma particular de cómo se abrió esta situación revolucionaria. Los reformistas actuales (MAS, MIP, M-17 o Solares), no hablan de socialismo como los reformistas de los 70’ con los que el POR firmó un acuerdo de carácter estratégico
, son “demócratas”. Seria extremadamente complicado al POR proponerle a la vanguardia que hay que hacer un frente con Evo, o con Solares, o el Mallku.

Sin embargo, en esta situación revolucionaria, caracterización que el POR comparte, ¿cómo pelear por la alianza obrera y campesina? No hay respuesta. Si en los 70’ el POR podía “inventar” todo tipo de argumentos para justificar su alianza con los reformistas, debido a que estos se veían obligados a hablar de socialismo y gobierno obrero y mucha palabrería mas, hoy los acontecimientos de octubre tienen el merito de haber enterrado definitivamente la estrategia del lorismo de firmar acuerdos con los reformistas en nombre de la alianza obrera, campesina y popular. Esta es una de las causas de la pasividad, abstencionismo y confusión en las filas loristas durante los grandiosos acontecimientos de octubre. Los honestos compañeros que saquen las lecciones revolucionarias de estos acontecimientos deberán ajustar cuentas con la estrategia desplegada por el POR en varias décadas de acción política y retomar la experiencia del bolchevismo y el trotskismo si se desea construir realmente un partido revolucionario en Bolivia.

La capitulación al “partido sindical”

La izquierda boliviana ha sido la expresión y componente en diversas formas de lo que hemos denominado “el partido sindical” –es decir, a la burocracia sindical y las formas políticas y organizativas que ésta impone en los sindicatos-. Las organizaciones que se reclamaron trotskistas encontraron por esta vía, pese a ser las “fracciones” ubicadas mas a la izquierda, su adaptación y capitulación en ultima instancia al régimen burgués. Nuevamente y con la negativa a sostener las consignas que enfrenten la trampa de la constituyente de Mesa, son incapaces a la vez de enfrentar con éxito el papel del reformismo sindical.

Durante el mes de marzo Solares y algunos importantes representantes sindicales han empezado a agitar la consigna de elecciones anticipadas, “para evitar un golpe de la derecha”, sobre la base, ni duda cabe, de la legislación y la institucionalidad actual, es decir sobre la base de mantener el régimen de democracia para ricos que ha regido en las ultimas dos décadas. Trotsky decía que era preferible un buen demócrata a un mal socialista, ya que esto necesariamente lo llevaba a chocar contra toda la estructura legal y económica que la burguesía ha construido. Solares se reclama “socialista”, mas aun, “revolucionario”, pero su práctica política y sus declaraciones políticas nos dicen que se ubica en el campo de la “democracia”, es un demócrata, pero además es un mal demócrata. ¿Por qué un mal demócrata? Porque si en algún momento se desarrolla una intentona golpista, esta viene de las mismas entrañas de esta democracia para ricos, desde el congreso y de sus partidos como el MNR y el MIR y por lo tanto no se la puede defender con los instrumentos de este mismo régimen responsable de cientos de asesinatos, encarcelamientos y sistemática exclusión de las grandes mayorías.

Tanto el POR, como el MST y también El Militante, al negarse a sostener la consigna de Asamblea Constituyente Revolucionaria, actuando como un ala de izquierda del “partido sindical” se privan de la posibilidad de enfrentar la mezquina propuesta de la burocracia sindical. 

No solo que es imposible mostrar los limites y la política abiertamente reformista de los dirigentes sindicales, sino que condena a los revolucionarios en Bolivia a aislarse el movimiento de masas. Volviendo a citar a Trotsky: “Hay en el mundo gentes que se permiten llamarse marxistas y que manifiestan un espléndido desprecio por consignas tales como, por ejemplo, la del sufragio universal igual, directo y secreto para los hombres y las mujeres a partir de los dieciocho años. Sin embargo, si los comunistas españoles hubieran lanzado a su tiempo esa consigna, defendiéndola en discursos, artículos y manifiestos, habrían adquirido una popularidad enorme. Precisamente porque las masas populares de España están inclinadas a exagerar la fuerza creadora de las Cortes, es por lo que todo obrero consciente, todo campesino revolucionario quieren participar en las elecciones. No nos solidarizamos ni un instante con las ilusiones de las masas; pero lo que tienen de progresivo dichas ilusiones debemos utilizarlo hasta el fin; de lo contrario, no somos revolucionarios, sino unos despreciables pedantes. Aunque no sea más que porque la reducción de la edad electoral interesa vivamente a muchos millares de obreros, de obreras, de campesinos y campesinas. Y ¿a cuáles? A los jóvenes, a los activos, a los que están llamados a realizar la segunda revolución. Oponer estas jóvenes generaciones a los socialistas que se esfuerzan en apoyarse en los obreros de más edad, constituye la misión elemental e indiscutible de la vanguardia comunista”. 

No sostener una política que permita desenmascarar y enfrentar la estrategia y la política de las direcciones reformistas en la arena en la que se vienen desenvolviendo, es decir la de la “democracia” es la mejor manera de permitir que estas trampas de carácter burgués alcancen buen puerto, y que los revolucionarios nos privemos la posibilidad de enfrentar en este terreno decisivo a Solares, Morales, Quispe o de la Cruz.

El cretinismo antiparlamentario

La existencia de una lógica completamente sindicalista, ha llevado a que las organizaciones obreras se abstengan de participar en política. Aun hoy existen importantes sectores de la dirigencia sindical que ven como una variedad de oportunismo la posibilidad de construir un partido que se anime a participar en las elecciones burguesas. Esto ha tenido como consecuencia que mientras en el sindicato los trabajadores hacían gala de un lenguaje radicalizado, en el ámbito político se veían arrastrados detrás de cualquier alternativa partidaria burguesa y en el ultimo año detrás del reformismo del MAS y del MIP. El POR, lejos de combatir esta concepción, se adaptó rabiosamente a la misma. Como planteaba Trotsky en polémica con el estalinismo de los 30’ – que en ese momento era caracterizado no como contrarrevolucionario sino como centrista- afirmaba lo siguiente con relación a un articulo publicado en Pravda sobre la revolución española: “La reivindicación de la jornada de siete horas, lanzada por la Pravda, es muy justa, extraordinariamente importante e inaplazable. Pero, ¿se puede plantear esta reivindicación de un modo abstracto, ignorando la situación política y los fines revolucionarios de la democracia? Al hablar únicamente de la jornada de siete horas, de los comités de fábrica y del armamento de los obreros, ignorando la política, sin mencionar ni una sola vez en sus artículos las elecciones a Cortes, Pravda hace el juego al anarcosindicalismo, lo alimenta, lo cubre. Sin embargo, el joven obrero, al cual los republicanos y los socialistas privan del derecho al voto, a pesar de que la legislación burguesa lo considera suficientemente maduro para la explotación capitalista, o al cual se quiere imponer la segunda cámara, en la lucha contra estas ignominias, querrá mañana volver la espalda al anarquismo y tender la mano hacia el fusil. Oponer la consigna del armamento de los obreros a los procesos políticos reales que arrastran vigorosamente a las masas, significa aislarse de estas últimas y aislar a éstas de las armas.” 

En Bolivia, el papel del anarquismo y su cretinismo antiparlamentario lo cumple el “partido sindical” y en este aspecto, justo es decirlo, un papel similar al del estalinismo español, que le capitulaba vergonzosamente, lo cumple el POR. Las demandas que el POR agita sistemáticamente como ser el salario mínimo vital con escala móvil, la escala móvil de horas de trabajo, tierra para los campesinos, a veces el slogan de “bolivianos armarse”, y otras, que tomadas aisladamente son de importancia decisiva, al no estar articuladas a las demandas políticas y al conjunto de la situación nacional pierden fuerza y terminan convirtiéndose en una expresión radicalizada de una estrategia meramente sindical y de presión sobre el estado burgués.

“Durante un cierto periodo, todas las cuestiones de la revolución española aparecerán, en una u otra forma, a través del prisma del parlamentarismo. Los campesinos esperarán, con una tensión extrema, lo que digan las Cortes a propósito de la cuestión agraria. ¿No es fácil comprender la importancia que podría tener en las condiciones actuales un programa agrario comunista sostenido desde la tribuna de las Cortes? Para esto son necesarias dos condiciones: hay que tener un programa agrario y conquistar un acceso ala tribuna parlamentaria. Ya sabemos que no son las Cortes las que resolverán el problema de la tierra. Es necesaria la iniciativa audaz de las propias masas campesinas. Pero para una iniciativa semejante las masas tienen necesidad de un programa y de una dirección. La tribuna de las Cortes es necesaria a los comunistas para mantener el contacto con las masas. y de este contacto nacerán los acontecimientos que desbordarán las Cortes. En esto consiste el sentido de la actitud revolucionaria - dialéctica hacia el parlamentarismo. 

¿Cómo se explica, entonces, el hecho de que la dirección de la IC guarde silencio sobre esta cuestión? Únicamente porque es prisionera de su propio pasado. Los estalinistas rechazaron demasiado ruidosamente la consigna de la Asamblea Constituyente para China. El VI Congreso estigmatizó oficialmente como "oportunismo" las consignas de la democracia política para los países coloniales. El ejemplo de España, país incomparablemente más avanzado que China e India, pone al descubierto toda la consistencia de las decisiones del VI Congreso. Pero los estalinistas están atados de pies y manos. Como no se atreven a incitar al boicot del parlamentarismo, sencillamente se callan. ¡Que perezca la revolución, pero que se salve la reputación de infalibilidad de los jefes!””

Estas elaboraciones llevadas a cabo por Trotsky frente al centrismo estalinista de los primeros 30’, creemos se ajusta perfectamente a la realidad boliviana y al POR. Esta organización, negó sistemáticamente el rol que cumple el parlamentarismo burgués como mecanismo de dominación actual. Afirmaron lisa y llanamente “que la democracia burguesa en Bolivia no existía” desarmándose así para enfrentar el desvío electoral del 2002, la salida reaccionaria del recambio constitucional el 17 de octubre (nada menos!) y hoy, las trampas como la del referéndum, las próximas municipales o la Asamblea Constituyente amañada entre Carlos Mesa y el Congreso.

Los soviet, la Asamblea Popular y la Asamblea Constituyente Revolucionaria

A partir del 17 de octubre y en momentos en que era evidente la sucesión presidencial y la inevitable suspensión de la huelga y los bloqueos, debido esencialmente a la política sostenida durante las semanas previas por parte de las direcciones oficiales, nuestra organización que había sostenido durante ese tiempo consignas que permitieran avanzar en la organización del movimiento de masas con formas sovietistas para la lucha, decidió llevar adelante una formulación distinta, y a la vez superior para la construcción de órganos de carácter soviético: la lucha por una Asamblea Popular. Pese a su carácter efímero, este tipo de organismo fue la expresión mas alta del frente único de masas llevado a cabo por los trabajadores y las masas bolivianas durante los primeros meses del 71’ antes de su aborto producto del golpe de estado banzerista de agosto del mismo año
. La importancia de la lucha por el desarrollo de órganos de carácter soviético esta fuera de toda duda. Ya hemos discutido los limites objetivos que en estos momentos posee la COB para cumplir tal fin. Sin embargo, aunque este organismo tuviera algunos elementos soviéticos, la importancia de las consignas democráticas radica en que permitirá fortalecerlos mediante la alianza obrera y campesina. Esta relación entre los órganos soviéticos, que tienen un carácter estratégico y el carácter subordinado pero de extrema importancia de las consignas democrático formales, en especial la de Asamblea Constituyente la podemos apreciar en la siguiente formulación de Trotsky dirigida a los comunistas españoles con respecto a las cortes constituyentes de conciliación que preparaba la burguesía: “¿Pero si se boicotean las Cortes, en nombre de qué se hace? ¿En nombre de los soviets? En mi opinión, sería erróneo plantear así la cuestión. No se puede, en este momento, unir a las masas de las ciudades y de los campos mas que a base de las consignas democráticas. Entre éstas figura las Cortes Constituyentes, elegidas a base del sufragio universal igualitario, directo y secreto. Creo que, en la situación actual, no podéis pasar de esta consigna. Porque, finalmente, no existen todavía soviets. Los obreros españoles no saben nada -por lo menos por experiencia- sobre lo que son los soviets. ¿Y qué decir entonces de los campesinos? Por otra parte, la lucha con motivo y en torno a las Cortes será, en el próximo periodo, toda la vida política del país. En tales condiciones sería erróneo oponer la consigna de soviets a la de las Cortes. Muy al contrario, en el periodo que va a seguir, parece que no se podrán crear soviets mas que movilizando a las masas con las consignas democráticas. Comprendemos esto de la manera siguiente: para impedir a la monarquía que convoque a Cortes elegidas con engaños, falsas y conservadoras, para asegurar la convocatoria de Cortes Constituyentes democráticas, para que esas Cortes puedan dar las tierras a los campesinos y hacer otras muchas cosas, es preciso crear soviets de obreros, soldados y campesinos, que fortificarán las posiciones de las clases laboriosas.”

Esta brillante formulación metodológica permite ver la falsedad de oponer sistemáticamente las consignas soviéticas y de doble poder –para el MST, la COB y para el POR cualquier organismo que aparezca
- con las de carácter democrático, como hacen los centristas. “El cretinismo parlamentario es una enfermedad detestable, pero el cretinismo antiparlamentario no vale mucho más, como lo pone de manifiesto con claridad el destino de los anarcosindicalistas españoles. La revolución plantea en toda su magnitud los problemas políticos y, en su fase actual, les da la forma parlamentaria. La atención de la clase obrera no puede dejar de estar concentrada en las Cortes, y los anarcosindicalistas votarán "sigilosamente" por los republicanos e incluso por los socialistas. En España, menos que en ninguna otra parte, se puede luchar contra las ilusiones parlamentarias sin combatir al mismo tiempo la metafísica antiparlamentaria de los anarquistas. 

En una serie de artículos y cartas hemos demostrado la enorme importancia de las consignas democráticas para el desarrollo ulterior de la revolución española. La ayuda a los parados, la jornada de siete horas, la revolución agraria, la autonomía nacional, todas estas cuestiones vitales y profundas están ligadas en la conciencia de la gran mayoría de los obreros españoles, sin excluir a los anarcosindicalistas, con las futuras Cortes. En el periodo de Berenguer era necesario boicotear las Cortes de Alfonso en nombre de las Cortes Constituyentes revolucionarias. En la agitación era necesario colocar desde el principio, en primer término, la cuestión de los derechos electorales. Sí; ¡la cuestión prosaica de los derechos electorales! Ni que decir tiene que la democracia soviética es incomparablemente superior a la burguesa. Pero los soviets no caen del cielo. Es preciso crecer para llegar a ellos.”

Hoy la lucha por una Asamblea Popular, que discuta todos los grandes problemas que afectan al movimiento obrero y de masas y entre ellas que actitud tomar ante la trampa de referéndum, que actitud tomar frente a la constituyente de conciliación que prepara el gobierno permitiría ir desarrollando verdaderos órganos de poder y empezar a sentar las bases para la preparación de la insurrección que todos pregonan. El negarse a articular las consignas organizacionales con las de carácter democrático que se encuentran hoy sobre la mesa, atenta no solo contra la formación y consolidación de los órganos de poder sino que facilita el camino emprendido por la constituyente de la burguesía.

La burguesía, Carlos Mesa y la Asamblea Constituyente como trampa

El conjunto de la burguesía y sus expresiones más representativas como son el MNR, el MIR, ADN, UCS y otros, sistemáticamente estuvieron en contra de cualquier concesión de tipo democrático que pudiera alterar el actual régimen basado en la democracia pactada y el “cuoteo” de cargos públicos que se desprende de tal régimen. Luego de los importantes combates que fue llevando a cabo el movimiento de masas, distintos sectores burgueses empezaron a contemplar la posibilidad de una Constituyente que sin alterar el ordenamiento jurídico actual, pudiera crear la ilusión de que algunos cambios podrían realizarse. Empezó con representantes de la pequeño burguesía democrática como Costa Obregón y Rene Blattman, así como la reubicación de la NFR.

La ausencia de órganos soviéticos y de poder así como la ausencia de un partido revolucionario en Bolivia plantean que el proceso revolucionario abierto será prolongado y extremadamente tortuoso. La burguesía no solo que apelara a salidas de fuerza sino que previamente, es altamente probable que utilice todo tipo de engalños y tramapas para desviar por el camino del parlamentarismo el actual asenso revolucionario. En este marco, no abordar con la seriedad necesaria la cuestión de las consignas democráticas facilita el fraude que viene preparando el gobierno y sus partidos con la colaboración del MAS. Veamos como veía nuevamente Trotsky el proceso español: “ ¿Puede esperarse que la revolución española saltará por encima del periodo del parlamentarismo? Teóricamente, no está excluido. Se puede suponer que el movimiento revolucionario alcanzará, en un periodo relativamente breve, una fuerza tal que no dejará a las clases dominantes ni el tiempo ni el lugar para el parlamentarismo. Sin embargo, una perspectiva tal es poco probable. El proletariado español, a pesar de sus excelentes cualidades combativas, no cuenta aún con un partido revolucionario reconocido por él ni con la experiencia de la organización soviética. Además, en las filas comunistas, poco numerosas, no hay unidad, ni un programa de acción claro y admitido por todos. Sin embargo, la cuestión de las Cortes ha sido puesta ya a la orden del día. En estas condiciones, hay que suponer que la revolución tendrá que pasar por una etapa de parlamentarismo.

(...) “Pero aun boicoteando las Cortes de Berenguer, los obreros avanzados deberían oponer a las mismas la consigna de Cortes Constituyentes revolucionarias. Debemos desenmascarar implacablemente el charlatanismo de la consigna de las Cortes Constituyentes en los labios de la burguesía de "izquierda", la cual en realidad no quiere más que unas Cortes de conciliación por la gracia del rey y de Berenguer para hacer un trato con las viejas camarillas dirigentes y privilegiadas. Unas verdaderas Cortes Constituyentes pueden ser convocadas únicamente por un gobierno revolucionario, como resultado de la insurrección victoriosa de los obreros, de los soldados y de los campesinos. Podemos y debemos oponer las Cortes revolucionarias a las Cortes de Conciliación; pero, a nuestro juicio, sería erróneo renunciar, en la etapa actual, a la consigna de las Cortes revolucionarias. 

Constituiría un doctrinarismo lamentable y estéril oponer escuetamente la consigna de la dictadura del proletariado a los objetivos y divisas de la democracia revolucionaria (república, revolución agraria, separación de la Iglesia del Estado, confiscación de los bienes eclesiásticos, libre determinación nacional, Cortes Constituyentes revolucionarias). Las masas populares, antes de que puedan conquistar el poder, deben agruparse alrededor de un partido proletario dirigente. La lucha por la representación democrática, así como la participación en las Cortes en una u otra etapa de la revolución, pueden facilitar incomparablemente la realización de este cometido.” 

Creemos que estas largas citas de Trotsky se hallan indicaciones metodológicas, políticas y programáticas inapreciables para guiar la actividad de los trotskistas en Bolivia hoy. Esto, pese a que por supuesto, como en toda analogía histórica, hay que respetar sus límites. 

La clase obrera y el movimiento de masas necesitan en forma urgente dotarse de una Asamblea Popular que en su seno levante audazmente la necesidad de una Asamblea Constituyente Revolucionaria y que prepare por esta vía la alianza obrera y campesina, abra el camino de la insurrección y pueda dar satisfacción plena a las demandas populares. Esta es la única forma de enfrentar realmente y revolucionariamente la trampa de la Constituyente amañada  que prepara la burguesía, sus partidos y su gobierno.

Tercera parte

A modo de conclusión
¿Partido Leninista o fracción del “partido sindical?”

Zavaleta Mercado, en uno de sus trabajos, planteaba que la inexistencia de verdaderos partidos en Bolivia, similares a los existentes en los países hermanos del continente, obedecían al carácter espontáneo con que había emergido el proletariado a la vida política nacional luego de la revolución del 52’. Esta situación habría dado uno de los sindicalismos más fuertes y combativos de posguerra, corporizado en la COB, y que como contraparte había condenado a los “partidos” de la clase a cobijarse dentro de algunos sindicatos para intentar existir: los partidos de la clase obrera no serian mas que prolongaciones del aparato sindical, sin capacidad para pretender un desarrollo autónomo o independiente. Aquí intentaremos demostrar que si bien el resultado final del proceso fue el descrito por el autor, las causas de semejante resultado están lejos del fatalismo de Zavaleta (que diluye el papel y la existencia misma de la burocracia sindical al frente de la COB y los sindicatos, como fenómenos al cual se adaptan las corrientes de izquierda) sino que, creemos, las causas para este final hay que encontrarlas en la estrategia, el programa y los métodos de acción seguidos por toda las variantes de la izquierda nacional.

Durante el levantamiento de octubre, este carácter de prolongaciones sindicales adquirió ribetes caricaturescos: los maoístas fueron incapaces de bosquejar nada, solo exigir las reivindicaciones del sector en el que se encontraban, el grupo de simpatizantes del Partido Obrero de Argentina, del periódico Trinchera, se encontraba sumergido en una lucha de carácter sectorial al interior de la Federación Universitaria Local de La Paz, sin percatarse que fuera de los predios universitarios se estaba produciendo un levantamiento insurreccional que cambiaria la historia del país y el POR se abstenía. ¿Por qué? ¿A que obedece que una organización de mas de 60 años no pueda intervenir en grandiosos acontecimientos para los cuales supuestamente se viene preparando?

La clase obrera, no solo boliviana sino internacional ha construido a lo largo de su historia, poderosas organizaciones que permitieran la defensa de los derechos y conquistas adquiridas a lo largo de mas de un siglo de prolongada resistencia contra la voracidad patronal.

Por su misma naturaleza, los sindicatos y las variadas formas de agrupamiento de los mismos, se constituyen como un mediador entre la clase obrera por un lado, el estado burgués de conjunto y los distintos capitalistas individuales por otro, limitándose a la defensa de la clase obrera. Este papel, ha llevado a que el sindicalismo, tenga que reconocer como interlocutor valido y legitimo al estado patronal. Este limite propio de la organización sindical ha llevado a la clase obrera en los momentos que el estado deja de ser un interlocutor valido, como es en los momentos de desarrollo revolucionario, a crear nuevos organismos que se adapten mejor a las nuevas condiciones de la lucha de clases como son los soviet, coordinadoras, etc., que al erigirse en instrumentos de un nuevo poder, niegan la estructura estatal burguesa.

Cabe recordar que el movimiento obrero boliviano desde temprana edad se vio empujado a tomar parte activa en la vida política del país. Las reivindicaciones estrictamente sectoriales y sindicales rápidamente se entrelazaban con demandas políticas o afectaban directamente las políticas de estado de la clase dominante. El desarrollo de la lucha de clases en nuestro país durante mas de tres décadas, no llevó al surgimiento de nuevos organismos, sino a la transformación de los existentes. Así la FSTMB, luego de la revolución de abril y de la destrucción del aparato estatal oligárquico-burgués, se erigía mediante las milicias de obreros y campesinos con la posterior creación de la COB, en un verdadero órgano de poder obrero, campesino y popular. Los sindicatos se vieron obligados a intervenir activamente en la vida política del país y de sus localidades. Hoy mismo, pese a la debilidad en que se encuentra la entidad matriz, los sindicatos tanto cocaleros como mineros y campesinos no solo que abordan las problemáticas de sus sectores sino también se ven obligados a discutir sobre la vida social de sus lugares, llámense alcaldías, administración de justicia comunal, planes de desarrollo regional, etc.

Perro al frente de los sindicatos y la COB cristalizó una burocracia sindical, moldeada en su época por el lechinismo, con intereses materiales diferenciados de la base obrera (aunque no se den los niveles de enriquecimiento y ventajas materiales de otros países) 

El conjunto de la izquierda ha construido un sistema de pensamiento y acción basada en esta experiencia y que ha llevado a lo que nosotros definimos como el partido sindical y que es esencialmente el control por esta capa burocrática de las organizaciones obreras, apoyándose e imponiendo determinadas formas de funcionamiento, acción y programa, basadas en la presión sobre el estado, a veces con métodos muy activos, pero sin plantear nunca una perspectiva que no sea de negociación y presión.

 Es decir, un sistema basado en la conquista de espacios sindicales de manera que la negociación con el Estado fuera posible en mejores relaciones de fuerza. En el caso concreto del POR, organización que se reclama del trotskismo, es decir del marxismo revolucionario, tuvo como consecuencias inevitables la liquidación del programa de reivindicaciones transitorias que permitieran acercar a los trabajadores desde sus más inmediatas demandas hasta la lucha por el poder político del estado y finalmente a la negativa por combatir por el desarrollo de órganos de poder de los trabajadores y por lo tanto al abandono inevitable de la estrategia de la dictadura del proletariado. La definición de Lenin en el ¿qué Hacer? sobre el economicismo (sindicalismo) como ideología burguesa –reformista- en el seno de la clase obrera se ajusta en forma dramática a la realidad boliviana, ya que con este sistema de pensamiento y de acción la clase obrera se vio privada de hacer saltar todo el sistema político e imponer su propio régimen y gobierno.

A 5 meses del levantamiento y cuando la polarización política tiende a hacer emerger nuevamente las contradicciones abiertas en octubre, donde la cuestión del gas vuelve a tomar cuerpo y diversos sectores sociales anuncian medidas de fuerza en caso de que este recurso natural salga para la Argentina, el POR en Masas 1896 del 2 de abril afirma lo siguiente: “¿Elecciones, referéndum, constituyente? No, son maniobras demagógicas de la burguesía, del imperialismo. Nada de electoralismo porque es trampa para legitimizar al gobierno burgués impopular.

El camino: luchar por el salario mínimo vital y escala móvil referida a los precios, por la escala móvil de horas de trabajo, bajo la dirección obrera (suprimir la miseria extrema y la desocupación masiva). Camino que conducirá a la revolución social y a la DICTADURA PROLETARIA (gobierno obrero y campesino)”. Mas allá de varias consignas que indudablemente tienen un importante valor para determinados sectores, ni una palabra de lo que todo el país, tanto obreros, campesinos, estudiantes y otros hablan: la exportación de gas. Ni una palabra sobre como preparar la lucha que se anuncia y se desea, es decir, nada que altere el “ordenamiento sindical vigente”. ¿Conque organismos se llevara a cabo la dictadura proletaria? ¿Qué formas transitorias propone el POR? ¿Hay que pelear por la nacionalización sin pago de los hidrocarburos? Se denuncia correctamente la trampa del referéndum que prepara el gobierno, pero ¿hay que boicotearlo? Si se lo hace ¿en nombre de que organización? ¿En nombre de la Asamblea Popular? No, están en contra ¿en nombre de una Asamblea Constituyente Revolucionaria? No, están en contra. Como vemos nuevamente tras la retórica revolucionaria, el lorismo se nos revela como un simple sindicalista, impotente a las tareas que la lucha de clases le impone a la clase obrera y al movimiento de masas en estos momentos.

El POR jamás ha podido ni podrá ser dirección “física” del movimiento de masas, como gustan decir, sino es sobre la base de la derrota del partido sindical del cual forman su ala izquierda. Sin embargo, la derrota del partido sindical, requiere una estrategia, un programa y una política distinta y antagónica a la desplegada y construida por el lorismo durante seis décadas. El fracaso del POR para convertirse en dirección física se encuentra no en la abnegación mayor o menor de sus militantes como se afirma públicamente, sino precisamente en la capitulación sistemática a que son arrastrados durante grandes acontecimientos. Zavaleta fue incapaz de comprender estas afirmaciones precisamente porque el formó parte de una de las alas del partido sindical a través del nacionalismo primero y del estalinismo del PCB después.

¿ Programa de transición o programa mínimo?

Esta prolongada adaptación sindical ha llevado a esta organización a la liquidación objetiva del programa de transición trotskista que reivindican en el papel. Reeditan de esta manera la vieja practica menchevique de dividir el programa mínimo (aumento salarial por ejemplo) y el programa máximo de dictadura del proletariado. El POR se caracteriza por ser combatientes de las demandas elementales del movimiento de masas, pero sin romper el estrecho marco sindical. Así durante el desarrollo de la Asamblea Popular la consigna central del POR era la cogestión obrera mayoritaria de COMIBOL
, consigna compartida por el Partido Comunista de Bolivia, el lechinismo y en fin todos los componentes y tendencias del partido sindical. Luego en el embate revolucionario que va del 82’ al 85’, embate contenido por el frente popular de la UDP, los veremos agitando la consigna de salario mínimo vital con escala móvil frente a la burocracia lechinista que reclamaba un % de aumento. Es decir, si la burocracia decía ¡aumento salarial! el POR decía ¡salario mínimo vital con escala móvil!, si la burocracia decía ¡huelga de hambre! el POR agitaba ¡huelga de hambre dura y seca! Si la burocracia planteaba la huelga, el POR agitaba la ¡huelga general indefinida!. Como vemos sus consignas jamás estuvieron guiadas por las necesidades objetivas y políticas de la movilización sino simplemente eran funcionales a lograr empujar a la burocracia sindical a ir mas allá de lo que estas quisieran. ¿Significa que las consignas sostenidas por el POR en distintos momentos históricos son incorrectas? Nada de eso, pero si las mismas no están engarzadas en una estrategia de poder, y por lo tanto estrechamente articuladas a las necesidades políticas y no solo sindicales del movimiento en curso, pueden convertirse en un dogal al cuello de la clase obrera. Esto fue lo que sucedió durante las jornadas de marzo del 85’, donde la burocracia de Lechin se vio obligada a sostener la consigna del POR frente al embate revolucionario de los mineros, negociando migajas después y abriendo el camino a la ofensiva neoliberal. Este sistema estalló durante los acontecimientos de octubre ¿Por qué? Porque el levantamiento de octubre no empezó como reivindicaciones sectoriales que luego se entrelazan con demandas políticas, sino que empezó directamente como un movimiento antiimperialista –recuperar el gas- y profundamente democrático –contra la represión-, es decir fue un levantamiento eminentemente político, que necesitaba formas de organización acordes a esta nueva situación y que se planteaba tareas que no estaban contenidas en el ámbito sindical. Al POR no le quedo otra cosa que agitar su máxima de gobierno obrero y campesino para recuperar el gas y arrojándolo en los hechos al abstencionismo político que hemos mencionado.

Por nuestra parte, creemos que la única forma de construir un genuino partido trotskista en Bolivia es romper con el “partido sindical”  burocrático, y así abrirse camino hacia la vanguardia obrera, para luchar por su reagrupamiento revolucionario y por dotar de una nueva dirección, una dirección revolucionaria, y dotada de una estrategia de desarrollo de los órganos de poder obrero y popular, a la COB y los sindicatos.

LA PROBLEMÁTICA CAMPESINA-INDIGENA

(primera parte)

Por Antonio Laure

Antecedentes Generales

Después de 18 años de iniciado el periodo de ajuste estructural en el marco del consenso de Washington, la disciplina fiscal, la reorientación del gasto público, la liberalización financiera, la ampliación de la base tributaria, la apertura a la inversión externa, así como la liberalización comercial han mostrado más que simples limitaciones, las cuales se reflejan en una situación donde el 65% de la población boliviana se encuentra por debajo de la línea de pobreza y un 40% no tienen ni siquiera las posibilidades de satisfacer sus necesidades más básicas como la alimentación. 

El nuevo Estado regulador del modelo de liberalización de todas las barreras en el plano económico, se encuentra quebrado con un déficit fiscal del 7.6% generado no solo por los desmanes fiscales de gasto ligado a las dinámicas prebendalistas del aparto de representación político partidaria, sino fundamentalmente a la dinámica de los paquetes de desmontaje de las conquistas sociales centradas de manera objetiva en la privatización de los sistemas jubilatorios. El déficit que en 1997 alcanzaba 321 millones de bolivianos se incrementó a más de  1800 millones obligando al Estado a emitir bonos para cubrir el déficit

Solamente el año 2002, el Tesoro tuvo que pagar el 5,1% del PIB para pagar las rentas (con un déficit anual superior a 400 millones de bolivianos). 

La lógica estatal de “exportar o morir” se agotó lentamente después de 1994, periodo a partir del cual las tasas optimistas de crecimiento de la economía comenzaron, en el marco de la crisis estructural mundial, a caer sostenidamente: En los últimos cuatro años, la tasa promedio de crecimiento fue del 1.6% anual en comparación con el 4% obtenido en los periodos precedentes, mientras que la tasa de crecimiento demográfica fue del 2.3% y a nivel urbano se registró una tasa del 3.7%


Ligados a estos resultados actuales, la euforia privatizadora o capitalizadora como locomotora del desarrollo económico pasó a ser un simple efecto temporal dentro de la contabilidad nacional: 7000 millones de dólares como ingresos en el periodo 1994-98 no tuvieron mayores efectos multiplicadores, lo cual se liga a la naturaleza de la inversión intensiva en capital, pero al mismo tiempo a la nueva lógica del modelo transnacionalizado que se asienta en la remisión de utilidades al exterior y que arrancaron del estado aproximadamente el 70% de sus recaudaciones.  En el año 2003, la fuga de capitales encaradas por las empresas capitalizadas asciende a más de 300 millones de dólares.

Detrás del discurso de la eficiencia, la globalización y la importancia vital de las inversiones extranjeras, se ha evitado que el país pueda echar mano al excedente económico, en la medida en que el mismo se encuentra en manos de las transnacionales 

En el marco de la estructura productiva, los resquicios de crecimiento económico difícilmente tienen efecto sobre las condiciones de pobreza: Según UDAPE, en el área urbana por cada 1% de aumento en el ingreso familiar per capita la pobreza se reduce en 0.6%, mientras que en el área rural se reduce en 0.26%, lo cual muestra que los sectores de crecimiento en la economía se concentraron precisamente en las áreas privatizadas que absorben a no más del 10% del empleo total, en un marco donde el 60% de la población se encuentra en el sector terciario y la tasa de desempleo abierta se calcula próxima al 13%.

La polarización social manifestada como diferenciación entre clases con relación a la riqueza ha sido un aspecto central en estos años. Según el Instituto Nacional de Estadística (INE) desde 1985 hasta el periodo de 2003, el 20% de los hogares más ricos concentran alrededor del 65% del ingreso nacional y el 20% de los hogares más pobres absorbe el 3%.

Los sectores empresariales, como sujetos centrales en el denominado modelo neoliberal, han reflejado su carácter parasitario y se han acogido al reto de incremento en la productividad a través de los más espurios métodos de generación de plusvalía absoluta, es decir, por medio de la reducción de costos vía salarios o al incremento de las jornadas laborales respaldadas por los mecanismos de flexibilización laboral establecidos de manera concreta en el D.S. 21060 a través de la libre contratación.  

Empero, la tendencia a la disolución de las relaciones sociales de producción afectan al conjunto de las clases, incluidas las distintas capas burguesas cuyo endeudamiento alcanza aproximadamente el 10% del PIB y donde se calcula que ocho de cada diez empresas no pueden hacer frente a sus deudas y menos a un relanzamiento productivo, lo cual se refleja en una política patronal de chantaje y presión sobre los trabajadores, agudizando los despidos o manteniendo niveles productivos bajos a costa de una mayor dinámica de plusvalía absoluta.

El Sector Agropecuario.

En este marco, ¿cuál ha sido el papel del sector agropecuario?. Resulta casi indispensable pensar que en Bolivia, en términos generales, se deba hablar de una dualidad del tema rural agropecuario y que algunos han tratado de separar entre lo moderno y lo premoderno o entre lo tradicional y lo moderno. Empero, a partir de lo mencionado más arriba en Bolivia asistimos a una agudización de la heterogeneidad estructural que no solo sería parte del mundo rural agropecuario, sino que alcanzaría todos los espacios de la estructura productiva.

Sin embargo, más allá de los elementos complejos que se relacionan con estos conceptos, resulta evidente que en el caso boliviano enfrentamos por un lado un tipo de sector agropecuario de corte empresarial-capitalista, ligado al sector de exportación y cuyos orígenes se remontan como base de consolidación a las dinámicas de transferencia de recursos de capital de occidente a oriente posterior a la revolución del 52 y con ejemplos dramáticos de transferencia a través de mecanismos como créditos dirigidos en la década del 70, coincidente específicamente con el periodo de la dictadura banzerista.

Por el otro lado, existiría una agricultura de subsistencia y de pequeña escala encarada por formas organizativas comunales y familiares, cuyas actividades han estado más ligadas al mercado interno.

En todo caso, ambos lados de esta ecuación muestran un sector agrícola que en  promedio representa en los últimos cinco años el 14% de la estructura del PIB en el marco de una realidad espacial donde la población ya no habita de manera importante lo rural sino que básicamente radica en lo urbano: el 63% de la población habita en espacios urbanos y el 37% en el área rural.

Sin embargo, esta especie de dualidad del mundo rural relacionado a las actividades agropecuarias ha manifestado comportamientos diferentes en cuanto a su participación en el PIB agropecuario. Así, del total del valor generado en el sector agrícola, los productos no industriales representan cerca de 44%, mientras que los productos agrícolas industriales representarían cerca al 18%.

De todas maneras, los últimos años asistimos a un estancamiento del sector que incluye tanto la modernidad de la empresa capitalista agropecuaria como la pequeña producción parcelaria y comunal. 

Si consideramos algunos productos relacionados básicamente con la producción de las pequeñas unidades campesinas y comunales en un periodo de 10 años vemos resultados parciales e incluso marginales con relación a superficies cosechadas, producción alcanzada y rendimientos obtenidos para el periodo considerado.

Con relación a la quinua, por ejemplo, tenemos un decrecimiento de 10% (periodo 1993-2002) en cuanto a la superficie cosechada, mientras que los aumentos del volumen producido son de solo 15% considerando un 28 % de incremento de los rendimientos por hectárea. Considerando el trigo como un componente de la actividad de las pequeñas economías campesinas y comunales, la superficie cosechada decreció en un 5%, la producción en un 15% y los rendimientos solo alcanzaron un crecimiento de 4%. Seguramente, que las donaciones americanas de trigo, bajo el pretexto de poder ayudar a satisfacer la demanda interna guardan un correlato con estos magros resultados y con transformaciones en cuanto a actividades agrícolas dentro de comunidades de anterior vinculación a la producción de trigo.

Por su parte, la papa, al comparar los años 2002 con 1993, solamente tuvo un incremento de 2.7% en cuanto a superficie cosechada, 27% de incremento en cuanto a producción obtenida y 21% de incremento en rendimientos por hectárea.

Estos datos, en todo caso, reflejan como se mencionaba resultados pobres y en algunos casos negativos con relación a una muestra de periodos en los que se ha venido desarrollando el modelo de libre comercio y búsqueda de eficiencia.

Por su parte, “la modernidad” de la agricultura centrada fundamentalmente en las actividades empresariales del oriente que se han dirigido al mercado externo, muestra resultados también magros con reducciones significativas en algunos rubros y en cuanto al índice de valor, volumen y precios de las exportaciones. 


Los datos que refleja el cuadro permiten comprender la debilidad del aparato productivo moderno del país con su alta dependencia del mercado externo como tomador de precios y su permanente vinculación a la unidad de la economía mundial a partir de la exportación de materias primas.  Las variaciones en valor, volumen y precios reflejan una situación de ineficiencia, es decir, si observamos los rendimientos por hectárea obtenidos en algunos rubros fundamentales de las exportaciones no tradicionales como la soja vemos reducciones importantes. Así, este producto en 1993 poseía un rendimiento de 2.309 T.M. mientras que para el periodo 2002, los datos oficiales, muestran 1.841 T.M., pero una muy importante ampliación de la frontera agrícola de 209 mil hectáreas aproximadamente en 1993 a más de 633 mil el 2002.

Así, la agricultura moderna y capitalista compensa las caídas en los rendimientos logrados con la ampliación de la frontera agrícola que permite incrementar volúmenes de producción y compensar las caídas de precios internacionales no para mejorar su situación, sino en la mayoría de los casos para poder lograr mantener ciertos niveles estancados de ingreso.     

Asimismo, la expansión de la frontera agrícola realizada por las unidades empresariales tiene pocos elementos de sostenibilidad, ya que la misma se ha venido haciendo, según datos del Ministerios de Agricultura, en zonas cuyas vocaciones productivas no son aptas para agricultura intensiva, con suelos frágiles, lo cual puede salvar las dinámicas del capital cortoplacista, pero compromete el sistema productivo en el largo plazo.   

Los factores de la crisis

En términos de las economías campesinas son variados los factores que permiten dibujar el panorama de la crisis, agudizada en el marco de la crisis estructural del capitalismo a nivel mundial y a la debacle del modelo neoliberal como tendencia fundamentalista para contrarestar la caída de la tasa de ganancia a partir de la penetración del capital transnacional en los aparatos productivos nacionales. 

El periodo abierto desde 1985 con los programas de ajuste y el conjunto de medidas implementadas, ha implicado las llamadas transformaciones en la ruralidad aplicada tanto al caso boliviano como al conjunto de los países de la región. Las transformaciones en este campo, sin embargo, tienen un hilo común y bastante viejo que es el de la comprobación de los márgenes terribles de pobreza e indigencia que siguen azotando las áreas rurales. Actualmente, existen más indigentes rurales que hace 20 años bajo el amparo y la acción de las múltiples agencias internacionales del imperialismo que en nombre de una supuesta “cooperación” vienen interviniendo en Bolivia y en la región aplicando medidas de paliativo social.

En todo caso, capitalismo y su marco neoliberal consolidan la pobreza del habitante rural, determinando cambios variados, como por ejemplo el deterioro entre los sectorial agropecuario y lo rural en la medida en que ahora no se puede hablar de unidades de producción campesina cuyas fuentes de generación de ingreso provienen exclusivamente de estas actividades. El incremento de estrategias de subsistencia centradas en la generación de ingresos en actividades no agropecuarias vía comercio o a través de procesos de migraciones temporales, configuran una realidad diferente en los espacios campesinos e implican modificaciones en la cultura de la ruralidad aparejada con transformaciones incluso en la dinámica de consumo.

Los cambios en las dinámicas productivas, de generación de ingresos y de consumo en las economías campesinas guardan relación con el papel de las mismas en el marco de las políticas encaradas por diferentes gobiernos en Bolivia desde 1985. La visión del Estado centrada en facilitar la penetración del capital transnacional en el país y conceder de manera abierta la propiedad de ciertos recursos naturales estratégicos concuerda con el debilitamiento de los factores de mercado interno y con una visión de apoyo fundamental a los sectores de exportación.

Así, la visión del mundo rural se ha centrado en establecer un conjunto de mecanismos de política social donde la pregunta sobre qué hacer con el campo en el occidente del país ha quedado resulta mediante su total abandono. El Estado, conjuntamente con los organismos internacionales del imperialismo ha dejado clara su predisposición a entender la inviabilidad productiva de las economías campesinas, de ahí que temas centrales como acceso y tenencia de tierra o innovación tecnológica e inversión han sido marginales.

Los enfoques de desarrollo rural, inefectivos en cuanto a los resultados de montaje de una modernidad y articulación dinámica del mundo campesino-indígena a la realidad capitalista desaparecieron dentro de la agenda de políticas estatales y fueron reemplazadas por precarios enfoques de apoyo a lo productivo a partir del modelo de descentralización consolidado a partir de la Ley de Participación Popular.

En todo caso, las municipalidades poco o nada han hecho en el tema campesino-indígena y reflejan sus limitaciones para resolver temas que tienen una carga estructural que se debe dirimir en otros espacios. 

La liberalización de la economía que ha posibilitado la entrada de productos agrícolas de consumo interno sumado a la falta de posibilidades de acceso a tierras fértiles, un programa realista de transferencia tecnológica y apoyo a la producción reflejan la caida en términos de la participación en la generación del valor bruto de la producción agropecuaria de las economías campesinas de un 75% hace 10 años a el 60% actualmente.  

Tierra

Después de más de 15 años de derrotas y  de resistencias parciales del movimiento obrero, campesino-indigena y popular, la debacle neoliberal y la agudización de la crisis estructural del capitalismo ha encontrado una rearticulación de las luchas contra el Estado, sus administraciones gubernamentales de turno e implicitamente contra el imperialismo como instancia definitoria de la esencia de las políticas económica y social encaradas en el país
. 

En estos movimientos de lucha, los sectores campesinos-indígenas han tenido un rol protagónico y central, desde las luchas de los cocaleros en el Chapare hasta los bloqueos de caminos en el altiplano paceño. Estas luchas con centro en los grupos campesinos-indígenas representan un elementos de la totalidad de la fuerza desplegada por la luchas campesinas e indígenas en el continente como lo evidenciaron inicialmente los procesos de Chiapas, los movimientos de Ecuador, el Movimiento sin Tierra de Brasil o la lucha de los indígenas en Chile entre otros variados movimientos.

Varios aspectos muestran la existencia de problemas comunes entre estos movimientos y reflejan también, tanto a nivel interno como externo, las grandes heterogeneidades del mundo de la ruralidad que concentra a campesinos e indígenas. 

Sin lugar a dudas, un factor central de análisis y de dinámica de las luchas se mueve a partir de la reinvindicaciones de tierra y territorio, dos componentes que poseen implicaciones diferenciadas y que colocan la relación de los movimientos frente al Estado y al imperialismo bajo tácticas así como estrategias diversas.

En el caso boliviano, el tema tierra ha llegado a convertirse en uno de los factores cruciales de la problemática agraria poniendo nuevamente en relieve el por qué de su existencia como problemática y encontrando en las respuestas su carácter de tarea democrática-estructural no resuelta por las burguesías nacionales y cuyas posibilidades de solución por la mismas es imposible de ser realizada en el marco de la época agudizada de degeneración y crisis del capitalismo.

Las economías campesinas indígenas ubicadas específicamente en las regiones de altiplano y valles representarían aproximadamente unas 550.000 unidades, las cuales tendrían unos 4 millones de hectáreas cuyas vocaciones productivas, en términos generales son básicamente optimas para agricultura de subsistencia combinadas con actividades pecuarias de pequeña escala. 

Aproximadamente, un 75% de estas unidades familiares desarrollan sus actividades en superficies menores a la media hectárea y no mayores a cinco, mientras que un 25% restante de estas unidades posen entre 10 a 25 hectáreas, de las cuales la mayoría de las veces solamente el 50% tienen condiciones para trabajo agrícola. 

La excesiva fragmentación de la tierra centrada en la modalidad de herencia entre todos los hijos y de estos a su vez a sus descendientes (modalidad afirmada con la reforma agraria de 1953) representaron uno de los factores dinámicos de la crisis por el factor tierra que terminó por complementarse con el incremento demográfico, lo cual representó un proceso importante de degradación del recursos en la medida en que en muchas regiones las prácticas tradicionales de rotación de suelos y descanso han disminuido dramáticamente o directamente han desaparecido. 

Por tanto, la fertilidad de los suelos ha bajado en un escenario productivo de “libre comercio y competencia” que ha terminado arruinando a algunas economías campesinas indígenas con fuerte relacionamiento con el mercado interno. 

Esta problemática se alimenta además a partir de la situación de acceso y tenencia de tierra en el occidente. En este proceso, las dinámicas prebendales consolidaron latifundios, donde por ejemplo, desde 1971 a 1978 se habrían dotado cerca de doce millones de hectáreas con las mejores vocaciones productivas de tipo agrícola y pecuaria.  

La facilidad para la otorgación de dotaciones de consolidación latifundista ha llevado a una situación en el oriente, en el que se calcula la tenencia de unas 32 millones de hectáreas distribuidas entre unas setenta mil unidades empresariales.  

Una aproximación a los datos de superficie agrícola muestran cerca de 1 millón de hectáreas bajo cultivo de productos exportables agrícolas y unas 6 millones de hectáreas bajo explotación forestal, lo cual representa una miserable parte utilizada con fines productivos con relación al total otorgado. Sin embargo, los datos exactos sobre uso del suelo en fines productivos en la región del oriente son escasos y prácticamente inexistentes, lo cual representa un mecanismo de encubrimiento de la realidad de concentración latifundaria en oriente.

En este marco, las luchas campesinas e indígenas encuentran un escenario manipulado estatalmente en el cual el énfasis sobre la reversión de estos latifundios improductivos es casi nula y se plantea el saneamiento de tierra fiscal para fines de dotación. Empero, según los datos establecidos por los propios organismos estatales sobre el tema, muestran que el Estado no posee ninguna capacidad de otorgar tierras fiscales. 

	Asignación del recurso tierra
	Porcentaje respecto al total

	Distribución de tierras hasta 1993
	40.2

	Areas protegidas
	17.2

	Concesiones Forestales
	6.1

	Demandas de Territorios Comunitarios de Origen
	17.6

	Uso Restringido
	18.6

	Total
	100


En base a datos del INRA

Frente a esta situación, la consolidación orgánica de movimientos centrados en la resolución del tema tierra, por ejemplo el Movimiento Sin Tierra (MST), han representado avances importantes en la articulación de los sectores empobrecidos del campo y determinación de un bloque de resistencia frente al Estado y al imperialismo en el encubrimiento de latifundio improductivo, así como en el reavivamiento del tema tierra como un aspecto central de la problemática agraria del país

Sin embargo, el peso de la naturaleza de clase
 de estos movimientos que ejerce también un efecto de subsunción del componente étnico-cultural ha terminado colocándolos en el marco de posiciones determinadas por los límites del discurso oficial. Es decir, que la visión de lucha por garantizar acceso y consolidación a la propiedad individual de la tierra los ha llevado a ver como salida el ejercicio y cumplimiento de Ley INRA  en cuanto al tema de dotación de tierra fiscal.

Cumplimiento de un cuerpo legal que nació diseñado para garantizar el proceso de latifundios improductivos y que da la espalda a acceso a tierras a los sectores campesinos de pequeña escala. En este marco, los movimientos campesinos que enarbolan el tema de la tierra reflejan la carencia de una estrategia política que los encierra detrás de limites muy estrechos y una incomprensión de las condiciones históricas del momento así como de las tareas que se presentan en los países semicoloniales como son la revolución agraria la eliminación del yugo imperialista. 

Las tácticas centradas en ocupaciones de propiedades que no cumplen con funciones productivas no han permitido a los movimientos campesinos e indígenas tomar conciencia de que la problemática del tema tierra no se resuelve en las mesas de dialogo que a lo máximo que han llegado es ha conseguir marginales procesos de dotaciones de tierras, considerando más de 250.000 familias que se calcula están solicitando dotaciones, en sectores que no poseen vocaciones agrícolas fundadas y que tampoco contemplan paquetes integrales para el desarrollo de procesos productivos que permitan procesos de generación de ingresos dignos para los nuevos poseedores de tierras. 

Transformar la lucha inmediata por el tema tierra en una lucha política en la perspectiva de la transformación de la sociedad implica comprender el momento de crisis en Bolivia como parte indisoluble de las crisis continental, donde no hay país del continente que escape a la perspectiva de la cesación de pagos, de la quiebra bancaria, del derrumbe de gobiernos y de regímenes políticos y de irrupción de las masas trabajadoras en la escena política nacional y continental.   

La lucha de campesinos e indígenas respecto al tema de la tierra no puede esperar que mágicamente se dote de un programa obrero o que provenga desde esta clase, sino que deben comenzar ahora considerando que el tema de los campesinos e indígenas pasa inevitablemente por la ineludible expropiación de los terratenientes como base fundamental de una nueva reforma agraria. Sin la comprensión de este aspecto los movimientos campesinos e indígenas surcados por la influencia renovada de posiciones indigenistas terminarán, como decía Mariátegui, limitándose al reclamo de autonomías culturales y administrativas que representan un factor central de sostenimiento del Estado burgués y pigmentocrático  que bajo el control y sojuzgamiento de la clase dominante y el imperialismo han llevado al país y al mundo rural a una vida de pobreza y miseria.

Un grave error, por la experiencia adquirida en este último periodo histórico, representa también considerar la lucha por el tema tierra a partir de un componente meramente étnico sin buscar un enlace y conexión con la lucha del proletariado. La crisis nacional y continental acentúa la lucha de clases y colocan al tema agrario como factor explosivo que posee fuertes repercusiones al interior del movimiento obrero y popular. Estos aspectos reflejan la alianza obrero-campesino indígena como la base de la revolución agraria que levante la consigna inmediata de expropiación de los latifundios.

Los límites del capital para su reproducción determinan la tendencia a la disolución del sistema capitalista y, por lo tanto, la premisa de la revolución social. Las perspectivas revolucionarias en la época actual se basan en la podredumbre del sistema vigente, y en la sobreacumulación y la tendencia de este sistema a su propia disolución y por lo tanto a crear sistemáticamente las premisas de la revolución socialista. 

La lucha por el tema de tierra y además territorio se dan en el marco de una Bolivia como una pseudo nación en vías de desintegración, donde las energías desplegadas en las luchas que hemos vivido han mostrado la necesidad de transformar y reconstruir el país sobre nuevas bases sociales. La solución de los problemas del conjunto de los sectores en el país pasan necesariamente por comprender que bajo las condiciones actuales la explotación capitalista controlada y dominada por el capital financiero, se ha hecho incompatible con la existencia nacional. La particularidad nacional consiste en que no se ha presentado en el escenario político una burguesía capaz de resolver el tema agrario y de realizar la unificación nacional y la liberación del yugo imperialista.

Una lucha conjunta 

El tema de tierra y territorio abarca límites más allá de los simplemente establecidos por un análisis frío de acceso a recursos indispensables para la reproducción material de los campesinos-indígenas. En el caso de la tierra y el territorio se conjugan aspectos simbólicos  que hacen al corazón de la construcción identitaria de las organizaciones comunales. Estos elementos son centrales para comprender las unidades de producción y consumo campesinas-indígenas, sus racionalidades organizativas y vinculaciones con sus medios naturales.

Sin embargo, el mundo rural y comunal no plantea un conjunto de homogeneidades sino más bien procesos regulados de equilibrio en el marco de procesos de diferenciación interna. Las normas sociales de reciprocidad, solidaridad, confianza social y cooperación se tejen a partir de estructuras que segmentan también las comunidades entre ricos y pobres. Estos rasgos tienen un peso relevante al momento de comprender la dinámica política del campesinado, es decir, que considerar la heterogeneidad suscrita al interior del mundo rural vinculada a las interacciones entre modos de producción, permite esperar un comportamiento político diferenciado.

De ahí, que una mayor diferenciación  social y económica implica también una mayor diferenciación de las tendencias políticas y de los vínculos que se pueden establecer entre lo rural y lo urbano. Considerando lo mencionado, los elementos centrales de la radicalidad agraria y social se halla centrada en la masas empobrecidas campesinas, en aquellos que a partir de diferentes formas en el proceso productivo se convierten progresivamente en proletarios rurales de carácter temporal y cuyas posesiones de recursos no les permiten ni siquiera lograr niveles de auto subsistencia. 

Por tanto, al analizar el mundo rural y sus múltiples contextos y particularidades así como al ubicar al campesino-indígena como sujeto central de este mundo, es imprescindible considerar detenidamente la existencia de las diferenciaciones para establecer cuándo el campesinado puede actuar como un todo y para qué fines y cuando las diferencias los dividirán en variados frentes de lucha.

En el contexto boliviano, es vital considerar que los movimientos actuales por el tema tierra se alinean detrás de sectores relativamente acomodados en la dirección, los cuales han mostrado elementos más proclives al capital, a la defensa intransigente de la propiedad y la libertad de comercio así como a los mecanismos dilatorios de los diálogos improductivos y de parche social. 

Sin embargo, un elemento que puede en estas condiciones armar un proceso de bloque unido del campesinado a partir de sus diferencias es el de identificar como aspecto central de la lucha, la muerte del latifundismo en sus diferentes variantes. Esta identificación del tema central que articule la lucha rural posee un alcance mayor a los regateos de porciones sin vocaciones productivas que actualmente ofrece el Estado después de un tiempo de saneamiento y que es completamente limitado para satisfacer las demandas actuales de mas de 250.000 familias campesinas-indìgenas.

Empero, armar un bloque unificado del campesinado detrás de la destrucción del latifundismo implica considerar que el tema no es simplemente sectorial; que tierra y territorio representan aspectos centrales de tareas democrático burguesas que no fueron resultas y que la actual burguesía y mucho menos el imperialismo podrá resolver.  Entonces, la salida de lucha por tierra en contra del latifundismo implica considerar una salida interconectada con las luchas de obreros y movimiento popular.

Esto representa un proceso creciente de maduración que permita comprender que la situación de pobreza y miseria en el campo tiene un hilo común con lo que genera la miseria en las ciudades, en la gente que trabaja en las fábricas o que se gana unos pesos vendiendo cualquier cosa en las calles. Comprender que ese hilo común de la pobreza va más allá de un modelo llamado neoliberal y que guarda estrecha relación con lo que denominamos sistema capitalista representa un salto vital que debemos discutir y encarar.

Pero este proceso de comprensión y maduración que permita ver los hilos que vincula la situación de los pobres urbanos y rurales, de obreros y campesinos, que generan los procesos de marginalidad y explotación, así como los procesos de discriminación étnica conducen inevitablemente a comprender la necesidad de llevar dentro de un bloque campesino articulado detrás de la lucha contra el latifundio, una lucha política desde los sectores empobrecidos y semiproletarios del campo contra los sectores más acomodados con tendencias a oscilar hacia las posiciones e intereses del Estado, la burguesía y el imperialismo. 

Es precisamente este sector más empobrecido del campesinado-indígena quien representa el lazo fundamental de la alianza entre obreros y campesinos para una verdadera transformación del país. Una transformación que debe implicar la resolución concreta del tema tierra y territorio expropiando a terratenientes y grandes transnacionales, donde una verdadera Bolivia solo puede desarrollarse a partir de la supresión del Estado y su reemplazo por un gobierno obrero y campesino.

(Continuará con la segunda parte en el próximo número de Revista de los Andes)


La Asamblea Constituyente, la Asamblea Popular y el Gobierno obrero y campesino

Por Eduardo Molina

La cuestión de la Asamblea Constituyente se ha convertido en uno de los problemas políticos cruciales. Levantada desde el año 2000 por diversos movimientos sociales, en particular campesinos, inscripta como una de las banderas principales en el programa del MAS, después del 17 de octubre ha sido convertida en uno de los ejes de la política del gobierno de Carlos Mesa.

No es casual que la Constituyente esté en el orden del día. La profundidad de la crisis nacional, la descomposición del Estado, el desmoronamiento del régimen de la “democracia pactada” al amparo del cual se aplicaron durante casi dos décadas los planes “neoliberales” y se profundizó la penetración imperialista, la extrema tensión en las relaciones entre todas las clases y grupos sociales, hacen que todos los sectores de la sociedad sientan agudamente la necesidad de modificar el ordenamiento existente. 

El levantamiento insurreccional de Octubre confirmó la incapacidad del régimen existente para absorber la enorme polarización social y política y por un lado, puso a la burguesía ante la necesidad de aceptar cambios en sus formas de dominación para recomponer el régimen político y contener el proceso revolucionario, y por otra, llevó a primer plano las profundas y legítimas aspiraciones democráticas de las más amplias masas, de la Bolivia obrera, campesina, indígena y popular.  

Naturalmente, los objetivos y expectativas puestas en ella no podrían ser más variadas y hasta antagónicos.

La idea de una Asamblea Constituyente aparece a ojos de amplias capas del pueblo trabajador como una síntesis de sus profundas aspiraciones democráticas, como el escenario político en que sería posible esa “refundación del país” a favor de las mayorías nacionales explotadas y oprimidas y poniendo fin a la opresión imperialista.

El plan gubernamental

Para el gobierno de Mesa, se trata de una Asamblea Constituyente pactada con los partidos del régimen, basada en los principios de la actual Constitución reaccionaria, que se limite a adoptar algunas reformas políticas de tono democrático y hasta “pluricultural”, pero que deje en pie lo esencial de las posiciones conquistadas en las últimas dos décadas por el gran capital y las transnacionales. Es en suma, una pieza clave en su estrategia de reacción democrática, para estafar las aspiraciones democráticas de las masas y dar una salida reaccionaria a la paradoja heredada de Octubre: la contradicción entre la nueva relación de fuerzas creada por el levantamiento insurreccional de las masas y la supervivencia del régimen político, con sus instituciones e incluso el viejo personal político –la casta de políticos, jueces, altos funcionarios y oficiales- profundamente corrompida y enfeudada al programa neoliberal y proimperialista. 

Según los “cerebros” del nuevo gobierno, las reformas políticas serían la llave para evitar nuevas convulsiones revolucionarias “Constituyente o guerra civil” llega a afirmar el responsable de la Unidad de Coordinación para la Asamblea Constituyente
. Para el gobierno, la aprobación congresal, en vísperas de Carnavales, de la reforma en la Constitución que incorpora a la AC (así como al mecanismo del referéndum) es hasta ahora una de sus escasas victorias políticas, que “permitirá viabilizar la agenda política del Gobierno y del país”. 

La incorporación del derecho de los pueblos originarios y las “asociaciones de ciudadanos” a presentar candidatos en la futura AC fue presentada como una gran conquista democrática. De hecho, venía siendo reclamada con insistencia por diversas organizaciones campesinas e indígenas. Sin embargo, es sabido que “hecha la ley, hecha la trampa”. Cada una de las frases “generosas” de la reforma constitucional deberá ser reglamentada y condicionada dentro del andamiaje jurídico e institucional actual, imponiendo las normas que previsiblemente restrinjan este derecho al mínimo a través de diversos requisitos (garantías legales y económicas, cantidad de firmas de respaldo, etc.). Paz Ballivián, el responsable gubernamental de “coordinar” la preparación de la AC se adelanta a pronunciarse en contra afirmando que los “planteamientos de elegir una parte de la Constituyente de manera corporativa o étnica no han logrado cristalizarse en proyectos concretos”. 

Para el bloque hegemónico de la clase dominante –la alianza entre los grandes capitalistas “nacionales”, los bancos, las “capitalizadas” y las empresas petroleras, incluso una Asamblea tan restringida y amañada como la que preparan Mesa y el parlamento resulta “peligrosa” y exigen toda clase de garantías suplementarias, entre ellas, que la participación de las masas sea lo más controlada posible y que no se toquen sus posiciones económicas, jurídicas y políticas. Para la burguesía cruceña, estrechamente ligada a lagran propiedad de la tierra y a las transnacionales petroleras, una reforma constitucional debería servirle para lograr una redistribución en su favor del poder político y algunas garantías para sus intereses económicos, pero sin hacer concesiones a las masas.

De allí la insistencia puesta por los “politólogos” y “analistas” en que la AC sea “consensuada”. Para Jaime Lazarte, un “politólogo” y ex vocal de la Corte nacional Electoral que participó en la “ingeniería” de la democracia neoliberal: “A los ojos de mucha gente, la AC representa la nueva esperanza inventada por la necesidad después de tantas frustraciones. Lo que no se pudo lograr de tantos gobiernos, piensa la gente que podrá obtenerlo de la AC. (...) La AC puede ser un salto al vacío y una caja de pandora que despierte los viejos demonios del país, o una oportunidad hist´roica para que le país se encuentre a sí mismo”.
 Evidentemente, los “demonios” que quitan el sueño a este analista son las aspiraciones plebeyas, indígenas o antiimperialistas –a las que califica de “ilusión participacionista” que podrían reflejarse en una AC que no esté suficientemente amañada... 

Los planteamientos reformistas

El Movimiento al Socialismo y Evo Morales, fieles a su estrategia reformista orientada a obtener esencialmente reformas políticas sin pretender romper los lazos fundamentales de la subordinación al imperialismo ni las bases del régimen capitalista, capitulan con ambas manos y todo su entusiasmo ante el proyecto de Mesa, aceptando los mecanismos parlamentarios y los canales institucionales actuales –dominados para prepararla.

Pese a su discurso más combativo, el planteamiento de la COB no escapa a esta lógica reformista. El pliego dirigido al Presidente Carlos Mesa el 11 de noviembre de 2003  y firmado por Jaime Solares y el Comité Ejecutivo en pleno de la COB dice textualmente en el punto 16: ”Tanto el Referéndum como la Asamblea Constituyente deben incluirse en la CPE como figuras jurídicas de pleno derecho del pueblo boliviano y de obligatorio cumplimiento para los gobernantes, en la perspectiva de garantizar la participación de todos los sectores populares del campo y la ciudad en la definición de las políticas de Estado.” 

Por su parte, Álvaro García Linera defiende una versión con más “brillo teórico” pero no menos reformista. 

Propone una suerte de alquimia para combinar la “lógica liberal” de la democracia representativa con la “lógica comunitaria” de la democracia directa campesina, sindical y plebeya.

AGL escribe que “En el fondo, e trata de una querella democrática que busca incorporar la parte de los que nunca han tenido parte en la decisión de la comunidad política, pero la amplitud de sus demandas y la densidad históricas de las mismas es de tal naturaleza que su percepción no pasa por meras reformas estatales, sino por un remodelamiento estructural del orden político institucional que vuelva a definir la manera en que todas las fuerzas sociales están dispuestas a vivir juntas”.
 Esto significa, en otras palabras, crear ilusiones en la posibilidad de un régimen de conciliación entre las dos Bolivias mortalmente enfrentadas, la república burguesa y terrateniente, enfeudada al gran capital extranjero, y la nación obrera, campesina, indígena y popular sublevada.

La Asamblea Constituyente aparece como el medio para elaborar una nueva “ingeniería de medicaciones”:  “está claro que la AC no resuelve los problemas y conflictos del país; lo que hace es diseñar los medios, las rutas, los mecanismos y los procedimientos mediante los cuales la sociedad acuerda dirimir y buscar soluciones a los diferendos colectivos.” Para concluir que el “tema central por el que la constituyente tiene razón de ser, y que no es otra cosa que el cierre de los dos grandes abismos que separan al actual sistema político de la sociedad. En primer lugar, la constitución de un régimen político multicultural que permita incluir las tres grandes culturas mayoritarias (qheswa, aymara, mestiza) y el gran número de culturas minoritarias (...) En segundo lugar, la articulación en los tres niveles de la organización política estatal (local-municipal, mesoautonómica y superior-general)”. En cuanto a la participación de los pueblos originarios y las organizaciones populares, la resuelve postulando “una representación simultáneamente dual, territorial-liberal y gremial-comunitaria de los constituyentes” cuyas normas de participación incluso podrían ser “verificadas por la Corte nacional Electoral”.

Es decir, desde el principio hasta el fin, un programa de reforma política para la conciliación con el Estado burgués que sólo puede llevar a frustrar las demandas democráticas obreras, populares e indígenas.

En síntesis, con distintos discursos y diferencias secundarias entre sí, el MAS, la COB y el “autonomismo” al estilo de García Linera terminan  capitulando al plan de reacción democrática de Carlos Mesa y ubicados como su “pata izquierda” para presionar sobre el mismo.

La manera reformista de plantear la cuestión de la AC da la espalda a las tareas democrático-estructurales, motores de la sublevación de las masas bolivianas y sin resolver efectivamente las cuales no hay salida progresiva a la crisis nacional:

· Necesidad de liquidar la expoliación por las transnacionales y el capital financiero, y romper la subordinación semicolonial al imperialismo.

· La tendencia a la descomposición de las fuerzas productivas pone en primer plano el problema de las condiciones de reproducción de la fuerza de trabajo, particularmente obrera: la cuestión del salario y el nivel de vida paupérrimo de las masas trabajadoras, la extensión inédita del desempleo abierto o “disfrazado” y el agotamiento de las “estrategias de supervivencia” de las masas populares, la crisis de la educación, de la salud pública, de la seguridad social, etc.

· La cuestión agraria, que pone en primer plano no sólo la liquidación del latifundio en las Tierras bajas, sino también la necesidad de una planificación socialista para dar salida a la crisis de la pequeña economía campesina.

· La agudización de la cuestión nacional, ante la situación de opresión que sufren los pueblos originarios y la mayoría indígena de la nación oprimida, opresión que excede en mucho los límites del mundo campesino, pues se ha “urbanizado” en los últimos años con la emergencia de estratos populares, pequeñoburgueses y aún burgueses, que experimentan las diversas formas de discriminación cultural y racista del Estado y la “sociedad oficial”.

· La cuestión regional, motorizada no sólo por las exigencias de un nuevo reparto del poder estatal por parte de la burguesía cruceña, sino por la decadencia de los departamentos del Sur, cuestionando el antiguo centralismo paceño.

· Las tareas de la democracia política, pues bajo las formas democrático-burguesas, es negado sistemáticamente el contenido de los derechos de las masas, se extienden las formas de coerción y represión contra el pueblo, y aparece cada vez más descarnadamente la democracia como envoltorio de la dictadura de los capitalistas y del enfeudamiento al imperialismo.

Por una política revolucionaria ante la cuestión de la Asamblea Constituyente

Las masas tienen el derecho de discutir sobre estos y otros problemas en la AC. Pero no compartimos la ilusión de que la Constituyente por sí misma pueda resolverlos progresivamente. Para eso hace falta una movilización revolucionaria y un nuevo poder revolucionario. La AC puede ser una poderosa palanca para preparar su surgimiento. Por supusto, que integrada en un programa de acción, transicional, dirigido a movilizar a las masas hacia el poder, y subordinado a una estrategia de poder obrero y popular. Como toda consigna democrática, es útil e insustituible en la medida en que mantenga fuerza vital y según las situaciones concretas. Creemos que en esta etapa del proceso boliviano, está llamada a jugar un importante papel.

Para dirigir contra el régimen burgués las aspiraciones democráticas populares utilizamos una consigna democrático burguesa; la de Asamblea Constituyente, ligándola a una estrategia de desarrollo de órganos de poder (que hoy se expresa como lucha por una Asamblea Popular) y de lucha por el gobierno obrero y campesino. 

A la AC constituyente amañada de Mesa y los partidos de la burguesía oponemos la denuncia sistemática de su carácter antidemocrático, de la estafa que constituye para las legítimas aspiraciones populares, y la lucha por una AC sin ninguna restricción, verdaderamente libre y soberana. Esto exige que sea impuesta mediante la movilización de masas sobre las ruinas del régimen actual y sus reaccionarias instituciones, y que sea garantizada por un gobierno provisional de las organizaciones obreras y campesinas.

La COB, la CSUTCB y las organizaciones de masas deben romper con la trampa que prepara Mesa, para no traicionar las legítimas aspiraciones democráticas de la base, y tomar en sus manos la lucha contra la misma y por una AC genuinamente libre y soberana, es decir, revolucionaria:

En primer lugar, denunciando los términos de la convocatoria

· Hay que romper con toda la antidemocrática legislación electoral y la reaccionaria Constitución vigente, bases jurídicas y políticas de la “democracia pactada” al servicio de los planes “neoliberales” y proimperialistas.

· Hoy discuten si tomar como base los 64 distritos electorales (con 2 representantes elegidos por cada una), o cada municipio como distrito. Esto es antidemocrático. El país debe ser tomado como distrito único, para que el voto de un pandino valga tanto como el de un alteño, y no como ocurre bajo la actual legislación, donde Pando, que es diez veces menos poblado que El Alto, tiene la oportunidad de lograr igual o mayor representación.

· Derecho a voto desde los 16 años: si a esa edad los jóvenes ya pueden ser madres, padres, trabajar, etc., deben tener plenos derechos políticos.

· Que cualquier organización sindical, social o comunitaria, o cualquier grupo de ciudadanos, con un mínimo de requisitos, pueda presentar sus candidatos, para romper así el monopolio de los partidos del régimen.

· Que se instale como un verdadero “poder constituyente” y no sujeto a la Constitución actual ni a ninguna restricción.

· Ninguna “agenda” o temario pactado o restringido de antemano. El temario de la AC lo fijan los propios constituyentes, con el derecho a debatir y decidir sobre todos los grandes problemas nacionales. 

En segundo lugar explicando cómo imponerla

Una AC así sólo es posible como subproducto de una movilización nacional superior al levantamiento de Octubre, lo que exige el desarrollo de organismos superiores de frente único de las masas en lucha, cuyo primer paso sería la constitución de una Asamblea obrera y popular, conformada en base a delegados de base con mandato de asamblea de todo el movimiento de masas del campo y la ciudad, sindicalizado o no. Esto significa comenzar a edificar de abajo arriba y centralizar la red de los Consejos obreros, campesinos y populares –órganos de poder de las masas- y desarrollar el armamento obrero, campesino y popular –milicias-. La lucah por imponer una Asamblea Constituyente revolucionaria sería un poderosos motor en la formación de la Asamblea popular como representación orgánica de las masas movilizadas y luego, como órgano de la insurrección. Al mismo tiempo, el surgimiento de la Asamblea Popular no sólo permitiría imponer una AC como la instancia más democrática que se puede arrancar bajo el régimen burgués, sino que acercaría enormemente la perspectiva de la lucha por el poder..

Finalmente, definiendo quién debe convocarla y cómo defenderla

Una AC revolucionaria, verdaderamente libre y soberana no se puede obtener mediante el “consenso”, las negociaciones ni la “presión”. La burguesía y sus representantes en el poder, sea Carlos Mesa o cualquier otro político burgués, se negarán a ceder una Asamblea Constituyente así, tratarán de tejer toda clase de trampas y maniobras para tergiversar las aspiraciones democráticas de las masas y, finalmente, tendrán siempre a mano las bayonetas para aplastarla y dispersarla, si consideran que pone en peligro la “sagrada propiedad privada”  y los intereses del gran capital nacional y extranjero. Sólo un gobierno provisional, obrero, campesino y popular, basado en las organizaciones de las masas movilizadas, podría garantizar la convocatoria y los trabajos de una Asamblea así.

La más progresiva de las resoluciones de la más democrática de las Asambleas Constituyentes, como podrían ser por ejemplo, la anulación de la legislación que entregó el gas a las transnacionales a espaldas del país, o la confiscación de las fortunas de Sánchez de Losada y Bersaín para indemnizar a las víctimas de la represión y a sus familias, será papel mojado si no es respaldada e impuesta, mediante la movilización, organización y armamento de masas. La burguesía y el imperialismo no cederán sus posiciones fundamentales sin ofrecer una furiosa resistencia. Hay que prepararse desde ahora para quebrarla y defender la voluntad de las masas trabajadoras del campo y la ciudad.

Los trotskistas y la AC

No compartimos el cretinismo antiparlamentario del POR, que de un plumazo y para siempre ha resuelto que las “masas bolivianas han superado la democracia burguesa”, con lo que renuncia a combatir de manera concreta las trampas de la reacción democrática que preparan el Gobierno y la clase dominante con la colaboración de los reformistas, y a ayudar a las más amplias masas a acelerar la experiencia con la democracia burguesa y orientarse efectivamente hacia el gobierno obrero y campesino.

Por el contrario, creemos con Trotsky y los maestros del marxismo revolucionario en la importancia de utilizar de manera revolucionaria las consignas democráticas, en particular la de asamblea constituyente, sobre todo cuando ésta será con toda probabilidad una de las cuestiones políticas centrales en la próxima fase del proceso revolucionario boliviano. Como señala el programa de Transición: “Es imposible rechazar pura y simplemente el programa democrático; es necesario que las masas por sí mismo sobrepasen este programa en la lucha.” Los marxistas “No nos solidarizamos ni un instante con las ilusiones de las masas; pero lo que tienen de progresivo dichas ilusiones debemos utilizarlo hasta el fin; de lo contrario, no somos revolucionarios, sino unos despreciables pedantes.”

Los trotskistas de la LOR-CI consideramos que la única forma de dar una salida obrera y campesina a la crisis nacional es la toma revolucionaria del poder por los trabajadores y el pueblo humilde del campo y la ciudad, imponiendo el gobierno de los órganos de poder de las masas que éstas mismas construyan en el curso de su lucha, y defendido por milicias obreras y campesinas. 

Sin embargo, la mayoría de los explotados y oprimidos, si bien ya no toleran el actual orden de cosas y desean hacer sentir su voluntad en los destinos del país, no comparten aún esta salida. Creemos que la lucha por una Asamblea Constituyente como la que proponemos sería un gran paso adelante, para ayudar a obreros y campesinos a acercarse al convencimiento de que sólo tomando el poder en sus propias manos se acabará con la opresión, la explotación y el sometimiento al imperialismo.

La AC puede tener el gran mérito de poner en debate todos los problemas nacionales y las demandas de las masas, pero al mismo tiempo, no puede resolver por sí misma los problemas que se plantea. No puede existir una “democracia plurinacional y multicultural” o “participativa” como régimen intermedio entre la dictadura del capital envuelta bajo las formas de la democracia representativa y el régimen revolucionario de la república obrera y campesina.  Pero cuanto más amplias sean las libertades conquistadas por las masas, cuanto mayor su experiencia con la democracia burguesa en sus formas “más generosas”,  mayores serán los puntos de apoyo para la lucha revolucionaria por el gobierno obrero y campesino, y no renunciamos por anticipado a la posibilidad de arrancar concesiones parciales (incluso en una Constituyente  amañada), que fortalezcan el espíritu de lucha y la autoconfianza de los explotados y oprimidos mientras se acumulan fuerzas para la insurrección. 

Luchamos por una república socialista de obreros y campesinos

La resolución íntegra y efectiva de las demandas nacionales y democráticas de las masas exige la toma del poder por los obreros y campesinos, la expulsión del imperialismo y la expropiación de los grandes capitalistas y terratenientes, comenzando a sentar los cimientos de una sociedad socialista.  Una “refundación del país” en beneficio de las mayorías explotadas sólo puede concebirse efectivamente en estos términos. 

Una república obrera y campesina, basada en la Asamblea popular (los Consejos de obreros, campesinos, pueblos originarios y pueblo pobre de las ciudades) y defendida por las milicias armadas, podría ser mil veces más democrática que la mejor de las repúblicas democráticas burguesas. Podría proporcionar a las masas humildes y trabajadoras un grado de libertad política y cultural como éstas jamás contaron desde la fundación republicana de 1825, liquidaría toda forma de opresión racista o cultural, etc. Es por este tipo de régimen que luchamos los trotskistas. 

Pero para ir hasta el final, debería trascender las fronteras, proyectándose hacia la unidad, primero, con nuestros hermanos de Chile, Perú y toda la región andina, en una Confederación de Repúblicas Obreras y Campesinas del Pacífico; y en más amplia escala, hacia la unión económica y política de toda la región en una Federación de Repúblicas Socialistas de América Latina (asegurando la ruptura y expulsión del imperialismo de todo el continente), buscando, en definitiva, la unidad con los trabajadores de Estados Unidos y todo el mundo hasta acabar con el capitalismo imperialista de la faz del planeta y elevar una sociedad sin explotados sin explotadores, una sociedad comunista.

Declaración
La mediterraneidad de Bolivia y la política de los marxistas revolucionarios

Esta declaración fue adoptada por la LOR-CI (Liga Obrera Revolucionaria por la Cuarta Internacional), de Bolivia, y Clase Contra Clase, de Chile, organizacions miembros de la FT-EI. Posteriormente adhirió Fuerza de Izquierda Socialista, de Perú.

1. En las últimas semanas el reclamo de “una salida al mar” se ha convertido en uno de los ejes de la política del gobierno de Carlos Mesa en Bolivia, iniciándose un debate regional que agita las relaciones entre los Estados de Chile y Bolivia e involucra a Perú y que se expresó incluso en la reunión de Monterrey, adonde el imperialismo norteamericano convocó a los gobiernos latinoamericanos intentando “recomponer la disciplina” en la región que considera como su “patio trasero”. Hasta ahora, el gobierno de Lagos ha rechazado las demandas del gobierno boliviano, mientras en ambos países se fomenta un clima chauvinista. La cuestión de la mediterraneidad de Bolivia se ha convertido así en un tema de importante actualidad política sobre el que los revolucionarios de estos países consideramos importante tomar una posición obrera, socialista e internacionalista clara.

2. El debate en torno a una “salida al mar” para Bolivia no puede ocultar lo que realmente está en juego: el levantamiento insurreccional de Octubre marcó los inicios de un proceso revolucionario en Bolivia cuyo desarrollo es visto como una grave amenaza por el imperialismo y los países vecinos. Estados Unidos identifica la situación boliviana como uno de los focos más peligrosos para sus “intereses nacionales” en América Latina. Tanto en la reunión de Monterrey, México, donde Carlos Mesa planteó su demanda de acceso al mar soberano, como la del supuesto “grupo de ayuda a Bolivia”, que incluye a EE. UU., Brasil, México, Argentina y otros países, discutieron cómo estabilizar la situación boliviana, sosteniendo a Carlos Mesa y su plan de “reacción democrática” para contener y derrotar el proceso revolucionario en marcha. Al amparo de estos preparativos, los Jefes de Ejército de Brasil, Chile y Argentina, bajo la supervisión del Pentágono, comienzan a discutir planes de contención e incluso la eventualidad de intervenir militarmente si nuevos estallidos revolucionarios hacen incontrolable al país del Altiplano.

3. Es dentro de los planes contrarrevolucionarios de la burguesía boliviana que hay que enmarcar el reclamo de una salida al mar por el Gobierno de Mesa y la búsqueda de una negociación con el Gobierno de Chile. Por un lado, busca recomponer cierto clima de “unidad nacional” a fin de poder avanzar en su estrategia de “reacción democrática” (que incluye el referéndum sobre el gas para fines de marzo) y de esta manera ir recomponiendo el régimen político burgués y contener o disolver las tendencias más revolucionarias de las masas. Por otro lado, busca que algún tipo de concesión o al menos gestos de “buena voluntad” del gobierno de Santiago en el problema marítimo ayude a reflotar los planes de exportación del gas en manos de las transnacionales a través de puertos del Pacífico, así como los acuerdos de “integración” económica con Chile en los marcos del ALCA. En palabras de Mesa: “El pueblo boliviano considera que no se puede tener una relación económica fluida con Chile en el tema del gas mientras no haya una respuesta a la reivindicación territorial”.

4. El rechazo popular a la venta del gas en manos de las transnacionales fue uno de los motores más importantes del levantamiento de Octubre. A ojos de importantes sectores de la población boliviana, uno de los elementos más irritativos era que el puerto de salida elegido fuera chileno. La prédica de distintas variantes del nacionalismo burgués ha hecho calar hondo la creencia de que el atraso y la pobreza extrema del país tienen entre sus razones fundamentales la pérdida del Litoral en la Guerra del Pacífico de 1879, que envolvió a Bolivia y Perú, de un lado, y del otro Chile, que emergió como vencedor. Las clases dominantes chilena, boliviana y peruana entre sus innumerables crímenes históricos son responsables de esa guerra fratricida para dirimir los intereses de unas cuantas camarillas de explotadores y que benefició fundamentalmente al capital imperialista inglés entonces predominante en la región y cuyos intereses jugaron un rol fundamental en la Guerra. Desde hace más de un siglo, las secuelas del conflicto bélico y los pactos derivados del mismo, como el de 1904, han creado tensiones y enemistad entre los tres países. 

5. Desde entonces las respectivas burguesías han cultivado un vulgar chauvinismo, un sentimiento nacionalista reaccionario dirigido contra los pueblos hermanos, al mismo tiempo que se arrodillaban como lacayos ante las potencias imperialistas, primero Gran Bretaña, y posteriormente Estados Unidos, convirtiendo a nuestras naciones en humilladas semicolonias. Utilizaron este chauvinismo para dividir a nuestros pueblos y para disimular mejor su servilismo ante el imperialismo, al mismo tiempo que mantenían entre sí una firme alianza contra las rebeliones de los trabajadores y campesinos de la cordillera. Cabe recordar el conocido “abrazo de Charaña” de 1975 entre los dictadores Banzer y Pinochet, donde se planteó una negociación en torno a una salida al mar para Bolivia, pero que fue una manifestación más del acuerdo contrarrevolucionario y proimperialista para encarcelar, torturar y asesinar a miles de combatientes obreros, campesinos y populares de Chile y Bolivia. 

6. La cuestión del acceso al mar para Bolivia retoma actualidad en un nuevo marco histórico regional. América del Sur y particularmente el Área Andina está desde hace varios años convulsionada por grandes levantamientos de masas que han conmovido a Argentina, Perú, Ecuador y otros países y que tienen a una avanzada en Bolivia. El trasfondo de estos procesos es la enorme crisis económica, social y política a que han conducido dos décadas de aplicación de los planes “neoliberales” y de avance de la recolonización imperialista. Las burguesías boliviana, chilena y peruana han abierto de par en par las puertas de sus países a la penetración del capital extranjero. Hoy se encuentran embarcadas en planes de “libre comercio” entre nuestras naciones, en los marcos del ALCA que impulsa el imperialismo norteamericano. Chile ha firmado ya su ingreso al TLC con Estados Unidos y hasta la caída de Goni estaban muy avanzadas las negociaciones para establecer un acuerdo de comercio con el país del Altiplano. El problema del acceso al mar para este país -en el marco de la desestabilización revolucionaria de Bolivia- emerge como un obstáculo adicional en el avance de estos planes y plantea la posibilidad de nuevas fricciones entre los Estados. 

7. Finalmente, la cuestión se “regionaliza”: Durante la Cumbre Iberoamericana de noviembre, las declaraciones de Chávez y Castro apoyando la demanda marítima boliviana intentaron poner una “cuña” a la política norteamericana de avanzar aceleradamente con sus proyectos de colonización, como el ALCA, de los que el Chile burgués de la Concertación y la derecha actúa como avanzada en el Cono Sur latinoamericano, ampliando la base para su estrategia de regateo y negociación en mejores condiciones ante las pretensiones más brutales de Estados Unidos. Como parte de este regateo, buscaban obstaculizar el avance de los acuerdos entre el gran capital imperialista y las burguesías chilena y boliviana, en torno al gran negocio del gas y el TLC y debilitar la influencia regional de uno de los gobiernos más alienados con EE.UU.

8. El gobierno de Lagos y el conjunto de la burguesía chilena, han enfrentado con una cerrada oposición los primeros planteamientos del gobierno de La Paz. Sin embargo, el problema marítimo es una “piedra en el zapato” en los acuerdos y negocios con Bolivia, en el marco de su alineamiento con Estados Unidos. Este posicionamiento estratégico de la clase dominante chilena enfrenta importantes contradicciones en el marco de una Sudamérica donde la política de Estados Unidos ha sufrido serios traspiés, crecen los regateos en torno al ALCA (como muestran los posicionamientos de Venezuela, Argentina y Brasil) y la oposición de masas a los planes imperialistas. 

9. La burguesía chilena y sus partidos de la Concertación y la derecha, junto con sus instituciones como las FFAA y los principales medios de comunicación de masas, han hecho de la cuestión del territorio reclamado por Bolivia, una cuestión de Estado, mostrándose cerradamente inflexible a ceder cualquier porción de territorio en nombre de la patria y la soberanía, y del respeto a los Tratados que sirven a sus intereses, como con prepotencia y soberbia mostró el presidente de Chile Lagos en la reunión de Monterrey. Son los mismos que someten al Chile obrero y popular a los dictados de las naciones y los monopolios imperialistas, con los Tratados de Libre Comercio con la UE y Estados Unidos, facilitando su penetración recolonizadora. Son los mismos que defienden la superexplotación de los monopolios imperialistas de las riquezas minerales, marítimas y forestales de Chile, favoreciendo el saqueo y la expoliación de las riquezas de Chile, para el enriquecimiento de los monopolios imperialistas y sus socios nacionales chilenos, a costa del padecimiento y la superexplotación del pueblo trabajador de Chile. Es el mismo saqueo que en Bolivia Por ejemplo con su gas, franqueando los problemas de territorio que dicen imposibles de resolver, y que el imperialismo resuelve de esta manera a su favor.

10. Es cierto que las transnacionales afincadas en Chile y los capitalistas locales han utilizado su control de los puertos sobre el Pacífico para beneficiarse de diversas maneras en perjuicio de Bolivia. En toda América Latina, las burguesías locales más fuertes tratan de ampliar sus mercados a costa de los vecinos más débiles, mientras profundizan la sumisión al imperialismo. Y Bolivia, uno de los países más pobres y con un capitalismo más raquítico y débil de la región, ve la expoliación imperialista agravada en cierto grado por su situación mediterránea. Sin embargo, la creencia de que la raíz o al menos uno de las razones fundamentales del atraso y la pobreza del país es la falta de un puerto propio sobre el Pacífico, es una mixtificación burguesa y reaccionaria que sólo sirve para tender una cortina de humo ante las verdaderas razones: la expoliación imperialista, la caducidad histórica de una clase dominante local parasitaria, agente venal del capital extranjero y explotadora brutal de los trabajadores, campesinos e indígenas de Bolivia. Basta echar una mirada sobre la triste realidad de Chile, Perú, Ecuador, Argentina y todos los pueblos latinoamericanos, que con innumerables puertos, no han podido escapar a los males engendrados por el capitalismo semicolonial.

11. Por supuesto, esto no puede disimular ni ocultar la reaccionaria política de “potencia regional” que intenta jugar la burguesía chilena a través del gobierno de la Concertación y con el apoyo de la derecha pinochetista, tratando de aumentar su influencia en Bolivia, el control de recursos naturales del Altiplano por empresas locales, el acceso al mercado boliviano, etc., todo como parte de su posicionamiento como firme aliado del imperialismo norteamericano, expresado en la firma del TLC y otros acuerdos económicos, políticos y militares. Pero las consecuencias derivadas de la situación mediterránea de Bolivia son subproducto, esencialmente, de la condición capitalista y semicolonial del país y sólo pueden superarse en los marcos de la ruptura con el imperialismo y la integración económica y política de nuestros pueblos. Una tarea que las burguesías locales enfeudadas al imperialismo son incapaces de resolver. Las burguesías nativas, de la mano del imperialismo y sus agencias, como la OEA, etc., no pueden dar una repuesta progresiva a la cuestión de la mediterraneidad boliviana. Utilizarán este problema como una pieza más en sus disputas interburguesas, mientras mantienen y aún profundizan la sumisión al imperialismo y convierten el tema en un punto de apoyo más para sus planes de derrotar el proceso de la revolución boliviana y estabilizar la Región Andina. La negociación de un simple “corredor al Pacífico” para Bolivia al servicio del avance de los planes de “integración económica” burguesa y estabilización reaccionaria de la región en nada aliviaría la situación del pueblo boliviano mientras las palancas fundamentales de las economías de nuestros pueblos siguen en manos de las transnacionales y subordinadas a los grandes intereses imperialistas.

12. El movimiento obrero, campesino y popular de Bolivia, Chile y Perú no debe dejarse arrastrar detrás de ninguna de las variantes burguesas que en última instancia se reducen a la defensa de “su Estado” y conducen a alguna forma de “unidad nacional” detrás de sus propios explotadores y verdugos. Debe mantener una posición consecuentemente independiente de sus propias burguesías y Estados y estrechar lazos por encima de las fronteras, levantando una política de clase frente a este problema. Al chauvinismo reaccionario, cobertura de los planes contrarrevolucionarios e imperialistas, a la “integración” que sólo favorece al gran capital y a sus socios locales, opongamos la lucha contra la opresión imperialista y por la genuina unidad económica y política de nuestros pueblos bajo la consigna del movimiento obrero: ¡Proletarios de todos los países, uníos! 

13. Pero lamentablemente las principales organizaciones políticas y direcciones sindicales de Bolivia, Chile y Perú se disciplinan detrás de sus Estados en esta como en muchas otras cuestiones decisivas. Así, en Bolivia Evo Morales y el MAS se alinean detrás del gobierno y defienden una línea burguesa de negociación para “obtener una salida soberana la Pacífico” “aprovechando la buena situación internacional”. En Chile, el Partido Comunista, con sus declaraciones ambiguas, sin pronunciarse claramente, o con sus llamados a una integración burguesa en el Mercosur, termina haciendo el juego a esta política chauvinista. Incluso sugiere una negociación afirmando que “En los tratados entre Chile, Perú y Bolivia es posible encontrar un acuerdo digno y resulta un error anteponer a cualquier discusión la supuesta pérdida de soberanía" (11/01/04 Prensa Latina), es decir, propone un acuerdo entre los Estados burgueses semicoloniales en los marcos de los pactos que sellaron el resultado de la Guerra de 1879.

14. ¡Que la COB, la CUT, la CGTP rompan con toda política de subordinación del movimiento obrero y popular a los supuestos “intereses patrióticos” de su propio Estado que sólo pueden dividir nuestros pueblos! Los trabajadores, campesinos e indígenas de Perú que a mediados del año pasado se alzaron contra el gobierno proimperialista de Toledo; los obreros, el pueblo pobre y los mapuches del Sur de Chile que resisten la política de explotación, entrega y represión del “socialista” Lagos; los trabajadores mineros, indígenas y campesinos de Bolivia que vienen de protagonizar el magnífico levantamiento insurreccional de Octubre, derribando con Sánchez de Losada a uno de los fieles peones del imperialismo en la región, tienen que forjar la más estrecha alianza en su lucha común contra los gobiernos proimperialistas y sus planes de explotación, represión y entrega.

15. Sólo la unidad económica y política de nuestros países, expulsando al imperialismo y las transnacionales y expropiando a sus socios: las burguesías y terratenientes nativos, para agruparnos en una Federación de Repúblicas Obreras y Campesinas del Pacífico puede dar una solución integral y progresiva al enclaustramiento mediterráneo de Bolivia. Esta Federación sería un gran paso en el camino de soldar la unidad con todos los trabajadores y campesinos latinoamericanos en una Unión de Republicas Socialistas de Latinoamérica. El camino para avanzar en esa perspectiva lo ha marcado el heroico ejemplo del Octubre boliviano, plantando la necesidad de profundizar, extender y centralizar la ofensiva revolucionaria de las masas obreras y populares, hasta imponer un gobierno obrero, campesino y popular basado en órganos de poder obrero y popular y defendido por las milicias armadas. La lucha de los maestros, trabajadores y campesinos peruanos que en mayo pasado arrinconaron a Toledo, el paro nacional de agosto y otras luchas de los trabajadores chilenos, el proceso ascendente de enfrentamiento de los obreros, campesinos e indígenas de Ecuador contra el gobierno de Gutiérrez, y otras movilizaciones que recorren el continente, muestran que es posible y necesario que la clase obrera se ponga al frente de la lucha continental contra el imperialismo.

16. Los marxistas revolucionarios impulsores de esta declaración llamamos a todas las organizaciones obreras, campesinas, populares y estudiantiles combativas y a las corrientes que se reclaman revolucionarias de Bolivia, Chile y Perú, a denunciar las maniobras de las burguesías y gobiernos de sus propios países, a rechazar toda demagogia chauvinista dirigida contra los pueblos hermanos, a estrechar lazos en defensa y apoyo a la revolución boliviana, avanzada hoy de la lucha común contra el imperialismo y la explotación capitalista y a fortalecer la lucha contra el ALCA y demás planes de dominación imperialista. Llamamos también a los trabajadores de Argentina, Brasil, Venezuela, Ecuador, México y toda América Latina a unir fuerzas en esta lucha.
James Dunkerley

REBELIÓN EN LAS VENAS

La lucha política en Bolivia 1952 - 1982
La extraordinaria trayectoria boliviana escrita para el público de habla inglesa es hoy nuestro mejor “ayuda memoria”

Por Oscar Rossi

En 1998 en nuestro país se vivían duros enfrentamientos y contradicciones entre el estado y los campesinos del chapare, mientras que cientos de albano kosovares  fueron masacrados, poblaciones enteras destruidas, atrocidades de todo tipo para dar castigos ejemplares, 300.000 “refugiados”, muchos de ellos apenas subsistiendo a la intemperie en bosques y montañas, fueron  hasta fin de ese año los resultados de seis meses de contraofensiva gran servia para aplastar la lucha de este pueblo por su autodeterminación. Si hoy preguntamos  qué es lo que recuerda de 1998 como los hechos nacionales y mundiales más importantes, a la “gente de a pie”, como en La Paz son llamados los transeúntes urbanos por los medios, responderán sin duda que “es el año del escándalo entre Clinton y Monica Lewinsky, y seguramente que algo más habrá pasado”. El chisme vendía más que la guerra o la lucha de clases en ese momento, por lo tanto la documentación ofrecida al respecto es muy pobre. La memoria colectiva también tiende a recordar más ese tipo de acontecimientos que al Chapare o al Kosovo por lo que sería fácil dar la razón a quienes aseguran que “el pueblo no tiene memoria”.

No es ese el pensamiento de James Dunkerley, director del Instituto de Estudios Latinoamericanos de la Universidad de Londres, y autor de numerosos libros sobre el continente, que nos dice que “por el contrario”, que el pueblo “tiene un agudo sentido de su experiencia,”, y gracias a este pensamiento es que hoy podemos gozar de una de las obras más importantes de la crónica (memoria) histórica de 30 años: “Rebelión en las venas, la lucha política en Bolivia 1952 – 1982”.

Esta obra fue escrita para un público de habla inglesa, una relación narrativa de la historia política de Bolivia desde 1952. Hizo su aparición en inglés en 1983 y no fue traducido al español sino hasta 1987 y apareció en nuestro medio en Editorial Quipus, con un número bastante limitado que se agotó y que solo podia ser rastreado en selectos estantes hasta agosto de 2003 en su segunda edición por Plural editores.

La pertinencia de esta segunda edición es extraordinaria, a dos meses de que se produzcan los hechos políticos más importantes en Bolivia desde mediados de la década de los 80’s, donde concluye la narrativa histórica de Dunkerley.

Con sus 416 páginas, 12 cuadros, 1 mapa, un listado de siglas, 23 fotografías,  y la autoridad de 525 referencias bibliográficas nos brinda “toneladas de información” sobre las raíces de la  condición política actual del país.

La autoridad de este texto es impresionante porque está basado en una amplia documentación, incluso escondida, desaparecida o muy borrosa que sin duda es difícil de interpretar y comparar entre múltiples fuentes y al mismo tiempo ofrecer en lenguaje sencillo narrativo el detalle de treinta años desde la revolución de abril de 1952 y el fin de la última dictadura militar en 1982.

Veintiún años más tarde mientras el viernes 17, en Bolivia, el presidente Gonzalo Sánchez de Lozada aún no había renunciado oficialmente y su paradero era incierto, Caretas entrevistaba en Londres a James Dunkerley, desde su despacho en 31 Tavistock Square de Londres, muy cerca del Museo Británico, el analista no pudo ocultar su preocupación. 

¿Cuál es su balance de la situación boliviana?, le preguntaba Iván Hinojosa, a lo que JD respondía: “Es una verdadera crisis de toda la nación, del Estado y de la sociedad civil. El costo ha sido bastante alto en pérdidas humanas, pero podría ser mayor si hubiese fuerzas apoyando una guerra civil. La izquierda boliviana nunca ha tenido gran afecto por el conflicto armado, como se vio en la época del Che, pero ahora tiene poco tiempo para decidir qué hacer.”
Rebelión en las venas sigue siendo una obra insustituiblke para acercarse a la dramática historia contemporánea de Bolivia.

Venezuela

La crisis política: La ofensiva opositora y la política del chavismo

Por Mario López

JIR

(Juventud de Izquierda Revolucionaria)

Venezuela
22 de marzo de 2004
Actualmente la situación política venezolana está marcada por las pugnas institucionales en torno a la realización del referendo revocatorio contra Chávez. De un lado se ubican la mayoría del Consejo Nacional Electoral y la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, y del otro, la Sala Electoral tomando partido a favor de la oposición. La oposición proimperialista viene ahora con la jugada “democrática” del referendo, para el cual se necesitan 2.452.179 firmas, que equivalen al 20% de los electores inscritos.

Sobre las firmas que entregó la oposición ante el CNE pesan cualquier cantidad de denuncias: trabajadores y pacientes obligados a firmar, nombres de personas fallecidas, extranjeras, menores de edad o no inscritas en el registro electoral, etc. Esto ha dado, según el CNE, un total de 377.503 firmas invalidadas y un número de firmas que se someten a “reparo”, a revisión por presentar dudas, estas son las que el gobierno llama “planillas planas”, es decir, planillas donde los nombres de varios firmantes y varias firmas aparecen con caligrafía similar. Oficialmente hay válidas 1.832.493 firmas e irían a revisión otras 876.017, lo que deja en “terapia intensiva” la posibilidad de que, una vez se vaya a la revisión, lleguen al mínimo requerido de firmas válidas. Sin embargo, hasta la misma cifra de firmas validadas es parte de la negociación que el CNE intentó establecer con un sector de la oposición, pues, de hecho se manejaba una cifra menor de firmas válidas a la dicha oficialmente. 

Al tiempo que se entablaron negociaciones entre el CNE y la oposición sobre cómo serían las revisiones de las firmas, la pugna se ha trasladado hasta el TSJ. El Consejo Nacional Electoral ha dicho que las personas que sí firmaron acudan a ratificar su firma, en caso contrario no se considerarán válidas, y la oposición dice que sólo quienes no firmaron deben ir a invalidar su firma, y que el resto se consideren válidas. La Sala Electoral del Tribunal Supremo falló a favor de la oposición un recurso legal interpuesto por estos y ordena que queden sin efecto las resoluciones del CNE sobre los reparos, y que se consideren válidas todas esas firmas, lo que técnicamente activaría la convocatoria al revocatorio. La Sala Constitucional del TSJ, se opone a esta decisión y le ordena a la Sala Electoral que se abstenga de tomar decisión sobre el tema. Esa es la situación ahora, con los trabajadores y el pueblo pobre como meros espectadores de esta pugna en el seno de las instituciones burguesas.

El gobierno negoció …y vuelve a arremeter la oposición

Lo primero que debemos tener claro es que esta nueva iniciativa de la oposición patronal y proimperialista es consecuencia de la política de negociación y de concertación que ha venido aplicando el gobierno, que le ha permitido a la oposición salir prácticamente ilesa del golpe de Estado de abril del 2002 y del paro patronal de diciembre-enero. De esta política se desprende la firma del acuerdo entre la oposición y el gobierno, el 29 de mayo del año pasado, acuerdo auspiciado por la OEA, el Centro Carter y el Grupo de Amigos, y que contó con la aprobación de la Casa Blanca y la Unión Europea. En este acuerdo se plantea una “salida democrática y electoral” a la situación del país, estando el referendo entre las “salidas electorales”. Así, luego de sus derrotas de abril de 2002 y en el lock out combinado con el sabotaje de PDVSA, a manos de la movilización popular, de la acción de los trabajadores y el apoyo de la base las Fuerzas Armadas, el gobierno firma con ellos el acuerdo, dándole en una mesa de negociación lo que no se han ganado en las calles ni en las industrias, dándole reconocimiento político y legitimando la impunidad.

Pero no sólo se trata de la firma del acuerdo de mayo, sino que en el terreno económico también se negoció con la burguesía y se hizo recaer el peso de la crisis, agudizada con el paro, sobre los hombros de los trabajadores. Luego de terminados los 2 meses del paro patronal, los empresarios lanzaron una ofensiva de despidos, cierres de empresas y por supuesto, aumento de precios, que continúa hoy. El gobierno por su parte no hizo nada en concreto para evitar esto: con un decreto de inamovilidad laboral vigente, se dieron más de 500 mil despidos el año pasado; cerraron muchas empresas, entre esas las 5 que permanecen tomadas por sus trabajadores exigiendo reapertura o materia prima para echarlas a andar, y el gobierno no ha respondido; se estableció un control de cambio y luego se flexibilizó para que los empresarios pudieran adquirir los dólares; se había establecido un control de precios y sin embargo luego de reuniones con empresarios, entre esos el mayor grupo empresarial de alimentos (Empresas Polar) se autorizó el aumento del pollo, luego de la carne, la leche, los huevos, etc.; en lugar de tomar medidas serias contra los capitalistas nacionales, el gobierno a la par que autorizó los aumentos de los alimentos, tiene una política de importación de alimentos para venderlos más baratos que el precio nacional, en los mercados gubernamentales.

Toda esta situación de impunidad es la que ahora le permite a la oposición arremeter nuevamente. De esa forma, ante las decisiones del CNE, en la oposición predominó la línea de la presión violenta en la calle, teniendo como inicio la marcha del 27 de febrero que pretendía llegar hasta el sitio donde se desarrollaba la cumbre del G-15. En esta marcha, una avanzada de la misma llegó hasta la barrera de Guardias Nacionales que había puesto el gobierno e intentaron pasarla, lo que generó la confrontación, que se prolongó durante toda la tarde de ese día y continuó de manera particular los días siguientes. Se organizaron focos -con la complacencia de la Policía Metropolitana y las policías municipales controladas por la oposición- con barricadas, quemas de cauchos, basura y enfrentamientos a la Guardia Nacional con piedras, botellas y armas de fuego, que duraban hasta bastante entrada la noche, en algunos casos toda la noche. Fundamentalmente se dieron en las zonas de clase media de Caracas, pues las pocas que intentaron en los barrios populares fueron rápidamente disueltas por la gente, a pesar de la línea del gobierno de no llamar a movilizarse. En el interior también hubo protestas en varias ciudades (Mérida, Valencia, Maracaibo, etc.) pero no llegaron a tener la intensidad, en cuanto a enfrentamientos, como las de la capital.

La respuesta del gobierno: ¡cuerpos policiales y judiciales sí, movilización popular no!

El gobierno por su parte ha respondido con los mecanismos del Estado, con la Guardia Nacional, Disip (policía política), las policías estadales o municipales que controla y la Defensoría, la Fiscalía y el TSJ. Apareció públicamente Freddy Bernal, Alcalde de Caracas, declarando que esa situación era un problema de orden público, y que la población no interviniera, que le dejaran ese trabajo a los cuerpos de seguridad y orden público del Estado. Así, además de que en Caracas los focos más fuertes se dieron en zonas de clase media, esta política desmovilizadora del gobierno, contribuyó a que no hubiese una respuesta popular contra estas acciones, por lo que aún cuando no faltó disposición de los sectores populares de enfrentar en las calles a la oposición, se desarrollaron los focos durante unos 5 días.

Se ha trasladado ahora la pelea al espacio del Tribunal Supremo, con la oposición haciendo pequeñas movilizaciones y manteniendo “alerta” a su gente para evitar que les “quiten el referendo”, así como recusando (pedir que se inhiban del caso) a los magistrados que fallaron a favor del gobierno, y el gobierno por su lado, poniendo el énfasis en llamar a respetar la decisión del CNE y de la Sala Constitucional, intentando la recusación de los magistrados cuadrados abiertamente con la oposición e inscribiendo a los candidatos para las elecciones regionales de agosto... pero nada de movilización y acción popular.
Ocurre que el gobierno no se encuentra frente a una situación como la de abril de 2002 o la del paro patronal, pues la apuesta de la oposición hoy no es tumbar a Chávez ni forzar su renuncia, sino presionar al CNE para que les valide las firmas y convoque el referendo revocatorio. Esta vez no hay pronunciamientos militares contra Chávez, no se intentó parar PDVSA ni ninguna industria en el país, no hay marcha hacia Miraflores ni hacia ningún centro de poder, ni nacional ni estadal, los focos de protesta fueron eso, grupos de personas que se enfrentaban en las calles donde viven (lejos del centro de la ciudad) incluso replegándose hacia sus casas y luego salían de nuevo, que jamás intentaron avanzar hacia ningún centro de poder. Esto le permitió al gobierno controlar la situación sin necesidad de acudir a la movilización de masas. El gobierno de Chávez se ha caracterizado por llamar a movilizaciones de carácter demostrativo, y sólo cuando se siente acorralado o en desventaja, acude a la movilización activa y combativa, intentando igual encausarla en los límites de la política gubernamental, refiere evitar la movilización combativa lo más que pueda, ya que ésta puede escapársele de las manos y tener consecuencias no previstas, como se ha demostrado cada vez que el movimiento de masas entra en escena en situaciones de confrontación decisiva.

El 11 de abril es muestra de eso, pues el gobierno no preparó ni organizó absolutamente nada, ni política ni militarmente para que el movimiento de masas enfrentara el golpe, aún cuando no sólo la vanguardia sino buena parte del pueblo trabajador que respalda a Chávez estaba presta a movilizarse y armarse para la defensa del gobierno, de hecho obraron en función de eso, pero esa no era la política de Chávez. Luego de derrotado el golpe, no sin varias decenas de muertos de los barrios de por medio, se esperaba que se castigara a los golpistas, pero Chávez llegó pidiendo perdón. Para agosto de ese año, cuando era casi seguro que el TSJ absolvería a los generales golpistas, sobre todo en Caracas se organizaban movilizaciones y trancas de la Ciudad para advertir al TSJ, pero el gobierno enviaba a sus diputados a frenar estas iniciativas, llegando al punto en que ante la decisión definitiva que los absolvía, Chávez llamó a respetarla y sin embargo unas 3 mil personas nos fuimos a protestar al TSJ, debiendo enfrentar la represión de la Guardia Nacional. Así también, meses antes del paro, en un Encuentro de Trabajadores al que asistió Chávez, éstos lanzaron la propuesta de tomar las fábricas que cerraran o que se declararan en quiebra, Chávez se hizo eco de la propuesta para empalmar con los trabajadores, pero durante los 2 meses de paro jamás llamó a la toma de empresas, así como tampoco los dirigentes sindicales que le siguen. Fue así mismo la iniciativa de los trabajadores de PDVSA, que pusieron a funcionar la empresa, secundada por algunos mandos militares y el gobierno, lo que dio la pelea contra el saboteo en PDVSA. También durante esos 2 meses se organizaron movilizaciones que tenían el objetivo de avanzar sobre los bastiones de la oposición (medios de comunicación, plazas tomadas por estos, etc.) pero el gobierno se opuso y logró evitarlas.

Siguiendo esta política, la única movilización importante convocada durante estos días ha sido la del domingo 29 de febrero, “contra la injerencia norteamericana en los asuntos del país”, donde como siempre, se llamó al pueblo a movilizarse para terminar en una avenida escuchando el discurso de Chávez. El pueblo sale por cientos de miles a las calles sin ningún objetivo concreto, sólo a escuchar un discurso y regresarse a casa, ¡cuánto derroche de fuerzas y energías!

El “antiimperialismo” de estos días

Mientras deja en manos del Estado burgués el control de la situación, se inició una arremetida verbal contra Bush, que tuvo su punto más alto en esa marcha del 29, donde se amenazó con cortar el suministro de petróleo si EEUU invadía al país y dar una “guerra de cien años”. La propaganda que hacía rodar el gobierno, era que las acciones de la oposición eran una estrategia para buscar una intervención militar de los Estados Unidos en el país
, con lo cual se trasladó la atención del movimiento de masas y los trabajadores, no ya a la situación interna, sino a la confrontación con el gobierno de los EEUU.

Chávez elevó en las últimas semanas el tono de las denuncias y discursos contra el gobierno de Bush, denunciando su participación en el golpe de abril, el apoyo y financiamiento a grupos de la posición, y recientemente su participación en la caída de Aristide
.  Sin embargo, es necesario ubicar esta confrontación en el justo espacio que abarca. Lo primero es que la confrontación verbal de Chávez ahora no es contra el imperialismo estadounidense, sino contra George Bush, así, declara que este es “un gobierno, como pocos han pasado por la Casa Blanca”, salvando de su papel imperialista a los demás gobiernos yanquis. Sencillamente intenta aprovechar la coyuntura interna que atraviesa Bush, con las críticas hacia su política guerrerista e intervencionista y la creciente candidatura demócrata de John Kerry, que se alimenta en buena medida de ese descontento hacia Bush, para defenderse y prevenirse de las posibles acciones del gobierno yanqui hacia su gobierno. Aunque por esa vía se le cierra el margen de maniobra, ya que hace pocos días el candidato demócrata ha criticado también a Chávez y ha dicho que Bush debería liderar las presiones internacionales “para que Chávez permita el referendo”.

Así mismo el gobierno de Chávez continúa pagando la deuda externa, cuyos  pagos para fines de 2003 eran similares a la cantidad destinada al gasto público. Firmó el año pasado acuerdos para satisfacer las deficiencias en cuanto a suministro de gas que hay en los Estados Unidos, tratando de mantenerse firme como “proveedor seguro de energía” (incluso durante la invasión a Irak). Y recientemente ha concretado, transmitiéndola en cadena nacional al igual que cuando habló contra Bush, la entrega en concesión a 30 años de varios bloques de la Plataforma Delatana a la Chevron-Texaco, para la explotación gasífera.

Movilización independiente de los trabajadores y el movimiento popular

Es claro que el gobierno no tiene la intención de derrotar a la reacción ni romper con el imperialismo, al contrario, ocurre lo mismo de otras veces: cuando la oposición está perdida, en un callejón sin salidas, el gobierno lejos de tomar una ofensiva que los termine de derrotar le abre las puertas a la negociación. Esto ocurrió tanto en abril como luego del paro patronal, quedando impunes y pagando como siempre, el pueblo trabajador y pobre las consecuencias, sobre todo las desatadas luego del paro empresarial, con los cierres y despidos. Hoy es evidente el fraude, al punto que la OEA, el Centro Carter y el gobierno de Bush reconocen la decisión del CNE, y está nuevamente fracturada la oposición por las posiciones sobre la estrategia a seguir, y sin embargo, el gobierno no aprovechó las acciones violentas de la oposición para llamar a la movilización combativa y derrotar definitivamente a la reacción proyanqui.

Esto sucede por el proyecto que abraza el gobierno, el del “capitalismo humano”, el de un capitalismo nacional-autónomo que sea “menos explotador”. Esta es una utopía reaccionaria, pues, desde la rebelión de febrero del 89 lo que el movimiento de masas y las luchas vienen demostrando es la deslegitimación de las instituciones políticas, judiciales y militares de la democracia burguesa formal, y la necesidad de romper con el capitalismo, y el proyecto de Chávez busca recomponer la confianza en las mismas y mantener el capitalismo, aunque menos malo. Esa utopía busca desarrollar una burguesía nacionalista, “menos explotadora”, pero ocurre que la crisis y la etapa actual del capitalismo no dan margen para eso, pues hasta en los países imperialistas los capitalistas han venido atacando duramente las condiciones laborales y de vida de los trabajadores. ¿Cómo hará entonces el gobierno para que los capitalistas nacionales, mucho más pequeños que los de las naciones imperialistas, tengan niveles de ganancia iguales o superiores a sus hermanos de clase de Europa y EEUU, sino exacerbando los niveles de explotación de la clase trabajadora?

Pero no sólo es la inviabilidad histórica, sino que este proyecto choca con las necesidades concretas de los trabajadores y el pueblo hoy y con la necesidad política de derrotar a la oposición burguesa proyanqui, pues eso requiere de medidas que trascienden los límites del capitalismo, de la propiedad burguesa, a la cual el gobierno defiende y que está establecida en la Constitución. Para derrotar a la reacción, ya lo hemos dicho en nuestras publicaciones nacionales, hay que atacar la base de su poderío: hay que confiscarle sus bienes y propiedades. Hay que confiscar los medios de comunicación y ponerlos bajo control popular; nacionalizar la banca y ponerla bajo control de sus trabajadores y los usuarios, que permita, entre otras cosas, financiar un plan agrario nacional; estatizar sus empresas y ponerlas a funcionar bajo control obrero; expropiar a los grandes terratenientes para darle la tierra a los campesinos pobres y pequeños productores, para avanzar en un plan agrario nacional definido entre los trabajadores del campo y la ciudad; poner a PDVSA bajo el control de sus trabajadores y las comunidades, para que los planes de la misma sean realmente diseñados por el pueblo y no la burocracia capitalista de hoy. Si la situación se planteara en términos de una insurrección para imponer un gobierno abiertamente proyanqui, como el de Carmona en abril: se debe movilizar y armar a los trabajadores y sectores populares; dar total libertad discusión y organización a la tropa de las Fuerzas Armadas, compuesta por jóvenes de los sectores trabajadores y pobres de la población, para que, junto a los reservistas, se pongan a disposición de los trabajadores y sectores populares, sus hermanos de clase, para las labores de defensa.

Con estas medidas no hay oposición proyanqui que pueda levantar la cabeza, sus intentos no durarían nada. Sin embargo, estas medidas trascienden los límites del capitalismo, llevarían en la práctica a un proceso de eliminación de la burguesía venezolana como clase, y eso no coincide con el proyecto del gobierno, que tiene como objetivo la creación de una “burguesía progresista y nacionalista”. Por eso luego del paro empresarial, el gobierno tomó medidas como las que tomó, pues se venía una situación más difícil que la de ahora marcada por el estancamiento y la quiebra de más empresas, ante lo cual sólo tenía esa opción o tomar las medidas que hemos dicho. Se decidió por ceder ante los empresarios, y ahora estamos los trabajadores y el pueblo pobre pagando las consecuencias del paro patronal.

Por eso decimos que la clase trabajadora y los sectores populares deben organizarse y movilizarse con independencia del gobierno, sin dejar su destino en manos del mismo. Movilizarse combativamente, lo mismo contra la reacción proimperialista, que por sus reivindicaciones. Es necesario organizarse y movilizarse para derrotar a la oposición proyanqui, pero también para exigir un aumento de salarios, por un salario mínimo igual al costo de la canasta básica que sea móvil de acuerdo al aumento del costo de vida, por la reducción de la jornada laboral y la repartición de las horas de trabajo entre los desempleados, por un verdadero plan nacional de empleo diseñado y controlado por los trabajadores empleados y desempleados, y no un “Vuelvan Caras” que es el plan gubernamental, donde el trabajó será precario, con menos del sueldo mínimo y sin ningún beneficio laboral ni seguridad social, oponerse a los despidos y cierres de empresas, luchar por la estatización bajo control obrero de las empresas que han cerrado o están en crisis, por el congelamiento de los precios de las medicinas y de los alimentos, cuyos aumentos autorizó el gobierno. 

Esta es la tarea que tienen por delante los trabajadores venezolanos en este momento, en el camino hacia la construcción de organizaciones propias, con independencia de clase, que sirvan igual para luchar contra la burguesía opositora, como contra el proyecto burgués del gobierno y los pocos sectores de la burguesía que le acompañan. Es la lucha que se debe entablar por la construcción de un partido de la clase trabajadora, una organización clasista, revolucionaria e internacionalista, que lleve hasta el final la lucha contra la burguesía venezolana, en cualquiera de sus variantes (proyanqui o “nacionalista”) y contra la opresión imperialista, hasta lograr un gobierno de los trabajadores. En fin, es la necesaria lucha por la revolución socialista en nuestro país, como parte de la revolución proletaria en América Latina.

La CMR y la OIR: la izquierda del chavismo.

Queremos polemizar con las posiciones que asumen la Corriente Marxista Revolucionaria (CMR)
 y la Opción de Izquierda Revolucionaria (OIR)
 quienes mantienen posiciones en nombre del socialismo y del trotskismo, que sólo critican algunas cuestiones puntuales de la política del gobierno, pero mantienen su apoyo político al mismo y no cuestionan con firmeza, ni explican ante los ojos de la clase trabajadora y las masas, los límites y la política capituladora y burguesa de Chávez.

En el caso de la CMR, que son quienes más hacen “propaganda sobre el socialismo” -pues la OIR casi ni lo menciona- insisten en hablar de lo que ocurre en el país como “la revolución”, sin hacer diferencia entre lo que Chávez llama revolución y a lo que se supone que se refieren ellos. De esta manera, siguen engañando a las masas, pues siendo Chávez el abanderado de “la revolución”, las masas identifican a ésta con la constitución burguesa, con la “nueva PDVSA” que sigue siendo burguesa y burocrática, con los planes de “capitalismo humano”, con la Ley de Tierras burguesa, con los “empresarios honestos y nacionalistas”, con el propio Chávez, en fin, con el proyecto reformista burgués del chavismo. Así hablan de “profundizar la revolución”, es decir, que profundizar las tímidas y muy pocas reformas burguesas es profundizar la revolución, haciéndole un flaco favor a la tarea de educación política de los trabajadores, pues no aclaran que el proyecto chavista no es revolucionario y por tanto, no representa los intereses históricos de la clase obrera y el conjunto del pueblo explotado.

En ese mismo sentido, cuando hablan sobre “¿Cómo organizarnos para profundizar la revolución y derrotar a la contrarrevolución?”, dicen que una de las lecciones de los choques anteriores es que “es un error confiar en la OEA o el Centro Carter, pero también en los gobiernos de Kirchner o Lula” pero nada en absoluto dicen sobre desconfiar de Chávez. Es decir, que algo tan elemental e importante para los marxistas, como lo es la independencia de clase, la CMR se la pasa por encima, sigue llamando a confiar en Chávez.

Cuando se trata de las propuestas para enfrentar al golpismo de la derecha, en sus planteamientos sobre impulsar asambleas populares y “comités en defensa de la revolución”, plantean, además de las labores de defensa del pueblo y del gobierno, que “si se creasen… podríamos evitar la presencia de nuevos Miquilenas rodeando al Presidente” así como para cuidarlo del magnicidio. Resultando así que estos organismos, que bien pudieran ser embriones de doble poder, tienen como misión evitar que a Chávez lo rodeen arribistas y oportunistas de derecha, ¡cómo si fuera ese el problema fundamental! Con esto, siguen reforzando la idea de que lo malo es lo que rodea a Chávez, y que éste sí es consecuentemente revolucionario. Nosotros preguntaríamos: ¿si a Chávez no lo rodean oportunistas y lo dejan hacer su política, tendríamos entonces ahora sí un gobierno revolucionario, o sencillamente se aplicarían consecuentemente las reformas burguesas que no responden hoy a las necesidades del pueblo trabajador? Así le asignan a estros organismos, que deberían impulsarse bajo una celosa independencia de clase, la misión de cuidar del principal promotor de las reformas burguesas.

Así mismo hablan de que esos la creación de esos organismos “evitaría la toma de decisiones burocráticas, a corrupción, el quinta columnismo y otros males que sufrimos día a día…”. sin explicar que el problema de las “decisiones burocráticas” tiene que ver con la lógica del Estado burgués y con el mismo proyecto de Chávez, pues no le sirve abrirse a la participación democrática de las bases. Sino fuera así, ¿cómo explican los compañeros que Chávez sea el principal promotor y actor de las designaciones a dedo de los candidatos a Gobernaciones y Alcaldías? Sencillamente lo ocultan, y cuando critican esas designaciones, dicen que “son contrarias a lo pautado en la Constitución Nacional, que el presidente Chávez de manera reiterada ordena defender y hacer cumplir”
. ¡Cuánta insistencia con esconder la verdad y tratar de hacer aparecer a Chávez como el revolucionario consecuente!, si es precisamente él quien, sin abrir espacio para discusiones ni elecciones desde la base, le levanta la mano a los candidatos y “ordena reiteradamente” que todos los demás factores cierren filas detrás de esa designación.

Dicen también que esto “evitaría algo tan peligroso para la revolución como que luchas protagonizadas por sectores resteados (comprometidos) con Chávez y con el proceso como las del INN
, Covencaucho, o las empresas tomadas acaben siendo desoídas y derrotadas con el riesgo de desmoralizar y desanimar a sectores de la propia base social del chavismo”. Lo primero que hay que decir es que no tiene que importar si están o no con Chávez, se trata, como en el caso de las fábricas tomadas, de conflictos con un claro contenido de clase y eso es lo que debe importar, pues ¿qué ocurriría si aparece un conflicto importante de los trabajadores contra el gobierno, acaso no importaría para los revolucionarios que no sea derrotado? Ahora bien, cuando se trata de aclarar (y denunciar) por qué el gobierno no ha respondido al reclamo de las fábricas tomadas, o por qué la Guardia Nacional, por orden del Ministro de Salud, atacó y desalojó a los trabajadores y vecinos que tomaron el INN, nada explican, ni una sola palabra sobre que los límites del programa burgués de Chávez son la razón para que esto ocurra. 

Se limitan así a hacer recomendaciones al gobierno para que “algo tan peligroso para la revolución (para el gobierno)” no ocurra, para que no se “desmoralice y desanime su base social”.  Nosotros decimos firmemente que con esa política de no enseñar a desconfiar de Chávez, al no explicar las razones claras por las cuales ocurren las cosas, sin develar la razón de las derrotas, sólo preparan el terreno para las próximas y para la desmoralización de los sectores combativos. Es precisamente develando el carácter de clase y los límites del gobierno, planteando la necesidad de la organización y movilización con independencia de clase, como se puede evitar esa desmoralización. En todo caso, los revolucionarios luchamos para que los trabajadores se desilusionen, se “desanimen” de la política reformista del gobierno y asuman un programa proletario, su propio programa como clase, el de la construcción de su propio partido y la lucha por la revolución socialista, el resto, sigue contribuyendo a la desmoralización.

Por este mismo camino andan los compañeros de la OIR, aunque sin hacerle mayor propaganda al socialismo, que también plantean toda una serie de medias para la defensa, pero sin poner tampoco empeño en la independencia de clase. Hasta el punto en que, en sus declaraciones, hablando de la marcha demostrativa que convocó el gobierno para el 29 de febrero, al mismo tiempo que se realizaban los focos de la oposición, dicen que “desafortunadamente, por descoordinación y falta de visión política no se aprovechó la extraordinaria energía de la movilización popular, para constituir Cordones de Protección Obreros y Populares en sitios estratégicos de la ciudad para disuadir a los grupos que intentaban crear el caos”. Resultando entonces que la política de aguantar a las masas y desmovilización del gobierno, es ahora producto de la “desafortunada descoordinación y falta de visión política”, dice la OIR que el gobierno no se percató de lo que hubiera podido lograr si moviliza combativamente al pueblo contra la reacción. ¡Cuánto empeño en seguir escondiendo ante a los trabajadores la verdad de la situación!

En el caso de la OIR, la responsabilidad de esta política poco sincera con la clase trabajadora es mayor, pues cuentan con dirigentes suyos en la dirección nacional de la UNT
, así como con influencia en varias seccionales regionales de la misma y muchos sindicatos. Tanto la CMR como la OIR, en lugar de ayudar a que sectores combativos y de la vanguardia rompan con el reformismo y avancen hacia posiciones revolucionarias, mantienen una política que contiene ésta necesaria ruptura de los trabajadores con el proyecto y liderazgo reformista burgués de Chávez, al no develar ante estos la verdad sobre las razones del curso de los acontecimientos más importantes de la lucha de clases de los últimos años en nuestro país, al no explicar el carácter y los límites del proyecto chavista, que no representa sus intereses de clase.

Chile

La lucha del pueblo mapuche

Artículos tomados de la publicación ClaseContraClase, nº 62, de nuestra organización hermana en Chile.

“Hoy todos los mapuche somos terroristas a menos que demostremos lo contrario”

08-02-04

Virginia Andrea Peña
La “justicia” patronal chilena ha mostrado ser un ejemplo de injusticia y racismo para ricos: mientras en estos momentos hay 16 presos políticos mapuche, acusados de cargos tan increíbles como “terrorismo”o “asociación ilícita”, los militares de la dictadura –verdaderos “terroristas” contra el pueblo– están libres en su amplia mayoría, mientras que el Mayor de Carabineros Marco Aurelio Treuer, asesino del joven mapuche de 17 años Edmundo Alex Lemun -abatido en una acción de recuperación de tierras en un fundo ocupado por la empresa Forestal Mininco-, también está libre y este hecho se encuentra en total impunidad.

Y es que es tan brutal la justicia patronal chilena contra la lucha del pueblo mapuche, que su actuar es definido como una verdadera criminalización del conflicto, ya que junto con el aumento de la dotación policial y la persecución a autoridades tradicionales mapuches el Gobierno y su Justicia siguen encarcelando, reprimiendo, condenando, acosando y discriminando al pueblo mapuche. 

Si bien la historia de la represión al pueblo mapuche viene desde la propia colonización, y fue brutal también durante los años de la dictadura, en los últimos años los distintos Gobiernos de la Concertación, incluyendo al “democrático” Gobierno del “socialista” Ricardo Lagos han profundizado la entrega de los recursos naturales (forestales) a empresas privadas nacionales y transnacionales aumentando por ello la represión y persecución contra los mapuches, ya que la prioridad de este Gobierno es garantizarle “seguridad jurídica” y buenos negocios a estos empresarios.

El propio Ministro del interior José Miguel Insulza en su discurso en el Encuentro Empresarial de la Araucanía, en que empresarios analizaron la situación económica nacional y regional y sus proyecciones -incluidas en el marco de los tratados internacionales- planteó que “la pasividad en la zona en el marco del denominado conflicto mapuche se viene dando desde antes de los juicios a los lonkos Pascual Pichún y Aniceto Norín, por ley antiterrorista. Asimismo mencionaba que la calma reinante se ha conseguido por las arremetidas judiciales y por la participación e integración de los indígenas a distintos programas de desarrollo”

Actualmente los mapuches ocupan solo 250 mil hectáreas, más de la mitad habitan en las ciudades en un proceso de migración que se viene produciendo hace varios años debido a la escasez de tierra que ha llegó a un punto límite para la subsistencia de las comunidades, viviendo la mayor parte de ellos en situación de pobreza. 

El estado chileno mientras ha usurpado tierras a los indígenas mediante distintas “Leyes” y mecanismo, reconoce a los usurpadores como dueños: del total de las tierras forestales y bosque de Chile, en el caso del bosque nativo, los particulares son propietarios de 5 veces más bosques nativos que el Estado
.

“7 empresas...en 1992 poseían 233.900 hectáreas (comparar con las 250 mil hectáreas de tierras mapuches) de bosques nativos en las regiones VIII a XII....las cifras de la gran concentración de propiedades con bosque nativo en pocas manos son elocuentes: el 22,48% de los propietarios posee el 88,15% de las tierras...”

Por otro lado la política del Gobierno es brindar un subsidio para la adquisición de tierras por parte de las comunidades indígenas, en el año 2003, postularon a este concurso 5 mil 178 personas naturales y 89 comunidades de las regiones VII, IX, X y XII, de los que fueron adjudicados sólo 80 subsidios individuales y 11 para comunidades, asignándose para ello poco más de dos mil millones de pesos, es decir, el Estado atendió tan sólo el 2,7 por ciento de la demanda general, por efectos de compra de tierras indígenas del sur del país.

Es a través de este proceso de subsidio realizado por la Corporación de Desarrollo Indígena –CONADI- donde los mapuches “recuperan legalmente” sus tierras, es decir, comprando a elevadas cifras sus propias tierras que en un pasado les fueron usurpadas y actualmente poseen empresas y particulares. Esta política es completamente inútil para alcanzar los justos fines de recuperar sus tierras y conquistar su autodeterminación nacional. 

Fundamentalmente, se trata de una política para dividir al pueblo-nación mapuche, arrojando unas migajas a algunos, para intentar aislar a quiénes luchan activamente contra las forestales y sus guardias blancos, y contra el Estado patronal chileno y sus instituciones como carabineros, el Parlamento y la Justicia.
La Reforma Procesal Penal y la Criminalización de la lucha del pueblo-nación mapuche
Sin duda una herramienta formidable puesta en practica en el actual Gobierno es la reforma Procesal Penal que ha permitido “agilizar” las condenas a los luchadores del pueblo mapuche.

La política de criminalización de la lucha es sostenida tanto por la Derecha como por el Gobierno, por ejemplo el Informe sobre el conflicto mapuche en relación al orden público y seguridad ciudadana en las regiones de Bío Bío y la Araucanía dado a conocer por la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia del Senado, sostiene con preocupación que el denominado “conflicto mapuche” que hoy se verifica en el sur del país constituye una “... grave alteración a la vigencia del principio de la seguridad jurídica en las regiones del Bío Bío y La Araucanía.” A juicio de los senadores, tal conflicto se habría generado a raíz de “...las acciones reiteradas de violencia cometidas por algunas organizaciones mapuches en perjuicio de sus habitantes, particularmente en las zonas rurales, quienes viven atemorizados de ser víctimas de hechos delictuales de igual naturaleza, sin contar con el amparo oportuno que les garantice su seguridad y la protección de sus familias.” 

Según los mismos senadores tales “acciones violentistas”, las que incluirían “...atentados en contra de la vida e integridad física de las personas, incendios, destrucción de inmuebles, robo de maderas, tala de bosques, etc.”, que se habrían iniciado a mediados de los 90, “...han suscitado un grave problema de orden público y seguridad ciudadana, fundamentalmente en las zonas rurales.”

Otro ejemplo son los 20 senadores de distintas bancadas quienes presentaron en noviembre del año pasado un oficio ante el Ministerio del Interior, solicitando que “inicie las acciones legales correspondientes para sancionar a quienes están detrás de ilícitos, que han generado intranquilidad y preocupación entre campesinos, agricultores y empresas forestales de la zona.”

El documento está firmado por grandes senadores “demócratas” como Jorge Arancibia, Evelyn Matthei, Carlos Bombal, Andrés Chadwick, Carlos Cantero, Juan Antonio Coloma, Alberto Espina, Sergio Fernández, José García, Antonio Horvath, Hernán Larraín, Jovino Novoa, Jaime Orpis, Sergio Páez, Baldo Prokurica, Mario Ríos, Hosaín Sabag, Enrique Silva Cimma, Rodolfo Stange y Gabriel Valdés, y su objetivo es que se deriven los antecedentes a los Tribunales de Justicia para que “investiguen dichos hechos y sancionen, en el evento de estimar la configuración de algún delito, a los responsables”.

Parte de esta política represiva es permitir, a pesar de las múltiples denuncias hechas por mapuches y organismos de Derechos Humanos, de los grupos paramilitares que viene actuando en la zona, como el grupo Hernan Trizano
 denunciado por Víctor Ancalaf 
, representante de las comunidades de Malleco con "preocupación por la conformación de grupos paramilitares en territorio mapuche, que han afectado la integridad de nuestras comunidades, nos referimos a la organización 'Hernán Trizano', que han amenazado mediante espacios radiales locales vociferando sus prácticas y acciones anti mapuches”.

Por otro lado las empresas forestales han sido denunciadas por sus vínculos con empresas privadas de seguridad, este es el caso emblemático de la Forestal Bosques Arauco, quién el segundo semestre del año 1999 fue acusada públicamente por comunidades de Arauco de planificar atentados y montajes al interior del Fundo Cuyinco, comuna de Los Álamos, predio de 1.650 hectáreas y reivindicado desde hacía más de 18 años por miembros de la comunidad Pablo Quintriqueo. 

“En aquella ocasión, varios ex guardias de la forestal, molestos por el abandono de sus superiores a uno de sus compañeros detenido en el marco del conflicto mapuche y que posteriormente se quitó la vida, declararon públicamente haber recibido instrucciones de cometer auto atentados en Cuyinco para inculpar ante la justicia a miembros de la comunidad. Cabe destacar que todos ellos pertenecían a la empresa de seguridad OSEPAR de Temuco, propiedad de Pablo Iturriaga Rocangliolo y fundada a fines de los años ochenta por el coronel de Ejército ® Alfredo Rodríguez, ex miembro de la Central Nacional de Informaciones (CNI, policía secreta de Pinochet) y qué más tarde huiría del país perseguido por causas de violaciones de derechos humanos”.

Todas estas denuncias fueron minimizadas por el Gobierno y la Justicia planteando que no había “pruebas suficientes” de la existencia y accionar de estos grupos, mostrando claramente un doble estándar donde se “deja correr” estos grupos como parte de la misma política de amedrentamiento contra el pueblo mapuche.

Esta clara criminalización del conflicto implica vulneración del derecho al debido proceso de los indígenas cuando las autoridades y el Ministerio Público solicitan indiscriminadamente – y obtienen - la aplicación de leyes de excepción como la Ley Antiterrorista y la Ley de Seguridad Interior del Estado que restringen severamente los derechos procesales de los imputados
.

A tal punto es escandaloso el actuar del Estado y Gobierno de Chile que el propio relator especial de la ONU Rodolfo Stavenhagen señaló en su informe posterior a su visita a territorio mapuche su preocupación “...ante las situaciones de privación de libertad en la que se encuentran algunos líderes mapuches y la aplicación de leyes sectoriales que permiten, entre otros, largos periodos de detención con las consabidas consecuencias en el disfrute de los derechos humanos de los afectados”. 

La agrupación de Familiares de Presos Políticos Mapuche, a través de su vocera Cristina Painemal, dio a conocer al finalizar el 2003 el listado de presos mapuches, “destacando el negativo balance que hacen respecto del funcionamiento de la Reforma Procesal Penal. Consideran que los mapuche que luchan por sus derechos son reprimidos y acusados de delitos que la fiscalía ha caracterizado como 'terroristas' para poder aplicarles altas penas y detener así la lucha de su pueblo. Similar calificación ha recibido la Coordinadora Arauco Malleco, a la que pertenecen algunos de los presos políticos”. 

Están imputados por asociación ilícita e incendio terrorista José Osvaldo Cariqueo Saravia, Mireya Figueroa Araneda, José Francisco Llanca Ahilla, José Belisario Llanquileo Antileo, Florencio Jaime Marileo Saravia, José Huenchunao Marinan, Juan Ciriaco Millacheo Lican, Juan Patricio Marileo Saravia y Patricia Troncoso Robles. 

Mientras de asociación ilícita está acusado Héctor Llaitul Carillanca, de 'incendio terrorista' están acusados Juan Antonio Colihuinca Ancaluan, y Luis Amable Catrimil Huenupe de incendio simple, Víctor Ancalaf Llaupe, José Nain Curamil, y Juan Arraigada Fren. 

Finalmente hace poco tiempo fueron encarcelados los lonkos Pascual Pichun y Aniceto Norin, tras ser ratificada la condena a cinco años y un día, por amenazas terroristas, según resolución de la Corte Suprema, contra el propietario del fundo Nancahue, el ex ministro de Agricultura, Juan Agustín Figueroa, cuya parte del bosque y su casa patronal fueron quemadas en diciembre de 2001, un caso escandaloso ya que en el primer juicio habían sido absueltos, el caso de ambos dirigentes indígenas fue presentado en agosto de 2002 a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por estimar que en el juicio oral y en la sentencia condenatoria no hubo un debido proceso y que fue vulnerado el principio de presunción de inocencia, además de considerar la condena “amenazas terroristas” como una aberración jurídica.

En el caso del dirigente de la Coordinadora Arauco-Malleco Vìctor Ancalaf éste fue sentenciado como único responsable identificado de los tres atentados incendiarios contra camiones que participaban en el mega-proyecto hidroeléctrico Ralco, en el Alto Bío Bío condenandolo a 10 años de cárcel, el fallo fue emitido por el ministro instructor Simpertegui, quien sustanció el requerimiento por ley antiterrorista interpuesto por la Gobernación de la provincia del Bío Bío, Octava Región. 

Ancalaf permanece recluido desde noviembre del 2002 en la cárcel El Manzano de Concepción, debiendo enfrentar además, otros delitos que se le acusa en el marco de la persecución política de que es objeto. 

Todos los prisioneros están recluidos en cárceles de Angol, Concepción, Lebu y Temuco. 

Los hechos por los que se ha encarcelado a la mayoría de los presos tienen que ver con la lucha por la recuperación de tierras que vienen desarrollando en los últimos años. 

La justa lucha de la menos una importante parte del pueblo-nación mapuche, es la que ha permitido que sus demandas históricas no hayan sido reducidas a la nada. Y le han impuesto un límite a la voracidad explotadora y opresora de los patrones en general y las forestales en particular, y sus políticos de la Concertación y la derecha. 

La misma voracidad explotadora que comienza a despertar la lucha más sostenida de los trabajadores y el pueblo pobre chileno, como el paro nacional del 13 de agosto del 2003 mostró. La lucha común del pueblo-nación mapuche por sus justas demandas de tierras y autodeterminación nacional, y de los trabajadores y el pueblo pobre de Chile, es una tarea fundamental contra quienes nos explotan y nos oprimen.


Por el derecho del pueblo-nación mapuche a su autodeterminación nacional

09-02-04

Natalia Cruces

La lucha que durante años ha llevado adelante el pueblo mapuche por sus reivindicaciones se enfrenta hoy a una importante ofensiva en el ataque que el Estado patronal chileno, de mano de la Concertación y la derecha, está llevando adelante. 

La criminilazación y la represión – tanto con carabineros o los grupos armados de los patrones en los fundos – junto a una ofensiva de la justicia patronal para condenar y procesar a dirigentes y luchadores mapuche, -y por otro lado los intentos de dividir y coptar a importantes sectores de las comunidades con las migajas del Estado a través de organismos como la CONADI -intentan terminar con esta justa lucha.

Por otro lado, las terribles condiciones de vida de los mapuche, como la desocupación y la pobreza, o la falta de tierras, son una constante que se mantiene en el tiempo.
Algunos antecedentes de la situación del pueblo-nación mapuche

Desde la llegada de los españoles, los mapuche fueron paulatinamente perdiendo sus tierras, su forma de vida y su cultura - entre ellas se fue sustituyendo en parte la tradición de uso comunal de la tierra dominante en el pasado-, además de sufrir matanzas y represiones indiscriminadas. Si bien no es el objeto de esta nota realizar un análisis detallado de la historia ni las políticas del Estado hacia los mapuche, si queremos marcar sintéticamente la situación actual del pueblo-nación mapuche y la justa lucha por sus demandas.

“El impacto mayor se produciría con la ocupación del territorio mapuche por el estado chileno y la posterior radicación de los indígenas en reducciones. Dicho proceso se inicia con la dictación por el Congreso chileno de una ley (Ley de 4 de diciembre de 1866)... Como consecuencia de este proceso, los mapuche serían confinados en cerca de 3.000 reducciones de carácter comunal con un total aproximado de 500 mil has. de un territorio original estimado en 10 millones de has.… Entre 1931 y 1971 se dividieron 832 reducciones o comunidades mapuche de las casi 3000 existentes, dando origen al parcelamiento de las tierras mapuche en hijuelas de propiedad individual. La política de división de tierras indígenas tuvo su auge en el período del gobierno militar (1973-1990), época en que se dictó una legislación (Decretos Leyes 2568 y 2750 de 1979) que resultaría en la  división en hijuelas individuales de  la casi totalidad de las comunidades reduccionales restantes a la época… Desde su aprobación en 1979 hasta el fin del régimen militar en 1990,  alrededor de 2000 comunidades mapuche serían divididas, dando origen a alrededor de 72 mil hijuelas individuales con un total de 463 mil has… El minifundio al que dio origen la división de las tierras comunales incidió en el empobrecimiento de la población mapuche rural, lo que aceleró su migración a los centro urbanos. Este último fenómeno, verificado desde comienzos del siglo XX, quedaría claramente demostrado en el Censo de 1992, el que determinó que alrededor del 80 por ciento de la población mapuche era urbana, mientras que solo el 20 por ciento restante (192.763 personas) era rural (Instituto Nacional de Estadísticas, 1992).” (Tierra y territorio mapuche: un análisis desde una perspectiva histórico jurídica. José Aylwin O.)

Salvo en el periodo de la Unidad Popular, con la Reforma Agraria y la política de la creación de cooperativas campesinas y Centros de Reforma Agraria, los mapuche han debido enfrentar siempre la política opresora y explotadora del Estado patronal chileno.

La Concertación, por su parte, se ha movido entre dos grandes políticas. Por un lado se ha intentado a través de organismos del Estado una política de división y cooptación, principalmente a través de la CONADI –creada en 1993-, y por el otro un aumento en la persecusión y represión al pueblo mapuche, como hemos visto intensivamente los últimos meses.

En el caso de la CONADI, además, se encuentra que durante los últimos años “la cantidad de hectáreas adquiridas ha ido disminuyendo y el precio pagado por hectárea ha ido aumentando en hasta 7 veces su valor real”, o muchas veces las tierras adquiridas “carecen de potencial productivo, tienen problemas topográficos, de calidad de suelos o de deslindes”. En relación a esto, se estima que “las empresas forestales tanto nacionales como extranjeras poseen hoy alrededor de 1.5 millones de has. entre las regiones del Bío Bío y Los Lagos, esto es tres veces el territorio reconocido por el estado a los mapuche” –con todos los problemas que esto conlleva, como impactos ambientales o la substitución de bosques naturales por plantaciones de especies exóticas de rápido crecimiento.

Además en la CONADI se han producido hechos de corrupción. (Sólo en dineros de contratos a honorarios se destina el 10% del presupuesto del organismo –unos %1.500 millones de pesos. Otras denuncias han demostrado que se han pagado hasta 4 o 5 veces el valor de los predios adquiridos, la existencia de coimas y sobornos, etc.).

Situación del pueblo-nación mapuche

La pobreza en la población mapuche es “superior al promedio nacional, alcanzando durante el 2000 un 35% de pobreza y un 11% de indigencia” Tanto una como otra prácticamente duplican los datos del resto de Chile. Así mismo, el 65% de la población mapuche se encuentra entre el 40% de los hogares con menos ingresos del país. Y a consecuencia del esquema productivo al que han sido llevados “se estima que el 72 por ciento de las familias que allí habitaban vive bajo la línea de pobreza”.

En cuanto a los índices de escolaridad se da el mismo problema: en analfabetismo en las comunidades rurales indígenas alcanza al 19%. La mortalidad infantil en este mismo sector triplica los promedios nacionales.

En las comunas con mayor concentración mapuche se encuentran los índices más altos de pobreza, menores ingresos y desempleo. Y en los datos sobre desempleo la situación no varía: por sobre un 15% de desocupados, sin contar los subempleados ni trabajadores informales. El ingreso promedio de la población mapuche alcanza a $65.000, y existe un número importante de familias que subsisten con apenas $15.000 o $20.000 pesos mensuales “sin luz, ni agua y cocinando en el fogón”. (Datos extraídos del informe: Análisis de la situación económica y social de los pueblos indígenas: Reformas pendientes y del informe del PNUD.)

Las políticas patronales

La Concertación y la derecha defienden las políticas patronales contra los trabajadores y el pueblo pobre. Ya sea dictando todas las leyes en su parlamento, utilizando sus fuerzas represivas como carabineros o las FFAA, su justicia y sus medios de comunicación.

Los patrones se encargan de pedir más represión contra los mapuche… y el gobierno de Lagos junto a la derecha responden pronto a su llamado. 

El 11 de Marzo del 2001, en una entrevista publicada en El Mercurio, el presidente presidente de CORMA, José Ignacio Letamendi, se encarga de aclarar –por si a alguien le quedan dudas- de la posición de los empresarios chilenos. Bajo el título de “Se acabó la tregua” los empresarios le exigen al gobierno más mano dura y represión. Acusando a los mapuche de “delincuentes” exige que “se ponga atajo inmediato a la violencia terrorista y a los atentados permanentes contra la propiedad privada y el orden público”. Y plantea que “más grave aún es el hecho de querer solucionar el tema a través de la entrega de tierra. Eso simplemente es perder el tiempo”. 

El gobierno hoy está cumpliendo a rajatabla el pedido de los empresarios: mientras varios dirigentes mapuche han sido condenados a penas de prisión los últimos meses y otros tantos continúan detenidos o están siendo procesados y juzgados por la justicia patronal bajo acusaciones terroristas –como los mapuche detenidos en Los Angeles que están hace 19 meses privados de libertad, en el caso de Alex Lemun su asesino continúa libre a más de un año de tramitación. 

Pero la impunidad patronal y de sus políticos sirvientes no termina acá. Muchos de los grandes empresarios dueños de empresas forestales tienen estrecha relación con los partidos políticos que los representan: la Concertación y la derecha. 

Dos de los “principales controladores del mercado forestal y por ende, los principales "propietarios" de terrenos que mantienen conflictos latentes con comunidades mapuche” son los Angelini y los Matte. Angelini es dueño de una fortuna personal de unos U$ 1.500 millones, considerado por la lista Forbes uno de los hombres más ricos del orbe.

Los Matte no se quedan atrás: “es el otro grupo de los selectos billonarios en Chile, dueños de CMPC en el área forestal, cuya principal empresa es Forestal Mininco, participando además en otras áreas como Universidad, minera, fondos previsionales y financiera.” Asegurando de esta forma que “los niveles de intervención de estos grupos económicos sea amplísimo en Chile, sus redes empresariales y familiares han demostrado su enorme capacidad de influencia en partidos políticos, poderes públicos, autoridades, medios de comunicación hasta directas influencias en estudio y opinión, entre otras.” (El poder fáctico de las empresas forestales en el estado chileno ¿A quiénes se enfrenta el Pueblo Mapuche?)

La lucha mapuche enfrenta a enemigos poderosos: los dueños de Chile. Y estos grupos económicos siempre han contado con ministros, secretarios y subsecretarios en puestos claves que les permitan asegurar más aún sus negocios. Algunos ejemplos de estas largas listas son los siguientes: Alberto Etchegaray, ex Ministro de la vivienda en el primer gobierno de la concertación y militante de la DC formaba parte del directorio de Bosques Arauco en el año 2000. Eugenio Ortega –cuñado del ex presidente Frei y ex Diputado, también de la DC era parte del directorio de Bosques Arauco. Felipe Zaldívar Larraín –hermano de Andrés y Adolfo Zaldívar- mantiene acciones en las empresas pesqueras de Angelini. Juan Agustín Figueroa, ex Ministro de Agricultura en el primer Gobierno de la concertación (1990 /1994), en su directa vinculación con el rubro forestal en las zonas de conflicto de Traiguén, propietario del predio forestal Nancahue de 1.800 hectáreas y que es reivindicado por comunidades Mapuche en el sector Temulemu.

Ni hablar de los medios de comunicación, por ejemplo en el caso de los Matte, (Bernardo), forma parte del directorio de TVN, principal medio de televisión abierta. Su hermana, Patricia, en el Consejo asesor de Canal 13 UC. Y “tienen su punto de encuentro con el principal grupo controlador de los medios escritos, los Edwards, dueños de EMOL (El Mercurio, La Cuarta, LUN, La Segunda, cadena de diarios regionales, etc.). 

La lucha del pueblo-nación mapuche por su autodeterminación nacional

La justa lucha de los mapuche por su derecho a la tierra y a la autodeterminación nacional, que enfrentan la explotación y opresión por parte de los empresarios y sus regímenes patronales, es parte también de la lucha que los trabajadores y el pueblo chileno están comenzando a levantar. 

Los revolucionarios de CcC luchamos por poner fin a la explotación y opresión del pueblo-nación mapuche y apoyamos su justa demanda por el derecho a su autodeterminación nacional. Creemos que sólo la unidad en la lucha de los mapuche junto a los trabajadores y el pueblo pobre de Chile en contra de sus enemigos de clase –los patrones, sus partidos y sus instituciones, podrá conquistar estas demandas.
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� René Zavaleta Mercado. Clases sociales y conocimiento. Los Amigos del Libro. Cochabamba, 1988. Pág. 21. 


� Perry Anderson, “La batalla de ideas en la construcción de alternativas”, conferencia pronunciada en La Habana durante la asamblea de CLACSO, 9-11-03. Citado en Christian Castillo “El Octubre Boliviano”, Revista Lucha de Clases Nº 2, Buenos Aires, 2003.


� Dan cuenta de esta preocupación tanto la intervención de enviados espaciales de Lula y Kirchner durante la crisis de octubre para afianzar el recambio de Mesa, como la reciente reunión de Monterrey y la formación del “grupo de ayuda” (con EE.UU., Brasil, México, Argentina y otros países) que buscan fortalecer al nuevo gobierno y coordinar una estrategia para “reestabilizar” a Bolivia. Incluso, los ejércitos de Chile, Brasil y Argentina, junto al Pentágono, comienzan a discutir planes de “contención” e intervención regional, incluso militar en caso de nuevas convulsiones revolucionarias o de un colapso estatal.


� Como definición mas general de la formación socio-económica boliviana, se trata de un capitalismo atrasado donde el predominio del modo de producción capitalista se combina con la supervivencia de formas precapitalistas en el agro y de pequeña producción mercantil simple en las ciudades.


� García Linera identifica “una crisis del Estado en dos dimensiones: Una crisis de Estado en sus estructuras políticas de corta “duración”, referidas al diseño neoliberal de los últimos 15 años (sistema de partidos como únicos mediadores entre Estado y sociedad, democracia liberal, gobernabilidad pactada, etc.), y una crisis de Estado en sus estructuras de “larga duración”, referidas a las características republicanas (Estado monocultural enfrentado a una sociedad multicultural)”. AGL, “Época revolucionaria”, en El Juguete Rabioso Nº 91, La Paz, 26/10 al 08/11/2003.


� Hughes Portelli, Gramsci y el bloque histórico, Siglo XXI Editores, 


� Antonio Gramsci, “Análisis de las situaciones, correlaciones de fuerza”, en Antología, Siglo XXI editores, México, 1986. Pág. 410.


� V. I. Lenin, “La celebración del 1º de Mayo por el proletariado revolucionario” (15 de junio de 1913). Obras Completas, T XIX, pág. 461 y ss. Editorial Cartago, Buenos Aires, 1969.


� Idem


� V. I. Lenin. “La bancarrota de la Segunda internacional”, en Obras Completas. Ed. Cartago, Buenos Aires 1960. Pág. 310 y ss.


� V.I. Lenin. “La bancarrota de la Segunda Internacional”. En Obras Completas. Editorial Cartago. Buenos Aires, 1960. Tomo XXI. Pág. 211-212.


� Agravados por la forma específica en que se expresaron en Bolivia las secuelas de la derrota del gran ascenso revolucionario mundial de los 70 y luego, la forma contradictoria en que cayó el stalinismo en la URSS y los países del Este, lo que fue ampliamente aprovechado por la ofensiva ideológica neoliberal.


� Título del libro de James Dunkerley, recientemente reeditado.


� 	León Trotsky, Europa y Estados Unidos, pág. 9, Editorial Pluma, Buenos Aires, 1973.


� No está de más aclarar para ciertos lectores poco avisados de la izquierda, que utilizar esta analogía histórica no significa en modo alguno pronosticar  una extensión en el tiempo similar.


� René Zavaleta Mercado, “Consideraciones generales sobre la historia de Bolivia (1932-1971), en América Latina, historia de medio siglo (1- América del Sur) Siglo XXI editores, 6ª edición, México, 1986. Pág. 81.


� Dirigente campesino ligado al MIP y detenido por su  presunta participación en un caso de justicia comunitaria que el Estado caratuló como asesinato.


� La prensa, 21 y 28/09.


� V.I.Lenin, en Obras Completas, refiriéndose a la Revolución de 1905, Ed. Cartago, Bs. As., 1960, Tomo XI, pág. 115.


� La Prensa, 10/10.


� La Razón, 13/10.


� Consideramos este creciente sentimiento de identidad indígena –pese al carácter pequeñoburgués de sus direcciones- como un fenómeno progresivo que expresa la creciente conciencia ante todas las formas de opresión y la experiencia con el actual ordenamiento social y político en su conjunto, profundamente entrelazados con elementos racistas que no son sólo “resabios” del pasado colonial y gamonal (y que como tales podrían irse disolviendo con el tiempo o con medidas simplemente culturales o legales), sino elementos necesarios, constituyentes, de las formas concretas de dominación política y social que ha elaborado históricamente la burguesía boliviana.


� 	Álvaro García Linera, “Bolivia, época de Revolución”, en El Juguete Rabioso Nº 91 (26/10 al 8/11/2003).


� 	Félix Patzi Paco,  “Rebelión indígena contra la colonialidad y la transnacionalización de la economía”, en Forrest Hylton, Félix Patzi, Sergio Serulnikov, Sinclair Thompson. Ya es otro tiempo el presente. Cuatro momentos de insurgencia indígena. Muela del Diablo editores, La Paz, 2003.


� Antonio Gramsci, “Análisis de las situaciones, correlaciones de fuerza”, en Antología, Siglo XXI editores, México, 1986. Pág. 415 y ss.


� Método destacado unilateralmente por el indigenismo como recuperación de las tácticas de las sublevaciones del siglo XVIII, sin comprender su contenido y dinámica radicalmente nuevos en una nueva época histórica, a partir de la necesaria alianza con los explotados de la ciudad, que son la mayoría de la nación oprimida y el proletariado, su sector decisivo.


� La Razón, 16/10.


� F. Engels. Introducción a  la lucha de clases en Francia de 1848 a 1850. Ed. Progreso, Moscú, 1973.


� La Prensa, 16/10.


� La Prensa, 16/10.


� La Razón, 18/10.


� V.I. Lenin. Obras Completas. Tomo XI, p. 63.


� L. Trotsky. ¿Adónde va Francia? Ed. Pluma, Buenos Aires, 1974. Pág. 94.


� La Razón, 18/10/03.


� La Prensa, 7/03/04.


� El poder dual podría haber nacido por otras vías, por ejemplo, mediante la ocupación y el control obrero de minas y fábricas.


� La Prensa, editorial del 12/10.


� Antonio Gramsci. “Espontaneidad y dirección consciente”.


� L. Trotsky. ¿Adónde va Francia? Ed. Pluma. Buenos Aires, 1974. Págs. 79-80 y 86.


� L. Trotsky. Stalin, El gran organizador de derrotas. Ediciones Yunque, Buenos Aires, 1973, Pág. 198.


� Para utilizar el “calendario” del ejemplo histórico de la Revolución Rusa. En febrero cayó el zarismo pero los obreros y campesinos no tomaron el poder porque no se había completado su preparación subjetiva para esta tarea, abriéndose  un período de doble poder que se saldaría en octubre con la toma insurreccional del poder por los soviets dirigidos por el partido bolchevique.


� Definimos al centrismo como las corrientes que oscilan entre el reformismo y la revolución. Esta categoría fue utilizada por Trotsky para definir a las corrientes que emergían producto de la presión revolucionaria de las masas al interior de los partidos socialistas, corrientes que volvían al redil reformista luego de pasado los picos del asenso. En el caso de las corrientes que nos referimos, este es un centrismo de características particulares,  ya que es producto no del asenso revolucionario, sino de la crisis y posterior fragmentación de una organización revolucionaria, la IV Internacional a partir del año 51’, de ahí también su permanencia en el tiempo como corrientes centristas.


� Chasqui Socialista publicación del MST de diciembre 2003


� “El descontento de la población por las medidas anunciadas por el gobierno crece como una marea incontenible”. Jorge Martín 29-Enero-2004


� Sobre la Revolución boliviana, por Osvaldo Coggiola,  febrero 2004


� Tapa de Masas 1896


� Ídem 36


� El MST a criticado el papel del POR, únicamente por haber suspendido la huelga del magisterio los primeros días de octubre. Ni una palabra de su abstencionismo político o de las consignas que este partido levantó. Critica liviana por cierto ya que como dijimos líneas arriba la huelga evidenciaba síntomas de crisis, incluso la del magisterio que pese a Vilma Plata y la autoridad que posee, los maestros acudían a clases normalmente. Evidencia de mas para ver que el levantamiento se produce no por la autoridad de la COB como órgano de poder sino de contragolpe por la brutalidad gubernamental.


� ¡Por un encuentro obrero y campesino el 1 de mayo para discutir como organizar la Asamblea Popular!


“Este 7  de abril, en Huanuni los trabajadores nos volveremos a reunir para discutir los pasos a seguir frente a la política del actual gobierno que ha evidenciado ser la continuidad del gonismo, el garante de la impunidad de los asesinos de octubre y el protector de los millonarios intereses de las capitalizadas y de las petroleras.


Durante el desarrollo de este año, hemos llevado a cabo dos ampliados de la COB, uno el 22 de enero en Cochabamba y otro los primeros días de febrero en la UPEA, así como reuniones y ampliados de los distintos sectores. En todos estos eventos, ha quedado claro que la primordial tarea es la de organizar a los trabajadores, sin embargo, en todas estas reuniones solo hemos definido algunas movilizaciones pero no hemos dado un paso concreto en la organización de nuestras bases. El ampliado de Cochabamba tomó una resolución de suma importancia, que fue la de impulsar a Asamblea Popular como máxima instancia del movimiento obrero y popular organizado para discutir todos los problemas nacionales como ser la cuestión de la Asamblea Constituyente que prepara el gobierno, la trampa del referéndum, la cuestión de las capitalizadas y como recuperamos el gas y los hidrocarburos, el problema del sistema de pensiones que ya llevó a la muerte por desesperación al compañero Picachuri, el salario, y en fin, todas las cuestiones que hacen a la vida nacional. Sin embargo a casi tres meses de esta importante resolución no hemos avanzado nada.





¡Hay que poner manos a la obra! Desde el periódico “Palabra Obrera”, queremos realizar la siguiente propuesta para que sea considerada en el ampliado y en todos los eventos que de aquí en mas tengamos los trabajadores:


se resuelve convocar con fecha 1 de mayo y luego de la tradicional movilización, a un gran encuentro obrero, campesino y popular para discutir y resolver con la participación de las bases, las modalidades de convocatoria, organización y funcionamiento de la próxima Asamblea Popular.


Que para la realización de este encuentro, se instruye a todas las organizaciones obreras, campesinas y populares a llevar acabo asambleas y ampliados por sector para recoger las propuestas y opiniones de todos los compañeros de base, así como para elegir delegados con mandato de todos los centros de trabajo.


Invitar para este encuentro a las bases de los sectores que aun no se encuentran enmarcados en la entidad matriz, como ser cocaleros, naciones originarias, chóferes asalariados y otros para que luego de una franca y leal discusión y sobre la base de un funcionamiento plenamente democrático y participativo sellar la unidad de todos los trabajadores del campo y la ciudad.


Invitar a las organizaciones políticas que han demostrado en los acontecimientos de Octubre y en todas las luchas de los trabajadores estar comprometidos con la clase obrera y el pueblo, ha enviar sus delegados para participar en este encuentro obrero, campesino y popular.


Encomendar a la COB y a todas las entidades comprometidas realizar una intensa labor de difusión y propaganda convocando a este encuentro que sellará la unidad de las bases de todos los sectores.” Propuesta al ampliado de la COB en Huanuni y al conjunto de las organizaciones obreras, campesinas, populares y naciones originarias.


� Los morenistas del MST de la LIT-CI plantearon una serie de mociones al ampliado donde se rechaza el plan económico del gobierno, la trampa de la constituyente y el referéndum. Plantean la necesidad de la huelga general, el pliego único y un nuevo congreso de bases de la COB, que lance a esta organización a la disputa del poder. Como vemos nada que permita preparar y organizar a las bases en forma inmediata para la lucha planteada.


� Sindicato Mixto de Trabajadores Mineros de Huanuni


� Federación Sindical de Trabajadores Mineros de Bolivia


� Ídem nota 1.


� Es importante recordar que la huelga general indefinida votada en el ampliado de Huanuni los primeros días de octubre evolucionaba en forma desigual y extremadamente contradictoria, donde incluso existían dudas si su declaración no había sido apresurada. El enfrentamiento en la localidad de Ventilla a pocos kilómetros de la ciudad de El Alto y el resultado de varios heridos y muertos aumentó la indignación generalizando los bloqueos en esta ciudad. Dos días mas tarde y ante el nuevo asesinato de casi 20 compañeros provocaron el estado insurreccional de la ciudad, el aumento de muertos y la consiguiente nacionalización del conflicto. Fue casi un levantamiento de contragolpes sucesivos producto de la política bonapartista del gobierno.


� A modo de ejemplo, una fabrica de importancia como Manaco en Cochabamba cuenta con cerca de trescientos trabajadores en planta y mas de 80 en condiciones que asemejan el trabajo a domicilio, divididos en pequeños talleres con menos de 20 trabajadores cada uno, lo que impide según la Ley General del Trabajo formar sindicatos por no contar con el mínimo requerido. En la ciudad de El Alto esta estructuración fabril tiene proporciones enormes. Durante los últimos años e incluso previo a las jornadas de octubre la Confederación de fabriles y las distintas federaciones como mecanismo de protesta recurrieron a las marchas de teas, después del horario de trabajo, ante la imposibilidad de efectivizar verdaderos paros. Si en octubre las fabricas no funcionaron fue por el contundente bloqueo de calles y el paro de transporte que dieron un “arma” a los trabajadores para justificar la ausencia de los centros de trabajo.


� La dirección de la Federación de Juntas Vecinales (FEJUVE) continuó en manos y bajo control del reducido grupo de dirigentes algunos de los cuales se encontraban en la “clandestinidad” y no llego a implementar un mecanismo que incorporara a los niveles de dirección a los dirigentes naturales de las barricadas que la crisis había parido.


� Lora afirmó a lo largo de décadas que nuestro ejercito tenia características especiales, sin embargo, un nacionalista como Sergio Almaraz Paz, al que no se puede acusar de marxista dogmático afirmaba: “curioso vientre el de esta institución que en media centuria solo ha concebido un Busch y un Villarroel mientras estremece en fecundidad con los Peñaranda y Ovidio Quiroga.(...) si se puede sostener que ni la idea más grande merece el sacrificio de una vida, no hay institución que merezca sobrevivir al precio de envilecer a un pueblo”  Réquiem para una Republica.


� “Posición del POR” Comité Regional del POR, Oruro 13/10/03


� Al señor Guillermo Lora, presente. Señor: la dirección del Instituto, tiene el agrado de manifestar a Ud., su mas sincera felicitación por la brillante exposición que con gran eminencia y ponderación, desarrollo en la mañana de hoy en el aula magna de la escuela, con el tema ‘el sindicalismo político’, disertación que culmino con la expectativa de todo el auditorio. A tiempo de agradecerle muy de veras por su valiosa participación, reitero a Ud., las expresiones de mi atenta y distinguida consideración. “el mar nos pertenece por derecho, recuperarlo es un deber”. El director de la escuela de altos estudios nacionales, Gral., Brig. Raúl Ramallo Velarde. Comando en Jefe de las FFAA.


� V.I. Lenin. Obras Completas. Tomo XI, p. 63.


� L. Trotsky. ¿Adónde va Francia? P.94.


� "La clave de la revolución andina", de Alan Woods y Jorge Martín


� Este pequeño grupo, ha criticado a nuestra organización luego de las jornadas de febrero, por nuestro supuesto “apoyo critico” a la policía. La falsificación y la calumnia política son parte del arsenal de estas pequeñas sectas para intentar existir. Su intención no es construir un partido verdaderamente enraizado en el proletariado, lo que requiere en primer lugar de seriedad, sino justificar su sombría existencia.


� Prácticamente todas las corrientes han interpretado la historia de los fracasos solo como la acción conciente de la “traición”. Esto que es un elemento se suma importancia, se convierte en una vulgarización del marxismo cuando se prescinde de los determinantes objetivos. Una visión de este tipo, lejos del marxismo revolucionario, nos retrotrae a una concepción idealista y manista  (maniquea) de la historia, dividida e interpretada simplemente por la lucha entre “traidores y no traidores”, el bien y el mal, una historia que convierte a los programas en Biblia y la política en oraciones, útil para crear pequeñas iglesias pero incapaz de forjar una estrategia que comprendiendo la realidad pueda transformarla revolucionariamente. Los traidores, los reformistas, y todos los “malos” existen, pero los mismos se ven obligados a actuar, igual que los revolucionarios, sobre la base de determinadas condiciones objetivas que pueden facilitar o dificultar su labor.


� León Trotsky. “Carta a la redacción de Contra la Corriente” (13 de junio de 1930) En Escritos sobre España [Edición de Juan Andrade y José Martínez. Ruedo Ibérico, 1971. Digitalización: Germinal]


� Carta a la redacción de Contra la Corriente (13 de junio de 1930) Las consignas democráticas


� El FRA fue firmado con gente como Torres que se negó ha entregar armas para enfrentar el golpe, el mayor Sánchez, es decir dos representantes de la burguesía “progresista”, los estalinistas del PCML, el grupo de Lechin y otros.


� “El cretinismo parlamentario de los reformistas y el cretinismo antiparlamentario de los anarquistas”


� “El cretinismo parlamentario de los reformistas y el cretinismo antiparlamentario de los anarquistas”


� idem.


� Sobre sus perspectivas y sus limites hemos escrito bastante y se pueden encontrar en el documento fundacional de la LOR-CI. Web: www.geocities.com/lorcuarta


� León Trotsky. “La revolución española al día. Cartas dirigidas al Secretariado Internacional y a los camaradas de la sección española” (Desde mayo de 1930 a julio de 1931). En Escritos sobre España  [Edición de Juan Andrade y José Martínez. Ruedo Ibérico, 1971. Digitalización: J. López]


� en un folleto publicado en 1984 y que hace referencia a los órganos soviéticos y de doble poder titulado “Las lecciones de la Asamblea Popular” se llega a afirmar que en todo momento surgen órganos de poder, e incluso que los comités cívicos, las asociaciones de amas de casa y otros son órganos de poder. Aquí hasta se pierde cualquier limite de clase.


� El cretinismo parlamentario de los reformistas y el cretinismo antiparlamentario de los anarquistas


� León Trotsky. “La revolución española y la táctica de los comunistas” (Prinkipo, 24 de enero de 1931). En Escritos sobre España  [Versión castellana de Andreu Nin. Ruedo Ibérico, 1971. Digitalización: Germinal]


� Corporación Minera de Bolivia, agrupaba a mas de treinta mil mineros y era la empresa mas importante del país, creada luego de la revolución del 52’ y de la nacionalización de las minas.


� La heterogeneidad haría mención a la coexistencia e imbricación entre diversas formas organizativas de la producción, es decir, lo capitalista y lo no capitalista; lo que algunos han llamado un modo de producción combinado. 


� En este marco, las luchas de los cocaleros y la especificidad de su problemática se ha presentado como uno de los factores más dinámicos y explícitos de lucha contra el imperialismo y sus imposiciones.   


� Es importante destacar que al hablar de campesinos-indígenas no hablamos de un colectivo homogéneo. Los campesinos se encuentran económicamente dispersos y surcados por líneas de clase y presiones generadas por la competencia mercantil. Así , los intereses de quienes no poseen tierra y venden su fuerza de trabajo en el campo chocan con los de los campesinos ricos que explotan la fuerza de trabajo en un marco donde las relaciones de mercado destruyen las relaciones comunales y donde los procesos de reciprocidad y cooperación se restringen cada vez más a muy estrechos límites. 





� Semanario Pulso Nº 236, febrero 27 a marzo 4, 2004.


� Víctor Orduña. “Constituyente o guerra civil”, en Semanario Pulso Nº 236, febrero 27 a marzo 4, 2004.


� J. Lazarte. “¿Punto de encuentro o salto al vacío?”, en Semanario Pulso Nº 236, febrero 27 a marzo 4, 2004.


� Alvaro García Linera, “Constituyente y movimientos sociales”, en Le Monde Diplomatique, Noviembre de 2003. (Bolivia).


� León Trotsky. “La revolución española y la táctica de los comunistas” (Prinkipo, 24 de enero de 1931). En Escritos sobre España  [Versión castellana de Andreu Nin. Ruedo Ibérico, 1971. Digitalización: Germinal]


� No es que creamos que la oposición no busca eso, sino que plantearlo como lo central en esos momentos, plantear la intervención militar como una posibilidad inmediata, cumplía el objetivo de exaltar el nacionalismo del pueblo y desviaba la atención de lo que ocurría internamente, cuando había mucha gente de base del chavismo pensando en organizarse para salir a enfrentar los focos de la oposición. Así como también es claro que la intervención militar estadounidense no es una posibilidad a corto plazo, pues tendría Bush que resolver los problemas internos que afronta en su país, así como contar con cierto respaldo o legitimidad internacional, también como regional, que no tiene ahora ni tendrá por lo menos en los próximos meses.


� Se debe apuntar acá que Chávez no denuncia al también imperialista gobierno de Chirac, con el que intenta mantener buenas relaciones, y cuya participación a través del Canciller Dominique de Villepin fue determinante en la caída de Aristide, así como lo sigue siendo hoy presionando a los países que lo han acogido. ¿Bush es imperialista y merece ser denunciado pero Chirac no? 


� Unificación reciente del núcleo de El Militante acá en Venezuela y el grupo que edita El Topo Obrero, del Estado Lara.


� Reagrupamiento de lo que fue el Partido Socialista de los Trabajadores, PST.


� El Topo Obrero, 22-03-04, Pág. 20.


� El Instituto Nacional de Nutrición fue tomado por varios trabajadores y algunas comunidades, en protesta contra la destitución de una directora del mismo (que de acuerdo con los manifestantes había sido abierta a las propuestas de la base) por parte del Ministro de Salud entrante, Roger Capella (militante del PPT).


� Unión Nacional de Trabajadores, central sindical impulsada por el gobierno.


� Periódico Azkintuwe Nº 3 - Enero de 2004. Entrevista exclusiva al dirigente mapuche Víctor Ancalaf Llaupe desde la Cárcel El Manzano de Concepción. 


� Mapuexpress Informativo Mapuche,http://www.mapuexpress.net 


� Fuente: Consejo de Todas las Tierras. “El Pueblo Mapuche y sus derechos Fundamentales”. 1er. Edición.


� Idem


� Noticia aparecida en http://www.rn.cl/news/viewdoc.asp?idnoticia=580


� Pedro Hernán Trizano mercenario de ascendencia italiana, que combatió en Chipre, Rusia, la Guerra del Pacífico y finalmente en el Wallmapu contra los mapuches contrarios a doblegarse ante el Estado chileno tras finalizar la campaña militar de Ocupación de La Araucanía el año 1883. Si bien su historia se inicia en Italia, parte importante de su “leyenda” comenzaría a forjarse a su llegada a Sudamérica en la segunda mitad del siglo XIX y tras enrolarse como soldado en las fuerzas militares chilenas que, bajo el mando del General Patricio Lynch y el financiamiento de acaudalados capitalistas ingleses, marcharon el año 1879 más allá de la frontera norte de Chile para tomar el control de los ricos yacimientos del salitre boliviano de Antofagasta. Allí, entre campañas de guerra sucia, saqueos a poblaciones indefensas, ajusticiamientos masivos de indígenas en el Altiplano y una que otra batalla ganada en buena lid frente a sus pares del Ejército peruano, se iría forjando la leyenda de este mercenario que llegaría a ser conocido más tarde como el “Bufallo Bill” chileno o “El gatillo más rápido” de La Araucanía. Concluida la Guerra del Pacífico, Hernán Trizano –ahora convertido en flamante oficial de ejército- se dirigiría al sur del país acompañando al Coronel Cornelio Saavedra en su nueva destinación militar. Si bien no le tocaría al genovés participar directamente de la guerra contra los mapuches -que finalizaría “oficialmente” el año 1883 con la refundación de Villarrica-, la misión que le había encomendado Saavedra en las tierras sureñas lo dejaría más que satisfecho: debía ayudar a menguar el bandolerismo en La Araucanía integrándose al Cuerpo de Policía Rural que operaba desde hace varios años sin éxito en La Frontera. Trizano entre los años 1880 y 1896 se desempeñó como un eficiente Policía Rural, destacando frente al resto de sus camaradas de armas por su extremada sangre fría a la hora de hacer frente a sus eventuales y desdichados rivales. El año 1896, el gobierno de la época comisionó al propio Hernán Trizano para formar por su cuenta un cuerpo especial de policías que sirviera como verdadera fuerza paramilitar en las zonas de Arauco, Malleco, Cautín, Valdivia y Llanquihue. Esta vez, sin embargo, sus principales objetivos no serían aquellos bandidos y cuatreros de poca monta que perseguía sin éxito la Policía Rural, sino principalmente aquellos grupos mapuches rebeldes que seguían combatiendo a las fuerzas militares chilenas en los campos de La Araucanía, poniendo en grave peligro tanto las explotaciones trigueras en la zona como la efectividad de una ocupación militar amenazada constantemente por nuevos conatos de sublevación indígena. Trizano formaría entonces el "Cuerpo de Gendarmes de las Colonias", un grupo armado compuesto mayoritariamente por agricultores y ex militares (ex oficiales y suboficiales), supeditado al Ministerio de Relaciones Exteriores –esto por la gran cantidad de inmigrantes europeos que colonizaban la zona y exigían su debida protección del gobierno- y que sería recordado más tarde simplemente como “Los Trizanos”, en honor al primer apellido de su sanguinario jefe. Con el tiempo, este grupo se convertiría en una especie de Ejército Irregular al margen de las Fuerzas Armadas, con muchas atribuciones y con un infinito poder. La impunidad en sus acciones y las redes de protección a su alrededor que integraban personajes como el propio magnate triguero José Bunster, por aquellos años el principal financista de la colonización del territorio mapuche, convirtieron rápidamente a Trizano en un dictadorcillo siniestro y despiadado, un verdadero sheriff de La Frontera bajo cuya Winchester de repetición caían fulminados decenas de buscavidas, aventureros, bandidos, cuatreros, traficantes, borrachos y, principalmente, lonkos mapuches prófugos de la justicia militar de aquellos tiempos.


FUENTE: “Hernán Trizano, pacificador de la frontera mapuche.”Por Pedro Cayuqueo Periodista. Director del Sitio Web de Kontrainformación Mapuche Kolectivo Lientur.


� Información aparecida en el Diario “LA Cuarta” el 21 de Marzo de 2002.-


� Idem.


� “Paramilitares en La Araucanía.El Far West del ex ministro concertacionista Juan Agustín Figueroa ” Pedro Cayuqueo. Periodista mapuche. Director del Sitio Web de contrainformación Mapuche Kolectivo Lientur. Este es un extracto de un libro en etapa de elaboración titulado “Paramilitares en Territorio Mapuche: La historia no contada de una guerra sucia”. 


� Seminario Internacional sobre Derechos Humanos y Pueblos Indígenas: Tendencias Internacionales y Realidad Local, encuentro organizado por el Instituto de Estudios Indígenas de la Universidad de la Frontera, Temuco. Fuente: www.mapuexpress.net


� � HYPERLINK "http://www.mapuexpress.net" ��www.mapuexpress.net� 12/01/2003
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